




Cooperación internacional para el 
desarrollo en la gestión del agua. El 













Universidad Nacional de Colombia 




Cooperación internacional para el 
desarrollo en la gestión del agua. El 











Tesis de investigación presentada como requisito parcial para optar al título de: 









Línea de Investigación: 
Economía y Ambiente 
Grupo de Investigación: 
Instituto de Estudios Ambientales 
 
 
Universidad Nacional de Colombia 




[...] como mueren los libros 









“El arroyo nos enseñará a hablar a pesar de 
todo, a pesar de las penas y de los recuerdos, 
nos transmitirá la euforia por el eufemismo, la 
energía por el poema. A cada instante nos 
repetirá alguna hermosa palabra bien 







Al Resguardo Buenavista, al indio Julio y su familia, por su hospitalidad, sus palabras y su 
sanación.  
 
A mi directora de tesis, Nohra León, por su rigurosidad. 
 
A la profesora Rosario Rojas, por su orientación y sus discusiones constructivas. 
 
A mis papás y mis tías, por compartir conmigo otro sentido de la vida... el que se disfruta 
a través de la música.  
 
Y con el amor más sincero, a Danilo, el compañero, el sueño, la casa. Gracias por compartir 
las ilusiones de construir algo diferente cada día. Porque en este transitar, nos hemos 
reconocido en nuestros errores, nos hemos despojado de los miedos y hemos sanado. Por 






Resumen y Abstract  IX 
 
Resumen 
Esta investigación aborda la forma en que la cooperación internacional ha 
instrumentalizado el discurso del desarrollo, con una creencia falsa en que la ciencia, la 
eficiencia y el progreso pueden resolver los problemas del deterioro ambiental. Por el 
contrario, este discurso ha generado otras lógicas de manejo de los bienes comunes en 
los territorios que no necesariamente se corresponden con el mejoramiento de las 
condiciones de vida de los sujetos que los han producido históricamente. A su vez, este 
discurso ha penetrado y condicionado el marco institucional nacional con implicaciones en 
el manejo de las aguas en diversos ámbitos – gestión, privatización, mercantilización y 
financiarización.  
 
A partir de la ecología política, como campo de estudio que indaga las relaciones de poder 
en la problemática ambiental y con base en métodos documentales, esta investigación 
analiza los proyectos de cooperación implementados sobre la región amazónica en 
Colombia, los cuales responden a utopías integradoras como la Iniciativa de Integración 
Regional Sudamericana – IIRSA/Cosiplan. Como uno de los subproductos de esta 
iniciativa, se problematiza la posible implementación del proyecto de navegabilidad del río 
Putumayo, considerando sus efectos sobre los ciclos hidrosociales, donde el agua es el 
eje central del análisis. Este proyecto significaría no sólo la contaminación de las aguas, 
la profundización del modelo de exploración y explotación de hidrocarburos, el despojo de 
comunidades, sino la militarización del territorio. Es decir, la profundización de la 
neoliberalización de la naturaleza en esta zona para transformar los flujos del agua en 
flujos de ganancias para el capital y el mercado internacional, afectando las relaciones de 
las comunidades del Putumayo con el río y su habitar en este territorio.  
 
 
Palabras clave: cooperación internacional para el desarrollo, gestión del agua, 
región amazónica, Putumayo.  
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This research addresses the way in which international cooperation has instrumentalized 
development discourse, with a false belief that science, efficiency and progress can solve 
the problems of environmental deterioration. On the contrary, this discourse has generated 
other logics of management of the common goods in the territories that do not necessarily 
correspond to the improvement of the living conditions of the communities that have 
produced them historically. In turn, this discourse has entered and influenced the national 
institutional framework with major implications in the way in which waters have been used 
in various areas –management, privatization, commodification and financialization. 
 
From the political ecological perspective, as a field of study that investigates power 
relations in environmental issues and based on documental methods, this research aims 
to analyze the cooperation projects implemented in the Amazon region in Colombia, which 
respond to integrating utopias such as the South American Regional Integration Initiative – 
IIRSA/Cosiplan. As one of the byproducts of this initiative, the possible implementation of 
the Putumayo River navigability project is problematized, considering its effects on 
hydrosocial cycles, where water is the central axis of the analysis. This project would mean 
not only the pollution of waters, the deepening of the model of exploration and exploitation 
of hydrocarbons, the dispossession of communities, but the militarization of the territory. 
That is, the deepening of the neoliberalization of nature in this zone to transform water 
flows into profit flows for capital and the international market, affecting the relations of 
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El discurso de la cooperación internacional, junto con el del desarrollo, inician en las 
instituciones financieras internacionales, pasan por los organismos multilaterales y son 
adoptados por los Estados nacionales para ser aplicados en los diferentes territorios. De 
esta forma, la cooperación internacional ha instrumentalizado el discurso del desarrollo 
desde los años 50, en donde la concepción de África, Asia y América Latina como 
“subdesarrollados” ha involucrado un profundo proceso simbólico y material, pues sólo 
mediante el desarrollo material podría producirse el progreso social, cultural y político. 
 
A partir de inicios de los años 70, con intervenciones como el Informe Meadows del Club 
de Roma o la Conferencia sobre Medio Humano de Naciones Unidas, la cuestión ambiental 
aparece como eje de análisis del discurso de la cooperación internacional para el 
desarrollo, la cual se ha transformado narrativamente incluyendo debates complejos en 
relación al crecimiento de la población, la cuestión social y la pobreza, el desarrollo 
sostenible, la economía verde, y su financiamiento a través de las alianzas público-
privadas y la participación del sector corporativo transnacional. En este recorrido histórico, 
el agua, como como actante que fluye y modifica la sociedad, ha estado en el centro de 
estas discusiones, como “el torrente sanguíneo de la economía verde”, lo cual ha devenido 
en políticas de privatización, mercantilización y financiarización de este bien común.   
 
Particularmente, la región amazónica es un espacio en donde se disputan todos estos 
diversos discursos; un territorio de contrastes que articula culturas, identidades, intereses 
y poderes. Con el despertar de la preocupación ambiental y la posterior proliferación 
discursiva y narrativa sobre la sostenibilidad desde organismos multilaterales y gobiernos 
nacionales, esta región cobró especial interés como espacio del conservacionismo y del 
desarrollismo, ligados a los intereses de las políticas nacionales de desarrollo y de los 




En una apuesta por proteger la Amazonia y quitarle la etiqueta de “herencia de la 
humanidad”, los países sudamericanos que comparten la cuenca Amazónica, se unieron 
y en 1998 crearon la Organización del Tratado de Cooperación Amazónica –OTCA – como 
plataforma de discusión frente la destrucción del territorio amazónico. Sin embargo, la 
OTCA, en una visión ilusoria de integración entre los países y en una apuesta por otra 
cooperación más “horizontal” y “solidaria”, propone no sólo una visión común entre Estados 
sobre la cuenca y la homogeneización normativa, sino una visión que alcanza a la 
integración física y comercial a través de proyectos como la Iniciativa de Integración de la 
Infraestructura Regional Sudamericana – IIRSA/Cosiplan, que una vez más, terminando 
reproduciendo las relaciones de poder asimétricas entre países, ahora no entre Norte – 
Sur, sino entre los mismos países de la región, como el caso de Brasil y su Banco Nacional 
de Desarrollo Económico y Social – BNDES, y la evidente relación desigual con los demás 
países latinoamericanos.  
 
La IIRSA/Cosiplan configura un nuevo escenario regional, como máxima expresión de la 
globalización, pues busca desdibujar fronteras y tener un territorio suramericano integrado, 
para unos fines específicos: movilización de bienes naturales a mercados globales. En 
Colombia, esta iniciativa de transporte multimodal, centra su importancia en la articulación 
fluvial, volviendo el río Putumayo navegable para embarcaciones de gran calado.  
 
Las obras propuestas para “mejorar la navegabilidad del río Putumayo” incluyen 
espolones, obras de dragado y obras de regularización mediante control de caudales, las 
cuales significarían, no sólo la contaminación de las aguas, la profundización del modelo 
de exploración y explotación de hidrocarburos, el despojo de comunidades, sino la 
militarización de sus territorios. Es decir, es la profundización de la neoliberalización de la 
naturaleza en esta zona para transformar los flujos del agua en flujos de ganancias para 
el capital y el mercado internacional, llevando en últimas a transformaciones del ciclo 
hidrosocial de este territorio. 
 
Esta es una solución paradójica, pues, en una idea de integración de los países, se plantea 
un proyecto que destruiría una de las fuentes de comunicación más importante entre 
pueblos y de articulación de procesos históricos en esta zona: el río Putumayo. De esta 
manera, se evidencia que la estrategia responde únicamente a intereses comerciales y 
económicos de integración. Y aunque es un proyecto que ha actuado de forma silenciosa, 
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ha creado efectos sobre el territorio como la profundización de las actividades extractivas 
y la especulación de capitales internacionales; la financiarización de la naturaleza.  
  
Esta investigación ofrece entonces una perspectiva analítica sobre la forma en que 
lineamientos internacionales de política y cooperación han resultado en la construcción de 
políticas públicas nacionales que no responden a las necesidades de las comunidades ni 
al cuidado de los patrimonios naturales en los territorios. La inexistencia de participación 
en los espacios de cooperación para la definición de la política en relación al agua genera 
dificultades en la aplicación de esta para satisfacer las necesidades de la población en los 
territorios.  
 
En ninguna parte del circuito Instituciones Financieras Internacionales, agencias de 
cooperación, Estado y entidades nacionales, está la participación popular, mostrando que 
la política no está entendida como una construcción del acuerdo de los pueblos frente a la 
distribución del poder, sino como la definición de configuraciones estatales que no 
responden a la construcción de lo público desde lo popular. 
 
De esta forma, el viraje proporcionado por la ecología política para el análisis de las 
narrativas tradicionalmente producidas, sirve de base para el objetivo central de esta 
investigación, a saber: evaluar la cooperación internacional para el desarrollo en la gestión 
del agua en la región amazónica en Colombia. Para esto, se pretende establecer a qué 
modelo de desarrollo responde este tipo de cooperación y así, evaluar las implicaciones 
que se derivan de la implementación de estos proyectos de cooperación en el país.  
 
Para el desarrollo de este objetivo, la investigación utiliza un enfoque metodológico 
cualitativo, que tiene como eje central las herramientas entregadas por la ecología política. 
Recoge el mapeo de actores, estrategias y discursos, y hace uso de recursos como la 
entrevista semi-estructurada, con preguntas abiertas a individuos, grupos focales y la 
observación participante (Guber, 2001).  
 
Tanto en términos metodológicos como temáticos, la investigación enfrentó desafíos y 
dificultades al intentar poner en articulacion y diálogo los campos de la cooperación 
internacional, el desarrollo, el agua y la región amazónica; cuatro temas muy amplios que 
podrían ser una línea de investigacion cada uno. Respecto a la metodología del trabajo de 
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campo, es necesario mencionar que, debido a la extensión de la región amazónica 
colombiana, se consideró realizar un análisis geopolítico que responde a cómo se formulan 
las estrategias de cooperación y de protección del territorio desde las instituciones 
internacionales y el Estado colombiano, y las lecturas de los actores locales, que a un 
recorrido que abarcara todo este amplio territorio. Por esto, la investigación y el trabajo de 
campo, se centran en el Putumayo, en particular en los municipios de Mocoa, Puerto Asís 
y Puerto Leguízamo, pues es el área geográfica contemplada para la implementación del 
proyecto de navegabilidad del río Putumayo. 
 
El documento se divide en cuatro capítulos. El primer capítulo consiste en una breve 
exposición teórica de la ecología política como campo de estudio que permite el análisis 
de las relaciones de poder en la problemática ambiental. Inicia con una presentación de 
las tendencias en la producción bibliográfica sobre los conceptos de cooperación 
internacional, desarrollo, agua y Amazonia. Enseguida, y exponiendo la amplia literatura 
que existe desde la ecología política sobre las discusiones entorno al desarrollo, se plantea 
una disertación entre los autores Arturo Escobar y Boaventura de Sousa Santos acerca de 
la relación entre cooperación internacional y el desarrollo. Por último, se hace una 
aproximación al agua, como uno de los bienes comunes que más ha sido afectado por los 
procesos de privatización, mercantilización y financiarización.  
 
Para los siguientes tres capítulos, se busca ordenar, a través de una línea de tiempo (ver 
figura 5-1), las transformaciones de las narrativas del desarrollo y el agua, y sus incidencias 
territoriales, permitiendo una identificación de los actores y sus interrelaciones, para que 
el lector pueda ubicarse fácilmente en el desarrollo de estos sucesos. 
 
Así, el segundo capítulo da una mirada analítica a la evolución y proliferación discursiva y 
narrativa sobre la cuestión ambiental desde organismos multilaterales y gobiernos 
nacionales, al tiempo que se imponen políticas trasnacionales de ocupación y devastación 
de los territorios. Se estudian los marcos conceptuales de estos organismos 
internacionales, desde el desarrollo sostenible, la gobernanza ambiental hasta la economía 
verde; los cuales crean la ilusión de tomar medidas ante la crisis ambiental, sin embargo, 
no cuestionan la lógica de acumulación capitalista y el modelo de la sociedad industrial.  
Se expone, además, la forma en la que el agua quedó en el centro de esta retórica de las 
instituciones internacionales, en donde se hace un llamado al sector privado para su 
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protección. Finalmente, se analiza cómo estos lineamientos y estrategias de 
organizaciones internacionales han instaurado y blindado un modelo privatizador del agua 
en Colombia desde los años 90.  
 
El tercer capítulo muestra cómo se adoptó e integró este discurso a las políticas 
nacionales, a través de la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico – 
PNGIRH, basada en las premisas de la gobernanza, la economía verde y la participación 
del sector privado. Explica también las formas en las que se plasma esta política a través 
de objetivos y estrategias en el Plan Hídrico Nacional, y en particular en el territorio 
amazónico, en el Plan Estratégico de la Macrocuenca Amazónica.  
 
El cuarto capítulo analiza las estrategias institucionales que se han configurado sobre el 
territorio amazónico en una intención de soberanía y protección, como la Organización del 
Tratado de Cooperación Amazónica, y su discurso de integración y de apoyo a la Iniciativa 
de Integración Regional Sudamericana – IIRSA/Cosiplan. Dentro de esta Iniciativa, se 
problematiza la posible implementación del proyecto de navegabilidad del río Putumayo, 
considerando sus efectos sobre los ciclos hidrosociales del departamento del Putumayo, 
donde el agua será el eje central del análisis. 
 
Por último, el capítulo de conclusiones sigue el orden escalar propuesto en el documento 
para finalmente demostrar que los procesos y proyectos de cooperación internacional 
instrumentalizan los discursos del desarrollo, y que, en particular, el proyecto de 
navegabilidad del río se vuelve un instrumento simbólico de modernización que no 





El desarrollo del análisis aquí presentado se llevó a cabo a través de una metodología de 
tipo cualitativa, la cual, de acuerdo con Sampieri, Collado y Lucio (2010), se centra en 
“comprender y profundizar los fenómenos, explorándolos desde la perspectiva de los 
participantes en un ambiente natural y en relación con el contexto” (p. 364). En otras 
palabras, analiza la perspectiva de los participantes en la investigación (individuos,  grupos 
y/o instituciones), acerca de las circunstancias que los rodean, reflexiona en sus 
experiencias, perspectivas, opiniones y significados, es decir, la forma en que perciben 
subjetivamente su realidad. 
 
La investigación inició con una revisión exhaustiva de información secundaria y 
bibliográfica. Posteriormente, se complementó con información primaria de entrevistas 
realizadas por medio de preguntas no estructuradas y semi-estructuradas, la realización 
de un grupo focal. Estos instrumentos tuvieron como objetivo comprender, mediante la 
interlocución, las posturas individuales y colectivas sobre las disputas generadas por las 
diversas gestiones del agua y las acciones tanto comunitarias como institucionales. 
 
Se consideró como periodo de referencia el transcurrido entre el año 2000 y el mes de 
diciembre de 2018. El trabajo de campo en los municipios de Mocoa, Puerto Asís y Puerto 
Leguízamo de realizó entre el mes de diciembre de 2016 y agosto de 2017. Mientras que 
la revisión bibliográfica se realizó hasta finalizar el periodo de la investigación.  
 
Para abordar los discursos de la cooperación internacional respecto a la cuestión 
ambiental, se realizó una revisión de bibliografía sobre declaraciones, acuerdos, informes 
de instituciones financieras internacionales y agencias multilaterales; los planes de 
desarrollo de Colombia y políticas públicas de cooperación; investigaciones académicas y 
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de ONGs; además de conversaciones con investigadores de la Universidad Nacional sede 
Leticia y miembros de organizaciones como Tropenbos.  
 
Para entender los espacios de construcción de organizaciones y movimientos sociales en 
un escenario internacional y el proceso histórico de estas en la lucha contra la privatización 
de agua, se revisaron las declaraciones, comunicados y posicionamientos de 
organizaciones participantes tanto en los Foros Mundiales del Agua, como en los Foros 
Alternativos Mundiales del Agua. Adicionalmente, la participación en el Foro Alternativo 
Mundial del Agua 2018 en Brasilia permitió comprender el estado actual del debate frente 
a la defensa del agua como bien común.  
 
Para exponer la forma en que estos discursos de la cooperación internacional permean y 
configuran las políticas públicas nacionales para la gestión del agua, se revisaron los 
documentos de política pública nacional, pronunciamientos institucionales, decretos y 
resoluciones. También se realizaron entrevistas semi-estructuradas con funcionarios del 
Ministerio de Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, del Instituto Amazónico de 
Investigaciones Científicas (Sinchi) y del Departamento Nacional de Planeación. 
 
Para comprender la forma en que tanto los discursos de la cooperación como las políticas 
públicas nacionales se materializan en la región amazónica, se realizaron encuestas a 
miembros de la Organización del Tratado de Cooperación Amazónica y entrevistas con 
representantes de Corpoamazonia, del Invias y líderes de la Organización Zonal Indígena 
del Putumayo.  
 
Finalmente, se tuvieron dos momentos importantes para entender el proceso histórico de 
las resistencias populares en el Putumayo, así como el contexto y amenazas actuales de 
los planes de ordenamiento institucionales respecto al proyecto de navegabilidad del río 
Putumayo en el territorio. El primero, un grupo focal con miembros de la guardia indígena 
Siona en el Resguardo Buenavista, uno de los principales pueblos indígenas asentados 
en las riberas del Río Putumayo y sus afluentes, y el segundo, la participación en el Foro 
Minero-Energético y Ambiental por la Defensa de la Región Andinoamazónica, espacio 
que agrupaba a la Mesa Regional de Organizaciones Sociales del Putumayo, Baja Bota 
Caucana y Cofanía Jardines de Sucumbíos (Nariño) – Meros, a funcionarios públicos, y a 
diferentes pueblos indígenas del departamento. Además, se realizaron entrevistas no 
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estructuradas a líderes campesinos e indígenas; entrevistas semi-estructuradas con 
delegados de las Farc de la Zona Veredal La Carmelita, en Puerto Asís, y funcionarios de 
la Inspección Fluvial de Puerto Asís.  
 
Es necesario mencionar de nuevo que, debido a la extensión de la región amazónica 
colombiana, se consideró realizar un análisis más geopolítico que responde a cómo se 
formulan las estrategias de cooperación y de protección del territorio desde las 
instituciones internacionales y el Estado colombiano, y las lecturas de los actores locales, 
que a un recorrido que abarcara todo este amplio territorio. De acuerdo con esto, el trabajo 
de campo, como ya se mencionó, se centró en los municipios de Mocoa, Puerto Asís y 
Puerto Leguízamo, pues es el área geográfica contemplada para la implementación del 
proyecto de navegabilidad del río Putumayo.  
 
Obtención de información. De esa manera, la recolección de información se basó en 
fuentes primarias y secundarias, teniendo en cuenta que este es un estudio cualitativo en 
donde no se buscaba una representación estadística. En el Anexo A, se podrá revisar los 
guiones de los instrumentos aplicados de acuerdo a cada actor. Para la selección muestral 
se consideró, bajo criterios de heterogeneidad definidos por Krippendorf (1980), que las 
personas a entrevistar fueran diversas, sin importar el rango de edad, género, o 
nacionalidad, ni demás criterios. 
 
Como muestra la Tabla 1-1, se aplicó un total de 17 entrevistas semiestructuradas, un 
grupo focal, una encuesta y seis conversaciones informales, que se llevaron a cabo con 
diversos actores, alcanzando un total de 25 instrumentos aplicados y la participación de 36 
personas durante el proceso de investigación. 
 
Tabla 5-1: Instrumentos aplicados. 




Entrevistas  • Lideresa 
Zona de Reserva Campsina La Perla 
17 19 
 • Integrante 
Fensuagro 
  
 • Funcionario 
Parque Nacional Natural La Paya 
  
 • Diputada 
Departamento del Putumayo 
  





 • Abogado 
En Consultas populares 
  
 • Gobernador Pueblo Siona   
 • Coordinador 
Guardia Indígena Pueblo Siona 
  
 • Delegados 
Farc – Zona Veredal La Carmelita 
  
 • Inspectora Fluvial 
Puerto Asís 
  
 • Vicepresidente 
Ozip 
  
 • Director de Proyectos 
Biotopo Ltda. 
  
 • Funcionario 
Oficina de Asuntos Internacionales 
Ministerio de Ambiente 
  
 • Funcionaria 
Recurso Hídrico 
Ministerio de Ambiente 
  
 • Funcionarios 
Departamento Nacional de Planeación 
  
 • Funcionario 
Corpoamazonia 
  





• Integrante  
Tropenbos Internacional  
6 6 
 • Profesora  
Universidad Nacional, sede Amazonia 
  
 • Estudiante Doctorado Estudios 
Amazónicos 
Universidad Nacional, sede Amazonia 
  
 • Profesor 
Imani 
  
 • Presidente 
Junta de Acción Comunal, Puerto Asís 
  
 • Profesor 
Universidad del Rosario 
  
Encuesta • Coordinadora 
Proyecto GEF Amazonas 
OTCA 
1 1 
Grupo focal • Guardia Indígena del Pueblo Siona 
Puerto Asís 
1 10 
Fuente: Elaboración propia, 2018. 
 
El proceso de sistematización de la información obtenida se entendió más que como una 
actividad teórica, descriptiva, de registro o documentación; como una “escritura reflexiva, 
ordenada y documentada de los saberes acumulados por la experiencia personal y 
colectiva” (Vasco, 2008, p. 21). Por esto, siguiendo los planteamiento de Alexánder 
Sánchez (2010), metodológicamente la sistematización se realizó en tres fases: la primera, 
la reconstrucción, en donde se hizo la descripción del trabajo de campo; la segunda, la 
interpretación, la cual permitió identificar discursos, argumentos, significados, tensiones y 
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conflictos que los actores le dan a la cooperación internacional y su relación con el manejo 
del agua en el territorio; y la tercera, la potenciación de la experiencia, como la 
comprensión del trabajo de campo desde sus posibilidades futuras. Este proceso se facilitó 
gracias a las grabaciones (en audio y video) durante el trabajo de campo de las entrevistas, 
grupo focal y participación en foros.  
 
Análisis de la información. Se inició por un análisis de tipo interpretativo de los 
contenidos de las entrevistas, conversaciones informales, grupos focales y fuentes 
secundarias revisadas, en relación y función del contexto en el que se realizó la 
investigación. Los instrumentos aplicados tuvieron como objetivo comprender, mediante la 
interlocución, las posturas individuales y colectivas sobre las disputas generadas por las 
diversas gestiones del agua y las acciones tanto comunitarias como institucionales. Para 
ello, se usó técnica de ‘Análisis de Contenido’, entendida como una técnica destinada a 
formular e identificar, a partir de ciertos datos, elementos comunes en el discurso verbal, 
inferencias reproducibles y válidas que puedan aplicarse a su contexto (Krippendorff, 1990, 








1. El agua en el discurso desarrollista de la 
cooperación internacional, una 
aproximación teórica 
Aproximarse al discurso desarrollista de la cooperación internacional para la comprensión 
de las implicaciones que ha tenido en el manejo de las aguas en diversos ámbitos -gestión, 
privatización, mercantilización, financiarización, etcétera- implica abordajes más amplios 
que los tradicionales sobre el concepto de desarrollo y las relaciones internacionales. 
 
Una posibilidad para la aproximación y abordaje del discurso desarrollista de la 
cooperación es la ecología política, como campo de estudio que indaga las relaciones de 
poder en la problemática ambiental. La ecología política, como perspectiva de análisis, va 
más allá de los referidos conflictos ecológicos distributivos, para analizar las relaciones 
asimétricas sociales y de poder que se establecen entre los actores que compiten por 
bienes naturales (Hinojosa y Budds, 2013). 
 
Este campo de discusión inter y transdisciplinario (Palacio, 2006), de relativamente reciente 
aparición y aplicación a la investigación social y ambiental, involucra indagaciones para el 
replanteamiento de narrativas políticas aceptadas previamente, particularmente las 
dirigidas por el ambientalismo internacional, con enfoques marcadamente economicistas, 
y por los discursos de desarrollo (Scott y Sullivan, 2000). De esta manera, la investigación 
nos conduce inevitablemente a indagar acerca de las discusiones y posiciones en torno al 
desarrollo y lo ambiental.  
 
Sin embargo, antes de pasar a la aproximación teórica, es necesario establecer hasta 
dónde ha avanzado la discusión sobre los cuatro campos que esta investigación pretende 
proponer y articular: la cooperación internacional, desarrollo, agua y Amazonia; esto con 
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el fin de identificar las tendencias de las investigaciones y las contribuciones que marcan 
la evolución en el estudio de estos conceptos. 
1.1 Tendencias de investigaciones sobre cooperación 
internacional, desarrollo, agua y Amazonia: un 
debate actual 
Esta sección presenta las tendencias en la producción bibliográfica sobre los conceptos de 
cooperación internacional, desarrollo, agua y Amazonia. Estos ejes se han abordado 
desde diferentes disciplinas y existe una amplia literatura al respecto. No es la intención 
de este trabajo exponer un panorama completo de las investigaciones y estudios, sino de 
mencionar los más relevantes para el objetivo central de este documento, a saber: evaluar 
la cooperación internacional para el desarrollo en la gestión del agua en la región 
amazónica en Colombia. 
 
La cooperación internacional para el desarrollo constituye un campo de acción 
internacional dinámico y un área de estudio compleja que involucra perspectivas desde las 
relaciones internacionales, las teorías del desarrollo y las políticas públicas. En esta esfera 
internacional, se vinculan, no sólo los estados, los organismos multilaterales y regionales, 
sino otros actores no estales como organizaciones no gubernamentales – ONGs – y/o 
universidades, que se relacionan a través de la cooperación internacional tanto con el 
Estado en el cual actúan, como con otros países, organismos internaciones y ONGs 
internacionales.  
 
Este complejo análisis ha conducido a continuas reflexiones y críticas sobre su 
funcionamiento y las relaciones de poder sobre las que se sostiene, desde la esfera estatal 
como de la poducción académica. En ese trasegar se han identificado al menos cuatro 
tendencias en las investigaciones, todo ellas desde una perspectiva que problematiza las 
relaciones de poder y los discursos que han sostenido el sistema internacional y la manera 
en que incide en las agendas nacionales y regionales. 
 
Una primera tendencia es el estudio de la cooperación internacional para el desarrollo en 
el contexto de las Relaciones Internacionales, donde se analizan esto procesos de 
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cooperación dentro del Sistema Internacional. Se parte de las configuraciones geopolíticas 
posterior a la Segunda Guerra Mundial, que dan paso a nuevas formas de vinculación entre 
países, signada por la bipolaridad del mundo, como la Cooperación Internacional para el 
Desarrollo y la Ayuda Oficial para el Desarrollo. La Teoría de las Relaciones 
Internacionales permite el análisis de la cooperación desde la perspectiva realista, donde 
prima el interés nacional; la estructuralista, en la cual la ayuda reforzaría los patrones de 
desigualdad e injusticia del periodo colonial; la neoliberalista, quienes se basan en el 
comercio; y la constructivista, quienes ponen sobre la mesa la ética con la cooperación. 
Aquí, se ubican diferentes trabajos como los de Manuel Gómez Galán y José Antonio 
Sanahuja (1999), Cesar Montufar (2004), Bruno Ayllón (2007), Stefan Meyer y Nils-Sjard 
Schulz (2008), Mónica Hirst (2009) y Alejandra Kern y Florencia López Canellas (2012). 
 
Una segunda tendencia estudia, desde una perspectiva crítica, los conceptos y teorías 
fundamentales del desarrollo y la cooperación como herramienta del desarrollo. Se analiza 
cómo, a raíz de las experiencias neoliberales del fin del siglo pasado, y como reacción a 
ellas, se fue construyendo un nuevo pensamiento sobre el desarrollo en América Latina, 
que se enriqueció de varias teorías como la de desarrollo humano, pasando por la del 
desarrollo endógeno, o de la teoría de la depedencia, que volvió a tener relevancia. Este 
pensamiento lationoamericano recupera la idea del desarrollo como un espacio de disputa 
y confrontación, y el rol del Estado como dispositivo central en la elaboración y producción 
del desarrollo. Dentro de las contribuciones más importantes en este campo se encuentran 
los trabajos de Amartya Sen (1998, 2000), Carlos Vilas (2010), José Antonio Alonso (2011), 
Guillermo Schweinheim (2011), y la Agencia Uruguaya de Cooperación Internacional 
(2012).  
 
En la tercera tendencia se encuentran las propuestas creadas desde el Sur Global de una 
alternativa a la cooperación tradicional, esta es la Cooperación Sur-Sur –CSS–, donde 
América Latina juega un rol fundamental, como receptor y “donante emergente”. Ante el 
fracaso del modelo tradicional de cooperación para resolver los problemas de los países 
en desarrollo, los países del Sur empiezan a pensar soluciones propias y políticas más 
afines a sus propios intereses, dando nacimiento a la Cooperación Técnica entre Países 
en Desarrollo.  
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Aunque la definición y delimitación de este paradigma alternativo aún genere debates, 
pues no existe acuerdo acerca de si la CSS es sólo técnica o también es económica, 
financiera, educativa, etc.; sí se definen unos principios, al menos en la teoría, entre ellos 
el respeto de la soberanía nacional y la indepenencia, la igualdad, la horizaontalidad, la no 
condicionalidad, la no injerencia en los asuntos internos y el beneficio mutuo. Y aparecen 
distintas modalidades dentro de la CSS, como la Cooperación Triangular y los debates en 
torno al concepto de “regionalización”, dando paso a foros de diálogo interregional del Sur 
Global. Aquí se encuentran contribuciones de Miryam Colacrai (2009), el Programa 
Iberoamericano para el Fortalecimiento de la Cooperación Sur Sur (2013, 2014, 2015),  
Martín Rivero (2013), Silvia López (2014), Bruno Ayllón (2014), Tahina Ojeda Medina 
(2014), CLACSO (2016). 
 
Finalmente, la cuarta tendencia permite el estudio de la cooperación internacional para el 
desarrollo y su relación con la cuestión ambiental, en donde se cuestiona el programa de 
los países “desarrollados” que pretendía reproducir en todo el mundo los rasgos 
característicos de las sociedades avanzadas de la época; esto era, altos niveles de 
industrialización y urbanización, tecnificación de la agricultura, rápido crecimiento de la 
producción material y los niveles de vida. De esta forma, se entendía el desarrollo asociado 
al crecimiento económico, y además, resultaba ser la mejor opción para resolver los 
problemas ambientales; cuestionamientos y debates presentados en los trabajos de 
Augusto Ángel Maya (1990), Jordi Rocca (2001, 2003), Arturo Escobar (2007), y Marío 
Pérez (2006). 
 
Según este paradigma, para la sostenibilidad no se necesita una atención especial al 
mantenimiento del capital natural, sino que lo importante es mantener el bienestar y esto 
depende del stock total de capital (natural más físico). Esto se asocia con el concepto de 
“sostenibilidad débil”, el cual supone que el capital natural es substituible por capital 
fabricado. Así, un crecimiento económico acompañado de una degradación ambiental 
puede ser compatible con la sostenibilidad siempre que la inversión en capital fabricado 
sea suficiente para compensar dicha degradación. 
 
Además, supone que, en las sociedades ricas, con el aumento de renta, los ciudadanos 
darán más prioridad a las cuestiones ambientales y al mismo tiempo, tendrán más recursos 
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para invertir en mejora ambiental. Este segundo punto se sustenta también en la curva de 
Kuznets ambiental (CKA), según la cual la relación entre el nivel de renta per cápita y 
degradación ambiental se caracterizan por tener una forma de U invertida. En una primera 
fase, el aumento del nivel de renta conllevaría una mayor degradación ambiental hasta 
llegar a un punto de cambio a partir del cual mayores niveles de renta irían acompañados 
de una mejora ambiental. Ante esto, Roca (2001) menciona el principio de irreversibilidad 
de los problemas ecológicos, por tanto no se puede asegurar que cuando las economías 
sean más ricas se puedan reparar ecosistemas degradados. Además, menciona también 
el problema de la exportación de la degradación ambiental, pues en su mayoría las 
consecuencias ambientales no se evidencian en los países ricos, sino en países donde los 
problemas ambientales son causados por las producciones orientadas a la exportación 
(ver figura 1-1). 
 
Figura 1-1: Curva de Kuznets ambiental. 
 
Fuente: Roca, 2003, p. 75. 
 
Esta relación se estudia nuevamente en la tesis de doctorado del profesor Mario Pérez 
“Comercio Internacional y el Medio Ambiente en Colombia” (2006), donde pone en duda el 
llamado “círculo virtuoso de la sostenibilidad”, que asegura también que, gracias al 
crecimiento económico, se incrementan los recursos económicos que ayudarán a financiar 
mejor la protección del ambiente. Este modelo defiende asimismo el comercio 
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internacional, pues dentro de esta lógica, éste incentivaría la generación de nuevos 
recursos para el cuidado de los ecosistemas. Sin embargo, la tesis pone sobre la mesa el 
enfrentamiento entre la expansión económica y la conservación del ambiente, pues plantea 
que a pesar que el ambiente se incorporó en la agenda internacional, se puede afirmar que 
ecológicamente hoy estamos en un grado de deterioro mayor que en la década de los 
setenta del siglo pasado. 
 
Todo este debate en torno al desarrollo y el ambiente, se recoge clara y ampliamente en 
el texto de Ángel Maya “Perspectivas ambientales y alternativas del desarrollo” (1990), 
donde plantea que la preocupación ambiental hacia el desarrollo se construyó 
históricamente desde diferentes perspectivas. Desde la biología, con el libro de Rachel 
Carson, “La primavera silenciosa” (1962), se mostraron las consecuencias de los 
pesticidas sobre el equilibrio de las especies animales. Por otro lado, desde la economía 
se resalta que esta preocupación, iniciada en los años cincuenta como se expuso 
anteriormente, se materializó en las investigaciones que el Instituto Tecnológico de 
Massachussets (MIT) realizó para el Club de Roma, donde expuso una posición pesimista 
sobre las posibilidades ambientales del desarrollo. La tercera y última perspectiva tomada 
por Ángel Maya es la política, pues a pesar que esta preocupación ambiental se gestó en 
muchos otros campos como la sociología o psicología, el autor plantea que la articulación 
del desarrollo es un problema eminentemente político. Así pues, “detener el desarrollo o 
disminuir su ritmo podía ser aconsejado por los economistas o los sociólogos, pero podía 
ser ejecutado sólo por los políticos” (p. 19). Plantea también que la Conferencia de 
Estocolmo de 1972, escenario político multilateral, fue un intento por decretar el fin del 
desarrollo. Sin embargo, los países del mal llamado Tercer Mundo, se opusieron y 
abogaron tener el mismo derecho a “desarrollarse” tal como lo habían hecho los demás 
países, incluso a costa de sus recursos naturales. Entonces, estos plantearon que el origen 
de los problemas ambientales del Tercer Mundo era la pobreza y que sólo el desarrollo 
podría enfrentarlos (Ángel Maya, 1990); siguiendo así con la lógica de la segunda 
posguerra. 
 
Así pues, se cuestiona el discurso que ha llevado la cooperación internacional a los “países 
en desarrollo”, que ha logrado penetrar todas las esferas de la sociedad. Detrás de esta 
estrategia de cooperación, de apariencia positiva en la búsqueda del progreso, empiezan 
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a operar nuevas formas de control, limitando la capacidad de los “pobres” para regir sus 
propias vidas, definidas desde las nuevas instituciones de poder en Estados Unidos y 
Europa, desde el BIRF y Naciones Unidas, desde universidades, centros de investigación 
y fundaciones norteamericanas y europeas (Escobar, 2007). 
 
En relación a la cooperación internacional en Colombia y su relación con la gestión del 
agua, existen investigaciones de CENSAT Agua Viva al respecto. La primera, ‘Agua y 
transnacionales en la Costa Caribe. Laboratorio experimental del modelo privatizador en 
Colombia’ (CENSAT, 2007), expone que fueron precisamente instituciones financieras 
internacionales como el Banco Mundial o el Banco Interamericano de Desarrollo las que 
promovieron el modelo privatizador en las economías en desarrollo a partir de los años 
noventa. Hace un análisis de cómo se formularon las estrategias desde el ámbito 
internacional y cómo se implementaron en Colombia. 
 
El Banco Mundial, para el cumplimiento de su eje de trabajo de agua potable y 
saneamiento básico, promovió transformaciones institucionales y políticas de privatización 
de la prestación del servicio. La investigación expone cómo en Colombia estas estrategias 
se han implementado mediante préstamos, para los cuales la privatización debe 
convertirse en un mecanismo principal para resolver los problemas específicos del sector. 
La segunda investigación, ‘Aguas sin planes ni dueños. Política de privatización y procesos 
de resistencia en Colombia’ (CENSAT, 2011), analiza la relación entre este modelo de 
privatización y las políticas nacionales colombianas de agua, a través de las Alianzas 
Público – Privadas y los Planes Departamentales del Agua – PDAg.  
 
De las investigaciones más recientes sobre agua en Colombia, es necesario resaltar la 
compilación de Astrid Ulloa y Hugo Romero-Toledo ‘Agua y disputas territoriales en Chile 
y Colombia’ (Ulloa, Romero-Toledo, 2018), resultado de intercambios entre jóvenes 
investigadores y académicos, en donde se plantean debates, desde la ecología política, la 
historia ambiental, la antropología y la geografía, en torno a los procesos hidrosociales. El 
documento analiza los diferentes casos a partir de tres ejes, los cuales se miran de manera 
comparativa entre Chile y Colombia: extractivismos, gobernanza, acaparamientos y 
derechos; hidroeléctricas, represas y control territorial; y ciudades, acceso, conflictos y 
desigualdades socioambientales. Asimismo, se recoge también casos de resistencias, 
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reivindicando otras concepciones y relaciones con el agua que responden a procesos 
históricos y culturales. 
 
Sobre la Amazonia hay una extensa literatura, liderada principalmente por la Universidad 
Nacional de Colombia, sede Amazonia, Leticia, que abarca un amplio espectro de 
temáticas, desde biodiversidad y conservación, política ambiental, hasta conocimientos 
locales. Para empezar, se resalta el libro ‘Ecología política de la amazonia. las profusas y 
difusas redes de la gobernanza’ (ILSA, Ecofondo, Universidad Nacional, 2009), un 
compilado de 18 artículos, editado por Germán Palacio, el cual reúne las contribuciones 
de investigadores e investigadoras provenientes de distintas disciplinas en torno al objetivo 
de “pensar mejor la política pública, particularmente la política ambiental para la Amazonia” 
(ILSA, Ecofondo, Universidad Nacional, 2009, p. 15). La publicación aborda las enormes 
tensiones a las que está sometida la región por el impacto de políticas y estrategias de 
apropiación territorial a menudo contradictorias en la disyuntiva entre desarrollo y 
conservación. El análisis presentado plantea también que las relaciones espacio-
temporales y simbólicas de las representaciones de la Amazonia como región aislada y 
prístina estabiliza el control colonial, por esto uno de los principales aportes del libro es el 
de contribuir a derrumbar estos imaginarios.  
 
Como resultado de las memorias de la Cátedra de Sede Jorge Eliécer Gaitán de 2010 
‘Amazonia colombiana. Imaginarios y realidades’, se publicó un libro que hace un recorrido 
desde la historia geológica de la Amazonia hasta los cultivos ilícitos y el conflicto armado, 
en donde hay dos temas transversales: la heterogeneidad de la Amazonia, en lo natural, 
en lo social y en lo político; y la relación y conexión con las otras regiones de Suramérica 
y con el sistema mundial. En relación al agua, se aborda desde un punto de vista biológico 
y ecológico (Duque, 2010), hasta una perspectiva del conocimiento y manejo de la gente 
amazónica (Rodríguez, 2010).  
 
Para profundizar el análisis de la relación entre el conflicto armado y lo ambiental en la 
Amazonia, Germán Palacio, en ‘Suelo, Subsuelo y Vuelo. Los previsibles desafíos 
ecopolíticos para la región amazónica colombiana’ (Palacio, 2011), plantea la politización 
de la retórica ambiental en la lucha contrainsurgente y los efectos de las políticas del 
gobierno del ex presidente Álvaro Uribe Vélez sobre la Amazonia, particularmente, de la 
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Seguridad Democrática y la Hegemonía Empresarial. Y comparativamente, expone las 
propuestas que continúan en el siguiente gobierno, el de Juan Manuel Santos, y hace un 
análisis sobre las perspectivas ambientales en relación al relanzamiento de la política 
minero energética en el país. 
 
Esta política se ha materializado en la región amazónica de diferentes formas y con 
amplios impactos ambientales. ‘Megaproyectos. La Amazonia en la Encrucijada’ 
(Universidad Nacional, 2012, p. 11), analiza precisamente cómo “la globalización científica 
y tecnológica, de la economía y de los mercados, a la par con el avance irrefrenable de los 
sistemas de comunicación y de transporte y el flujo sin barreras del capital internacional a 
la caza de oportunidades de inversión y de acumulación, ponen a la gran Amazonia y a 
sus recursos como objetivo de alta prioridad”. Los diferentes investigadores exponen los 
impactos positivos y negativos de la extracción de recursos minerales, la construcción de 
grandes obras de infraestructura como hidroeléctricas, autopistas, puertos, oleoductos, 
gasoductos y líneas subcontinentales de transmisión eléctrica. 
 
Por otro lado, en un gran esfuerzo por contribuir al diálogo de saberes en la región 
amazónica, el Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas - SINCHI en la Revista 
Colombia Amazónica Nueva Época (SINCHI, 2013), propone un análisis entre los ejes de 
conocimiento tradicional, el uso sostenible del patrimonio natural y los aspectos históricos 
de la investigación en la Amazonia. A resaltar, el artículo de Darío Fajardo, ‘La Amazonia 
colombiana en la geopolítica regional’, el cual muestra los principales temas que ocupan 
la agenda amazónica, tales como el conflicto armado, la urbanización, las fumigaciones, 
el avance de la frontera agrícola, plantaciones extensivas, la minería y la demanda por el 
agua de la región.  
 
Los nuevos temas y conflictos en la agenda amazónica son presentados también en el 
libro ‘Desenvolvimento, integracao e conservacao da pan-amazonia’ (Aragón y Staevie, 
2016), organizado por Luis E. Aragón y Pedro M. Staevie. El libro trata fundamentalmente 
de temas sobre conservación de la biodiversidad en la Pan-Amazonia, pero también 
abarca análisis sobre migraciones, construcción de hidroeléctricas, integración regional de 
la Amazonia, geopolítica y drogas en la Amazonia, conflictos indígenas, políticas de 
desarrollo para la región, entre otros. En especial, es necesario mencionar el artículo de 
Germán Palacio y Emily Wakild ‘Amazonia cambia con el mundo: elementos para 
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comprender Amazonia contemporánea’, en donde los autores plantean que la conexión de 
esta región con el mundo “ha hecho posible ciertos imaginarios poderosos y simplificadores 
que provienen, generalmente, de fuera de la región” (Palacio, Wakild, 2016, p. 13). Es más, 
exponen las razones por las cuales esta visión debe ser re-actualizada, re-ajustada y 
complejizada, teniendo en cuenta las fuerzas globales del neo-desarrollismo y el neo-
conservacionismo que se disputan el territorio amazónico; y nuevos actores globales como 
Brasil y China. 
 
Respecto a la cooperación internacional en la Amazonia, Elisabeth Johanna Zewuster, en 
su tesis de la Maestría en Estudios Amazónicos “Entre malocas y ministerios. Un estudio 
sobre la cooperación colombo-holandesa en la Amazonia colombiana” (Zewuster, 2010), 
hace el recuento, desde la ecología política y la sociología del desarrollo, de la cooperación 
entre ambos países desde los años 60 hasta la actualidad. Analiza procesos a nivel 
internacional, nacional, y regional, a través de dos estudios de caso en el Medio Caquetá: 
el proyecto de desarrollo rural llamado DAINCO-CASAM y las acciones de la Fundación 
Tropenbos. Muestra cómo la cooperación holandesa en la Amazonia colombiana ha 
pasado por una amplia gama de programas, proyectos y cambios paradigmáticos y 
discursivos, principalmente del “desarrollismo” hacia el “ambientalismo”. 
 
Sobre la cooperación internacional en esta región del país también existen distintos 
documentos, que, desde una perspectiva más institucional, exponen los diferentes 
proyectos con financiación de agencias internacionales como la Iniciativa para la 
Conservación de la Amazonia Andina – ICAA o el Programa BioCAN (CEPAL, 2013), 
(PNUMA, OTCA, 2009). 
 
Después de esta revisión de literatura, es evidente que existen estudios sobre la relación 
entre cooperación internacional, el desarrollo, el agua y la Amazonia colombiana, sin 
embargo, es pertinente profundizar en los discursos de los proyectos de cooperación 
internacional en torno a la gestión del agua que se han apropiado del territorio amazónico, 
en particular en el departamento del Putumayo; los arreglos institucionales que construyen 
ideas sobre el territorio amazónico y las lecturas de los actores presentes en el territorio 
respecto a los proyectos de cooperación. De esta forma, la presente investigación intenta 
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contribuir, desde la ecología política, en esta discusión de las relaciones de poder ente los 
diferentes actores presentes en el territorio amazónico.  
1.2 La ecología política para el diálogo entre cooperación 
internacional y desarrollo  
El escrutar los caminos de la fundamentación teórica de esta investigación nos lleva a ir 
más allá de los tradicionales esquemas de abordaje del desarrollo. Por tanto, es la ecología 
política, como campo de estudio que complejiza la problemática ambiental, la base teórica 
en donde se inscribe esta propuesta, pues explora no sólo los conflictos de distribución 
ecológica, sino las relaciones de poder que se entretejen entre los mundos de vida de las 
personas y el mundo globalizado, y analiza los procesos de significación, valorización y 
apropiación de la naturaleza (Leff, 2003). 
 
Esta discusión se nutre de una amplia literatura latinoamericana que es fundamental 
mencionar. Para empezar, Joan Martínez Alier (2005), desarrolla el estudio de los 
conflictos ecológico-distributivos, propuesta que junta la economía ecológica con la 
ecología política. Por su parte, Enrique Leff (2003) recoge los conflictos derivados de la 
distribución ecológica y propone que la ecología política debe adoptar una perspectiva 
política de la naturaleza, donde las relaciones entre seres humanos entre ellos y con la 
naturaleza se construyen a través de relaciones de poder (en el saber, en la producción, 
en la apropiación de la naturaleza). En esta misma línea, Germán Palacio (2006), pone en 
el centro de la discusión lo político, en tanto la ecología política permite una reflexión en 
torno a las relaciones de poder y problemas de conocimiento sobre la construcción social, 
la distribución y el control sobre la naturaleza; y donde ésta va más allá de la política de 
Estado territorial hasta escalas interconectadas, debido a las características 
transfronterizas e interconectadas de la naturaleza. Además, propone fusionar la historia 
ambiental con la ecología política, en publicaciones como Naturaleza en disputa (Palacio, 
2001) y Fiebre de tierra caliente (Palacio, 2006).  
 
Hector Alimonda, realizó dos compilaciones de lectura obligada en la literatura 
latinoamericana. La primera, La Naturaleza Colonizada. Ecología Política y Minería en 
América Latina (Alimonda, 2011), propone una convergencia entre las propuestas de la 
historia ambiental, de la ecología política y del proyecto de investigación 
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modernidad/colonialidad. La segunda compilación, Ecología Política Latinoamericana. 
Pensamiento Crítico, Diferencia Latinoamericana y Rearticulación Epistémica (Alimonda, 
2017), la hace junto a Catalina Toro y Facundo Martín, en donde se pretende reconocer, 
fortalecer y legitimar saberes, marcos teóricos-políticos y prácticas contra-hegemónicas 
que emergen de las experiencias de lucha y resistencia de la región. 
 
Así pues, la literatura ha crecido sustancialmente, sin embargo, el siguiente análisis se 
concentrará en dos autores que logran poner en discusión los conceptos de desarrollo y 
cooperación internacional: Arturo Escobar y Boaventura de Sousa Santos. 
 
Para empezar, es necesario retomar los planteamientos de Boaventura de Sousa Santos 
(2012), para quien la cooperación tiene un pecado original y es la palabra desarrollo. Para 
el autor, el desarrollo es una invención del capitalismo global, totalmente dominada por el 
concepto eurocéntrico de tiempo, pues la dirección (del tiempo) del subdesarrollo al 
desarrollo no se cumple por medio del proceso del progreso. Antes, el subdesarrollo era 
un estadio transitorio y gracias a la crisis europea nos damos cuenta que hay un retroceso 
civilizatorio. 
 
Boaventura Santos (2012) se pregunta cómo es posible que hayamos aceptado un 
concepto que incluyera solo unos pocos países en Europa y Norteamérica, y el resto de 
países del mundo quedaran en la categoría de subdesarrollados. Y a pesar de que el 
concepto tiene una raíz economicista, estos países no solo son subdesarrollados en la 
economía, son subdesarrollados en la cultura, en las instituciones, en las leyes, y en las 
maneras de gobierno. Y esta es la lógica que ha dominado la cooperación internacional. 
 
Por otro parte, Arturo Escobar (2007), quien ha estudiado a profundidad el desarrollismo 
como ámbito discursivo, plantea también el “desarrollo” y el “subdesarrollo” como una 
invención que comenzó después de la Segunda Guerra Mundial, y de la que no hemos 
podido salir, en donde la creación de África, Asia y América Latina como “subdesarrollados” 
ha involucrado un profundo proceso simbólico y material.  
  
Para Escobar (2007), el modelo de desarrollo también contiene una propuesta de 
transformación total de las culturas y formaciones sociales, pues, aparentemente, sólo 
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mediante el desarrollo material podría producirse el progreso social, cultural y político. El 
propósito era bastante ambicioso: “crear las condiciones necesarias para reproducir en 
todo el mundo los rasgos de industrialización y urbanización, tecnificación de la agricultura, 
rápido crecimiento de la producción material y los niveles de vida, y adopción generalizada 
de la educación y los valores culturales modernos […] el capital, el conocimiento experto y 
la tecnología eran los principales componentes que harían posib le tal revolución masiva” 
(2007, p. 20).  
 
Ya que para Escobar (2014), el desarrollo se sigue reinventando, es necesario retomar el 
concepto del postdesarrollo, discutido en los años noventa. Para el autor, el núcleo de la 
noción sigue siendo válido: la necesidad de descentrar el “desarrollo” como un descriptor 
social en Asia, África y América Latina; el cuestionamiento de las prácticas de conocimiento 
del “desarrollo”, en donde proponía que las ideas más útiles podrían ser obtenidas de los 
conocimientos y prácticas de los movimientos sociales, más que de expertos; y la crítica 
del postdesarrollo a las ideas de crecimiento, progreso y modernidad.  
 
Lo único que para Escobar (2014) no quedó resuelto de los objetivos iniciales del 
postdesarrollo eran las alternativas al desarrollo, en lugar de alternativas de desarrollo, 
refiriéndose al desarrollo sostenible, a escala humana, etc.; las cuales, según el autor, eran 
parte del mismo universo discursivo. Sin embargo, Escobar (2014, p. 37-38) plantea que 
hay cinco áreas novedosas, además de dos cambios fundamentales en las condiciones 
epistémicas de producción de conocimiento crítico que están tejiendo un paisaje diferente 
de pensamiento, campos de estudio, y procesos políticos y culturales:   
 
[…] un marco teórico consistente y fuerte: la llamada perspectiva de modernidad, 
colonialidad y descolonialidad (MCD), especialmente su énfasis en la 
descolonización epistémica; un imaginario teórico-político: las alternativas al 
“desarrollo” acompañado de la conceptualización del Buen Vivir (BV) como la 
expresión más clara de dicho imaginario emergente; una propuesta teórico-práctica 
de transformación económica y social: las transiciones al postextractivismo; un 
discurso aparentemente antiguo, pero en proceso de renovación y concreción: la 
crisis del modelo civilizatorio; y, finalmente, una postura teórica, pero con gran 
resonancia en la práctica política de los movimientos, articulada alrededor de la 
relacionalidad y “lo comunal”, incluyendo las perspectivas del “pluriverso”. 
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Y los dos cambios en las condiciones de producción de conocimiento tienen relación. Por 
un lado, con la expansión del rango de productores de conocimiento más allá de la 
academia, y, por el otro, con los límites de la teoría social contemporánea en “imaginar 
tanto las preguntas que habría que hacerse sobre las problemáticas claves del presente, 
como posibles respuestas a estas” (Escobar, 2014, p. 39). Es así como Escobar (2014) 
argumenta que las nuevas tendencias y las nuevas condiciones epistémicas constituyen 
lo que antes se denominó postdesarrollo y por eso es necesario rescatarlo en la actualidad.  
 
Entonces, el postdesarrollo puede entenderse como la creación de un espacio/tiempo 
colectivo en el cual el desarrollo cese de ser el principio central que organiza la vida 
económica y social, se cuestione efectivamente la pre-eminencia del concepto de 
crecimiento económico, y donde haya multiplicidad de propuestas y visiones (Escobar, 
2014).  
 
En cambio, Boaventura de Sousa Santos (2012), propone cambiar el concepto de 
desarrollo por el de autodeterminación, pues, para él, no se necesitan alternativas, sino un 
pensamiento alternativo de las alternativas. En este sentido, la cooperación internacional 
podría absolverse del pecado original, pero no puede si mantiene el concepto de 
desarrollo.  
 
Por esto, es necesario rescatar las epistemologías del sur, las experiencias de los grupos 
sociales que han sufrido históricamente las injusticias, exclusiones y discriminaciones del 
capitalismo y del colonialismo. ¿Cómo pensar la cooperación de una manera 
descolonizadora? ¿Cómo contribuir cooperativamente para una transformación social 
emancipadora? Según Boaventura Santos (2012), así como hay dos globalizaciones, la 
hegemónica y la contra-hegemónica, también hay dos cooperaciones, la hegemónica y la 
contra-hegemónica. Así que, teniendo claro que para cooperar se parte de una 
comprensión del mundo, después de un diagnóstico y luego de las soluciones para el 
mundo, esta comprensión inicial debe ser mucho más amplia que la occidental, que es la 
que históricamente ha definido lo que es cooperación.  
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Los criterios de selectividad y las características que ha utilizado el carácter hegemónico 
de la cooperación internacional han sido: el individuo es autónomo y su autonomía es 
conquistada en relación de superación con la naturaleza; la polarización entre la sociedad 
y la naturaleza; la separación total entre inmanencia y trascendencia; lo tradicional como 
obstáculo al moderno; la confianza en que la ciencia puede resolver problemas y planificar 
la sociedad; el privilegio de la escala global y nacional, sobre lo local; la productividad de 
la gente tiene que estar dentro del límite del ciclo de producción; y los seres humanos son 
los seres vivientes, no los antepasados, ni las generaciones futuras (De Sousa Santos, 
2012).  
 
De acuerdo con Boaventura Santos (2012), si queremos actuar cooperativamente, 
tenemos que introducir en el análisis la ecología de saberes, los diferentes saberes y 
maneras de sentir la vida, las diferentes formas de racionalidad. De esta manera, la 
cooperación internacional logra ayudar a las condiciones que permitan a otro la 
autodeterminación. Pero quien las define son los pueblos, y para esto es necesario articular 
dos luchas, la anticapitalista con la anticolonialista.  
 
Para Arturo Escobar (2016), la cooperación internacional también se debería reorientar 
hacia un cuestionamiento del mundo moderno globalizado del capitalismo, y una 
cooperación que no sólo parta de los juicios de los expertos que vienen de las 
organizaciones del Norte, sino que la base de actuación deben ser los conocimientos que 
tienen las comunidades y las poblaciones. Para él esta es la cooperación para las 
transiciones civilizatorias. Sin embargo, a diferencia de Boaventura Santos, esta 
cooperación parte de la base que se deben crear condiciones para el “buen vivir” como 
alternativa al desarrollo.  
 
De acuerdo con Escobar (2016), existen tres tipos de cooperación. Primero, la cooperación 
convencional como ayuda para el desarrollo. Es decir, la cooperación multilateral, como 
las políticas del Banco Mundial – BM, que, según el autor, ni siquiera se podría considerar 
cooperación. Segundo, la cooperación clásica o para la justicia social, la cual “modifica 
algunas premisas del desarrollo, pero en conjunto, forma parte de la teoría del desarrollo 
dominante, capitalista y patriarcal”. Esta es la que proponen las agencias de ayuda bilateral 
que pretenden mejorar la situación de la gente, manteniendo el sistema. 
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Como se acaba de mencionar, estos dos tipos de cooperación se deben reorientar hacia 
una tercera, la cooperación para las transiciones civilizatorias, refiriéndose a una 
cooperación que cuestiona las “creencias básicas del desarrollo: el crecimiento, el 
individualismo, el progreso, la eficiencia, el capitalismo (…)” (Escobar, 2016). En cambio, 
se basa en una concepción holística, heredada de los pueblos indígenas, que plantea otra 
forma de relacionarse con las personas, con las comunidades y con el universo, y que no 
tiene nada que ver con las teorías del crecimiento capitalista. 
 
De esta manera, en contraste con las narrativas y abordajes tradicionales de la 
cooperación internacional frente al discurso del desarrollo, la ecología política contiene 
elementos de análisis soportados en evidencia histórica que, por contraposición de 
visiones y de los lugares de enunciación y producción, generan el debate frente a lo que 
en el discurso del desarrollo se pretende constituir como verdadero. La ecología política 
cuestiona el valor de verdad que no se pone en entredicho en la producción de 
conocimiento eurocéntrico y postula, en casos particulares, al conocimiento científico como 
generador de conflictos. Siguiendo con los planteamientos de Escobar (2011), su análisis 
de la geopolítica del conocimiento cuestiona estos conceptos y permite preguntarse, ¿cuál 
es el conocimiento válido y cómo se relaciona con el lugar, la cultura y el poder? ¿quién 
toma las decisiones y cómo estas estructuras de poder generan ciertas distribuciones en 
el territorio? Estas cuestiones abren nuevos caminos de indagación para analizar cómo el 
discurso de eficiencia, progreso y planeación de la cooperación internacional consolida las 
formas de dominación actuales y genera otras lógicas de manejo de los bienes naturales 
en los territorios, que no necesariamente se corresponden con las ideas asociadas a 
mejoramientos de condiciones de vida y desarrollo productivo de los territorios y de los 
sujetos que los han producido históricamente.   
 
Estas ideas, que devienen de las lógicas del desarrollo sustentadas en las producciones 
autorreferenciales de la cooperación internacional y de sus agentes de enunciación, han 
creado procesos de neoliberalización de la naturaleza (Castree, 2010a, 2010b, 2011), que 
han transformado las relaciones humanas hacia la naturaleza, para que ésta se convierta 
en mercancía para ser adquirida por quienes tienen los recursos económicos para hacerlo 
(Castree, 2010a).  
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Los estudios basados en la construcción teórica de la ecología política permiten abordar 
conceptos que en los últimos años han sido base de análisis de procesos sociales y 
perspectivas teóricas. Conceptos como privatización, mercantilización y financiarización 
de la naturaleza dan cuenta de cambios en las relaciones sociales respecto a derechos de 
acceso, uso y disposición de bienes naturales (Castree, 2011). La privatización se concibe 
como la negación del acceso a los bienes naturales por parte de agentes privados que no 
representan intereses populares y que en muchas ocasiones son apoyados por los 
Estados para el desarrollo de procesos privatizadores. Consecuentemente, la 
mercantilización es el resultado de la imposición de precios a los bienes naturales, 
otorgando valores de cambio más allá de los valores de uso que éstos puedan tener para 
un grupo social determinado.  
 
Estos procesos llevan a la financiarización de la naturaleza, la cual, a su vez, requiere que 
ésta y sus funciones sean previamente mercantilizadas y privatizadas, a través de la 
elaboración de un marco económico para dichas funciones, que las asimile a servicios; se 
establezca un precio para cada servicio; se formalice derechos de propiedad sobre los 
servicios o los territorios que los contienen; y se creen instrumentos de mercado para su 
intercambio. La financiarización es el resultado de la conversión de los patrimonios 
naturales en activos financieros, a partir de agentes trasnacionales que no hacen parte del 
circuito de producción, y en el que siempre es necesario ejercer el control político de los 
territorios. Precisamente, al valorar las condiciones de posibilidad para que se adelanten 
estos procesos asociados a la cooperación internacional y sus narrativas del desarrollo, 
los actores clave en la consecución de sus objetivos, puede hacerse referencia a la 
corporativización estatal, o a la desaparición del Estado como administrador de los bienes 
naturales. El Estado puede convertirse en facilitador de los procesos de privatización, 
mercantilización y financiarización, fungiendo como instrumento de expansión del modelo 
corporativo, y en el seno del cual las políticas públicas son construidas para el beneficio 
de agentes corporativos trasnacionales insertas en la lógica de proporcionar el desarrollo 
que caracteriza las narrativas de cooperación internacional, principalmente desde el Norte 
hacia el Sur Global.  
 
Asimismo, y no sólo refiriendo a los procesos de corporativización de los Estados, o de la 
producción de políticas públicas favorables a agentes de carácter trasnacional e insertas 
en una economía global, se han promovido procesos de corporativización de agentes 
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multilaterales, como la Organización de Naciones Unidas -ONU-, configurándose una 
lógica internacional favorable a la aplicación de cooperación para el desarrollo con visos 
de control territorial hacia los procesos privatizadores.  
 
La corporativización estatal, y de los organismos multilaterales ha promovido la gestión 
externa de los espacios en donde se ubican los más importantes bienes naturales y en 
donde las sociedades organizadas han construido socialmente sus espacios físicos 
(territorios). Prueba de ello puede encontrarse en la propuesta de economía verde 
presentada por el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente -PNUMA- a la 
Cumbre de Naciones Unidas para el Desarrollo Sostenible -CNUDS- realizada en Río de 
Janeiro en Brasil del año 2012 (también conocida como Río+20). Bajo el concepto general 
de economía verde, y en particular desde la gobernanza corporativa, se perfilan 
materializaciones de la cooperación al desarrollo como forma de control corporativo de los 
territorios, con la anuencia de los Estados.  
1.3 La ecología política del agua 
En lo que concierne a esta investigación, la aproximación al tema del agua tiene en cuenta 
la manera en que los discursos desarrollistas de la cooperación internacional y la visión de 
la ecología política ubican al agua como uno de los bienes comunes que más ha sido 
afectado por las políticas de privatización, mercantilización y financiarización; la 
neoliberalización del agua. 
 
Esta ha sido privatizada en su gestión, y también se han privatizado las fuentes y los 
territorios que garantizan las aguas en cantidad y calidad suficientes. Desde diversas 
prácticas que involucran a agentes trasnacionales y que tienen como referencia discursiva 
la posibilidad del desarrollo, se han dado procesos de contaminación y de apropiación de 
las fuentes de agua que han conllevado a su privatización, o la negación del acceso para 
aquellos que dependen necesariamente de ella para su supervivencia (Ortiz y Urrea, 
2013). 
 
En este sentido, la privatización del agua se hace manifiesta en los territorios, no sólo por 
el control, uso y acceso mismo al agua, sino también por medio del acaparamiento y 
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apropiación generada desde otras economías como la minería, el turismo, la agroindustria 
y la infraestructura, entre otras. Por un lado, se demandan grandes cantidades del líquido 
para la producción de estos commodities y, por otro lado, se contaminan las fuentes que 
abastecen a las comunidades asentadas de manera histórica y tradicional en los territorios.  
 
Como forma de contrarrestar la neoliberalización del agua, comunidades han introducido 
a la discusión la idea del agua como un bien común1, en tanto sus dimensiones culturales 
y espirituales están “cercanamente articuladas a prácticas asociadas a determinados 
lugares, por lo cual, la provisión de agua no puede quedar en manos del Estado ni del 
mercado” (Bakker, 2012, citado en Ulloa y Romero-Toledo, 2018, p. 26-27).  
 
El agua, como actante que fluye y modifica la sociedad, permite un análisis diferenciado 
dentro de la ecología política: “El agua en sí es un proyecto, que fluye con su propia lógica 
y agencia, independiente de la sociedad, transita por diferentes estados, y en cada etapa 
de su ciclo hidrosocial enfrenta una serie de interacciones y contradicciones” (Ulloa y 
Romero-Toledo, 2018, p. 35). Lo anterior, permite poner en diálogo las categorías como 
ciclos y territorios hidrosociales, en tanto escenarios específicos en las relaciones entre la 
sociedad y la naturaleza, donde se pone en evidencia ecologías políticas propias 
asociadas a la interacción de los ciclos hidrológicos y la reproducción social y territorial de 
los diferentes agentes socio-políticos. 
 
Autores como Boelens, Duarte y Yacoub (2015) y Budds (2010) hablan de una Ecología 
Política propia del Agua. Esta perspectiva sobre el agua sugiere una relación cercana entre 
las transformaciones de, y en, el ciclo hidrológico en los planos local, regional y global, por 
un lado, y las relaciones de poder social, político, económico y cultural, por otro 
(Swyngedouw, 2004). Se entiende la circulación del agua como un proceso combinado 
físico y social, como un flujo híbrido socio-natural que une la naturaleza y la sociedad de 
manera inseparable (Swyngedouw, 2006), y por eso plantea el ciclo hidrosocial.  
 
                                                 
 
1 Sobre este sentido de los comunes, no puede ser entendido que el agua es compartida en 
igualdad de condiciones, pues se deben tener en cuenta las diferencias culturales, de clase, etnia 
y género (Ulloa y Romero-Toledo, 2018).  
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Dentro de este campo existe la necesidad de explorar la relación entre los sistemas 
políticos, el acceso, control y distribución del agua y la organización del sistema hidrosocial, 
pues el agua puede ser usada como arma geopolítica (Swyngedouw, 2009). De ahí que 
este trabajo pretenda analizar el interés de la cooperación internacional sobre la gestión 
del agua, por su importancia estratégica en la geopolítica mundial, y en tanto la 
neoliberalización de esta se da través de instituciones, leyes, normas y reglas, que permite 
que organizaciones gobiernen su uso y administren su explotación (Castree, 2005).  
 
A partir de este marco, se derivan otros conceptos como el de territorios hidrosociales, que 
de acuerdo con Damonte-Valencia (2015) se definen como: 
 
La articulación de tres espacios territoriales: los espacios físicos de cuenca 
(incluyendo infraestructura y sistemas hídricos), los espacios sociales (definidos a 
partir de los usos y manejos materiales y discursivos que los actores sociales hacen 
del agua en la cuenca) y los espacios político-administrativos (generados a partir de 
los discursos de desarrollo territorial y de la institucionalidad de regulación hídrica).  
 
Estos a su vez se redefinen constantemente en las luchas por la hegemonía entre el 
Estado, el capital y los actores locales, las fronteras y las prácticas territoriales asociadas 
a los ciclos hídricos. Dentro de la conceptualización de Damonte-Valencia (2015) de los 
territorios hidrosociales, se retoman los procesos de despojo hídrico, abordados también 
por los autores como Boelens, Duarte y Yacoub (2015), como procesos que no se dan 
solamente de manera directa en los propios territorios nacionales o locales, sino que 
adquieren un carácter continental y global. El despojo del agua como profundización del 
enlace nacional-internacional-transnacional en los procesos de acumulación, desposesión 
y contaminación del agua, se evidencia, por ejemplo, con los megaproyectos de 
infraestructura, los cuales cambian drásticamente los regímenes hidrológicos y alteran 
irreversiblemente los medios de subsistencia de las comunidades locales. Así que esta 
manipulación de los sistemas hidrológicos se puede dar a gran escala, pues “son las 
grandes empresas transnacionales las que dominan el ámbito de las infraestructuras 
hídricas” (Latta y Poma, 2014, p. 8), como quedará evidenciado en el análisis del cuarto 
capítulo. 
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De esta manera, el viraje proporcionado por la ecología política para el análisis de las 
narrativas tradicionalmente producidas, sirve de base para evaluar la cooperación 
internacional para el desarrollo en la gestión del agua en la región amazónica y sus 
implicaciones para Colombia. Esto es posible a partir de herramientas conceptuales 
teórico-prácticas que indagan en los discursos de cooperación sus bases epistemológicas 
y la manera en que se ubican o no en marcos normativos nacionales e internacionales con 
pretensiones contrarias a la equidad y justicia en el acceso, uso y cuidado de los 




2. Cooperación internacional en Colombia. 
De lo global a lo nacional.  
Este segundo capítulo de la investigación pretende dar una mirada general y analítica a la 
evolución de las instituciones y las políticas ambientales internacionales, señalando sus 
esfuerzos por configurar variados escenarios de privatización de la política en general y de 
los bienes comunes como el agua. Para esta intención, parte del análisis de la concepción 
de la cuestión ambiental que ha primado en la retórica multilateral desde la aparición de lo 
ambiental como campo de estudio y como significado en disputa para el control del modelo 
privatizador. Posteriormente, se hará un recorrido por la concepción del agua dentro del 
espectro de la cooperación y la política internacional. Por último, el capítulo presentará un 
recuento de algunos de los lineamientos internacionales que han sido aplicados en 
Colombia, y que han configurado la privatización del agua, vía cooperación internacional e 
instrumentos de política definidos por las Instituciones Financieras Internacionales y los 
Organismos Multilaterales que han tenido participación e injerencia en el ámbito de estudio. 
2.1 Lo ambiental en la retórica multilateral 
La retórica de la cuestión ambiental, en la disputa actual para definir su significado, ha 
devenido en lo que Naredo (2012) llama la paradoja verde: la contradicción entre la 
proliferación de declaraciones, acuerdos, instituciones, tratados y diferentes compromisos 
con relación a lo ambiental, por un lado; y la “degradación de las condiciones de existencia 
y la afectación de los ecosistemas mundiales y de la biósfera en general” por otro lado 
(citado en Seoane, 2015, p. 133). Para Naredo (2012), algo está fallando en el núcleo 
mismo de las políticas de sostenibilidad. Este fallo podría encontrarse en la proliferación 
discursiva y narrativa sobre la sostenibilidad y la sustentabilidad desde organismos 
multilaterales y gobiernos nacionales, al tiempo que se imponen políticas trasnacionales 
de ocupación y devastación, y que el modelo extractivista contamina vastos lugares de 
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vida de comunidades tradicionales, ancestrales y urbanas con consecuencias irreversibles 
para la vida humana y no humana, entre otras.   
 
Diferentes estudios han abordado este recorrido de la cuestión ambiental en los espacios 
de cooperación y política internacional (Seoane, 2015, Naredo 2012), iniciando desde 
principios de los años 70 con publicaciones como el Primer Informe Meadows del Club de 
Roma, sobre “Los límites del crecimiento”, el cual movilizó el pensamiento sobre la 
problemática ambiental no sólo en medios académicos, sino en la opinión pública, en 
términos del crecimiento exponencial de la población y su consumo, en especial del Sur 
Global.  
 
En este recorrido se resaltan momentos como la Conferencia sobre el Medio Humano, 
realizada en la ciudad de Estocolmo, Suecia en 1972, cuya Declaración constituye el 
primer cuerpo legislativo para cuestiones internacionales relativas al ambiente2; el Informe 
Bruntland, “Nuestro Futuro Común”, publicado en 1987 por la Comisión Mundial sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo de la ONU, que acuñaría la definición oficial de desarrollo 
sostenible, el cual sería adoptado en la arena pública cinco años más tarde en la Cumbre 
de Río de Janeiro (1992); la Cumbre de Río+10, en Johannesburgo, Suráfrica, en donde 
                                                 
 
2 La Declaración de Estocolmo entiende la problemática ambiental con relación a la cuestión 
social, y señala que, en los países industrializados, los problemas ambientales estaban 
generalmente relacionados con “la industrialización y el desarrollo tecnológico”, mientras que “en 
los países en desarrollo, la mayoría de los problemas ambientales están motivados por el 
subdesarrollo” (tercera proclama; ONU, 1972: 1, citado en Seoane, 2015). Y, uno de los 
resultados más importantes de la Conferencia fue la emergencia de la noción de “ecodesarrollo”, 
utilizada por primera vez por Maurice Strong, empresario canadiense del sector petrolero y 
minero, concepto que retomaba los postulados del Informe Fournex, en el cual el bloque de 
países no alineados se disputaron una perspectiva propia del Sur, reconociendo las relaciones 
asimétricas, coloniales, dependientes o imperialistas del orden internacional de la cuestión 
ambiental. 
El término fue retomado por Ignacy Sachs, quien apostaba por un modelo endógeno de 
desarrollo, adaptado a las particularidades ecológicas y culturales de cada región. “Se 
consideraba que, si bien los países del Sur todavía tendrían que crecer para aliviar su pobreza, 
los países industrializados en cambio debían reconfigurar sus modelos económicos anteponiendo 
la mejora cualitativa de sus economías a los objetivos de crecimiento” (Naredo, 2012). Suponía 
entonces, una mirada crítica sobre el desarrollo. Esto llevó inmediatamente al veto del Gobierno 
de Estados Unidos, y al posterior bloqueo de la noción de ecodesarrollo  al interior de Naciones 
Unidas, aun cuando su carácter no tenía una perspectiva en contra de la explotación de los bienes 
naturales.  
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se planteó que las medidas ante la crisis ambiental podían ser tramitadas en una alianza 
entre el modelo público (estatal) y el privado (corporativo trasnacional) - las denominadas 
asociaciones público–privadas3; hasta llegar a la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre Desarrollo Sostenible en 2012, Río+20, con un nuevo marco conceptual: la 
economía verde.  
 
De nuevo, al igual que el desarrollo sostenible, se trata de una nueva ofensiva y nuevo 
“dispositivo tranquilizador” (Lander, 2011), que aparenta incorporar críticas al modelo 
civilizatorio hegemónico, pero sin cuestionar la confianza en el crecimiento económico, el 
progreso, la ciencia y la tecnología y la eficiencia de los mercados (Lander, 2011).  
 
Para la economía verde y sus impulsores, la causa de la crisis ambiental no es el 
capitalismo y su etapa neoliberal, sino la asignación incorrecta del capital. Según el 
PNUMA (2009), el capital se destinó a propiedades, combustibles fósiles y activos 
financieros, y muy poco en energías renovables, eficiencia energética, agricultura 
sostenible, protección de los ecosistemas y de la diversidad biológica, del suelo y del agua. 
Eso es lo que denomina las “fallas del mercado”, donde no hay información completa, no 
hay incorporación del costo de las “externalidades”, y sobre la base de políticas 
inadecuadas como los subsidios perversos o perjudiciales para el ambiente (Lander, 
2011). Por eso, según el PNUMA, la solución es la economía verde, en tanto se trata de 
un conjunto de incentivos basados en el mercado que “lograría reorientar las invers iones 
de capital en dirección de inversiones verdes e innovaciones verdes” (PNUMA, 2011); esto 
es, en actividades económicas que se sustentan en la valorización del ambiente. Entonces, 
“no se trata sólo de enverdecer la economía sino, simultáneamente, de la economización 
de lo verde” (Seoane, 2015, p. 172) o de lo planteado en el primer capítulo, la 
mercantilización de la naturaleza. 
 
Así, lo “verde” está en el centro del discurso político, corporativo y de las instituciones 
internacionales, desde las agencias de Naciones Unidas, el Banco Mundial, el FMI, hasta 
la OCDE (Belinky, 2011, citado en Seoane, 2015). Y recomiendan que los países expandan 
                                                 
 
3 Bajo la argumentación de una inyección de capital desde el sector privado y la garantía de 
transparencia de agentes corporativos opuestos a la corrupción de los modelos estatales del Sur 
Global. 
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la financiación internacional del comercio y la asistencia al desarrollo, y promuevan la 
liberalización de los bienes y servicios ambientales que “dará mayor impulso a las 
inversiones verdes” (PNUMA, 2009, citado en Seoane, 2015, p. 179). De esta manera, las 
supuestas políticas en defensa del planeta llegan hasta donde empiezan los límites 
sagrados del libre mercado. 
 
Río+20 también fue el escenario para que se planteara la formulación de un marco de 
desarrollo sucesor de los Objetivos de Desarrollo del Milenio – ODM, los cuales (los ODM) 
tenían como meta de finalización 2015. Es así como Colombia y Guatemala, lideran la 
propuesta según la cual uno de los resultados clave del proceso de Río+20 fuese la 
definición y el acuerdo sobre unos Objetivos de Desarrollo Sostenible – ODS, similares y 
en apoyo de los ODM (Ministerio de Relaciones Exteriores, 2011). Y tras tres años de 
negociación, en el marco de la 70 edición de la Asamblea General de Naciones Unidas en 
Nueva York, en septiembre de 2015, se adoptó la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible, con sus Objetivos de Desarrollo Sostenible, que incluye 17 objetivos (ver Anexo 
B). Estos son los lineamientos que regirán el quehacer de los países por los próximos 12 
años. 
 
El año 2015 fue decisivo en materia de cooperación y lo ambiental. Fue un momento en el 
que confluyeron varios procesos que guiarían y comprometerían a los países a adoptar 
acciones relacionadas con la eficacia de la ayuda y la financiación del desarrollo como 
acciones concretas para cumplir los planteamientos del desarrollo sostenible (ver figuras 
2-1, 2-2, 2-3, 2-4 y 2-5). 
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Figura 2-1: AOD neta recibida4 para América Latina y Colombia (1990 – 2015). 












                                                 
 
4 La asistencia oficial neta para el desarrollo (AOD) comprende los desembolsos de préstamos en 
condiciones concesionarias (netos de reembolsos del principal) y las donaciones otorgadas por 
organismos oficiales de los miembros del Comité de Asistencia para el Desarrollo (CAD), por 
instituciones multilaterales y por países que no integran el CAD. Incluye los préstamos que tienen 
un elemento de donación de al menos el 25% (calculado a una tasa de descuento del 10%) (Banco 
Mundial, 2016).  
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Figura 2-2: AOD para lo ambiental en América Latina según países (2003-2015). 
 
Fuente: APC (2015b). 
 
Figura 2-3: AOD para lo ambiental en Colombia según países (2003-2015). 
 
 
Fuente: APC (2015b). 
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Figura 2-4: AOD para lo ambiental en América Latina según fuentes multilaterales 
(2003-2015). 
 
Fuente: APC (2015b). 
 
Figura 2-5: AOD para lo ambiental en Colombia según fuentes multilaterales (2003-
2015). 
 
Fuente: APC (2015b). 
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Unos meses antes de la 70 edición de la Asamblea de NU, se realizó la III Conferencia 
Internacional sobre Financiación del Desarrollo en la que los 193 Estados miembros de la 
ONU acordaron generar recursos que garantizaran la Agenda 2030. Este “acuerdo 
histórico”, como lo llamó Ban Ki-moon, ex secretario general de la ONU, proponía 
garantizar un “entorno propicio a todos los niveles para el desarrollo sostenible” (Naciones 
Unidas, 2015). Como resultado, se publicó la Agenda de Acción de Addis Abeba, en donde 
los jefes de Estado y de Gobierno, ratificaron su compromiso en “poner fin a la pobreza y 
el hambre, y lograr el desarrollo sostenible en sus tres dimensiones mediante la promoción 
del crecimiento económico inclusivo, la protección del medio ambiente y el fomento de la 
inclusión social” (Naciones Unidas, 2015, p. 2). Para esto, al parecer, reavivaron el discurso 
del presidente Truman del 49 en donde los países “menos adelantados”, el grupo más 
vulnerable de países, necesitan un apoyo mundial reforzado a fin de superar las 
dificultades estructurales a las que se enfrentan, esta vez para lograr los objetivos de la 
agenda para el desarrollo después de 2015 y los objetivos de desarrollo sostenible. 
 
En general, el documento hace un llamado al sector privado, desde las microempresas a 
las multinacionales, para que “dediquen su creatividad e innovación a resolver los 
problemas relacionales con el desarrollo sostenible” (Naciones Unidas, 2015, p. 13). Y 
como formas complementarias de iniciativas nacionales, alienta a las corrientes 
internacionales de capital privado, esto es a las inversiones extranjeras directas, a que 
participen en la financiación de los países “menos adelantados”. Para esto, propone, por 
un lado, la formulación de políticas y marcos regulatorios para promover incentivos para 
que el sector privado haga inversiones a largo plazo, y, por otro lado, el fortalecimiento de 
las alianzas público - privadas. De fondo, en cada una de las posturas señaladas, se 
presenta la posibilidad de una gobernanza corporativa trasnacional como punto de llegada 
de las asociaciones público – privadas, pero esta vez transfiriendo la posibilidad de gestión 
ambiental o territorial al inversionista y operador privado. Esto se hace manifiesto también 
en la propuesta del PNUMA, desde el Draft 0 presentado en Río+20, y que en su 
declaración final engloba al sector corporativo la capacidad de enfrentar las equívocas 
asignaciones de capital, bajo la argumentación de una mayor capacidad técnica y 
económica que la existente en los Estados nacionales. De esto han sido pioneros los 
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organismos multilaterales como la ONU a través de la injerencia de sus agencias como el 
PNUMA.  
 
Además, la Agenda de Acción de Addis Abeba cumple juiciosamente los principios de la 
economía verde, ya que propone “reorientar” la inversión de capital, pública y privada, en 
“infraestructura energética y tecnologías de energía no contaminante, incluidas las 
tecnologías de captura y almacenamiento de carbono” (Naciones Unidas, 2015, p. 19). 
Para esto, reconoce y se alinea con varias instancias internacionales, como los principios 
convenidos de eficacia de la cooperación para el desarrollo, la Alianza Mundial de 
Cooperación Eficaz para el Desarrollo5, la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático, el Fondo Verde para el Clima, la Convención de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar, y el Fondo para el Medio Ambiente Mundial –GEF, por 
sus siglas en inglés-6. 
 
Otros actores son invitados y alentados a participar en la financiación de proyectos de 
infraestructura, energía, agricultura, industrialización, ciencia, tecnología e innovación 
“sostenibles”, entre ellos los “inversores institucionales a largo plazo, como los fondos de 
pensiones y los fondos soberanos de inversión, que administran los grandes fondos de 
capital”, y los bancos multilaterales de desarrollo y otros bancos internacionales de 
desarrollo (Naciones Unidas, 2015, p. 18). Aquí es necesario señalar que existe una 
arquitectura de financiarización que ha sido presentada como un modelo de inversión para 
fondos de pensiones y/o fondos de capital privado. Se puede hacer referencia directa a las 
inversiones que fondos de pensiones suecos, escoceses o ingleses han hecho en 
corporaciones como BHP Billiton que resultan siendo accionarios directos de empresas 
que operan en territorios como el colombiano en la explotación de carbón y que bajo los 
rótulos de la minería sostenible y/o responsable han llevado a la devastación de amplios 
territorios de departamentos como La Guajira. O se puede hacer referencia a la 
financiarización de las infraestructuras, la cual implica la intervención de un gran número y 
diversidad empresas, que se van situando en una larga cadena de producción y transporte, 
                                                 
 
5 Acuerdo de París (2005), Accra (2009) y Busán (2011). 
6 El Fondo para el Medio Ambiente Mundial – GEF, creado en 1991 por el Banco Mundial, apoyado 
por el PNUD y el PNUMA, reúne a los gobiernos de 182 países miembros, instituciones 
internacionales, organizaciones no gubernamentales (ONG) y el sector privado. 
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organización logística, consultoras de todo tipo, entidades financieras, etc. Aquí, el sector 
financiero privado mantiene una estrecha relación no sólo con los bancos sino también con 
las empresas activas en la construcción y gestión de las infraestructuras; o bien, son 
fondos que invierten directamente en las empresas, como el caso de Citi Venture Capital 
International, que ha invertido en la Transportadora de Gas del Internacional SA, la 
empresa de transporte de gas natural más grande de Colombia (Vargas, 2015). 
 
Organizaciones sociales colombianas junto a comunidades locales han expuesto este 
modelo de financiarización, en el que los rendimientos financieros de las inversiones de 
los fondos de pensiones de otros países ajenos a los lugares de explotación dependen de 
la posibilidad de expansión territorial para la ampliación de la frontera extractiva en 
Colombia, con todas las consecuencias que este tipo de ampliaciones de frontera implican, 
y como fue demostrado por la Contraloría General de la República respecto al modelo 
minero en Colombia7. 
 
De esta forma, se ha observado en este recorrido por algunos de los momentos y 
documentos claves en la construcción de la cuestión ambiental desde la visión multilateral, 
que la manera en que se ha configurado esta noción, implica que su posibilidad de cuidado, 
protección o gestión dependa necesariamente de la participación privada. Esto es 
importante en tanto se genera a su vez una idea de la cuestión ambiental y de los bienes 
naturales que no implica a los pueblos y comunidades que tienen una relación directa con 
ellos, y presenta lo ambiental como un ámbito de intervención del multilateralismo y la 
empresa privada, principalmente corporativa trasnacional, sin poner el énfasis en las 
relaciones de la sociedad con la naturaleza. Así, se instrumentaliza la cuestión ambiental, 
y se da paso a la implementación de un modelo desterritorializado8 para la participación 
popular y/o comunitaria, delineado desde una visión funcional a un modelo económico 
prevalente, como se desarrolla en el cuarto capítulo. 
                                                 
 
7 Ver colección completa estudios de la Contraloría: Minería en Colombia en: 
https://justiciaambientalcolombia.org/2014/08/11/coleccion-estudios-contraloria-mineria-colombia/ 
8 Es un modelo de ejercicio sistemático de despojo y apropiación territorial a través de múltiples 
estrategias legales, militares, políticas, económicas y/o ambientales que niegan las territorialidades 
propias locales e imponen lógicas territoriales que desconocen los derechos de los pueblos.  
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A continuación, se presentarán los instrumentos y políticas de privatización y 
mercantilización en relación al agua, en donde es reconocida como bien económico y se 
le da un valor de mercado, dentro del paradigma de la economía verde. Para esto, se 
estudiarán los principales documentos y declaraciones de organismos internacionales, en 
especial de Naciones Unidas, en relación al agua. 
2.1.1 Agua, organismos multilaterales y política internacional: 
camino a la privatización 
Dentro de esta retórica de las instituciones internacionales, el agua quedó cada vez más 
en el centro de la economía verde, como “el torrente sanguíneo de la economía verde” 
como se postuló en la Declaración de Estocolmo, la cual argumenta que, con los mismos 
mecanismos de mercado y patrones científicos y tecnológicos, y de crecimiento 
económico, será posible frenar las dinámicas devastadoras dominantes en el mundo 
(Lander, 2011).  
 
La atención sobre el agua se empezó a gestar en la esfera internacional desde la 
Conferencia Internacional sobre Agua y Medio Ambiente de Dublín en 1992, y desde ese 
momento, al ser un recurso con un valor de mercado, empieza el camino a la privatización 
y mercantilización del agua. De la Conferencia salieron cuatro principios que fueron 
retomados en Río de Janeiro, ese mismo año. Los principios de Dublín son los siguientes: 
1. El agua dulce es un recurso vulnerable y finito, esencial para mantener la vida, el 
desarrollo y el medioambiente; 2. El desarrollo y manejo del agua debe estar basado en 
un enfoque participativo, involucrando a usuarios, planificadores y realizadores de política 
a todo nivel; 3. La mujer juega un papel central en la provisión, el manejo y la protección 
del agua; 4. El agua posee un valor económico en todos sus usos competitivos y debiera 
ser reconocido como un bien económico9. 
                                                 
 
9 Este cuarto principio sería objeto de disputa durante los años siguientes a tal punto que el Foro 
Mundial Alternativo del Agua de México 2006 presentó una declaración en la que controvertía dicho 
principio de manera estructural. Hasta ahora, y no obstante los cambios retóricos del Banco Mundial 
y el Consejo Mundial de Agua, la disputa continúa en términos de si el agua es un derecho 
fundamental o un bien económico, entendiendo que el agua como bien económico quedaría por 
fuera de la posibilidad de garantizarse como derecho universal. En el año 2010, la Organización de 
Naciones Unidas entregaría una suerte de sentencia para poner fin a esta controversia a través de 
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En el año 2000, la Asociación Mundial para el Agua10 (GWP por sus siglas en inglés) se 
propone retomar estos principios y publicar un documento sobre el manejo y desafíos 
alrededor del agua, reunidos en el concepto de Gestión Integrada de Recursos Hídricos, 
en adelante GIRH. Esta definición fue adoptada e integrada a las legislaciones nacionales 
por distintos países, entre ellos Colombia, como se analizará en el siguiente capítulo.  
 
De acuerdo con la GWP (2000, p. 24), la GIRH se definió como “un proceso que promueve 
la gestión y desarrollo coordinados del agua, la tierra y los recursos relacionados, con el 
fin de maximizar el bienestar social y económico resultante de manera equitativa sin 
comprometer la sostenibilidad de los ecosistemas vitales”. Siguiendo con su 
planteamiento, esto se puede llevar a cabo si existe un marco de políticas nacionales que 
provea una seguridad para la inversión privada, en donde el gobierno cumpla un rol más 
limitado como proveedor de servicios, y sea el sector privado quien cumpla esta función, 
“enfrentando”, según la Asociación, no sólo las ineficiencias, los intereses en conflicto y la 
poca transparencia del gobierno, sino las dificultades para financiar las inversiones 
necesarias de “recursos hídricos”.  
 
Sin embargo, la GWP (2000) plantea que esta inversión de las empresas privadas sólo se 
llevará a cabo si las tasas de retorno sobre el capital son razonables considerando el riesgo 
involucrado. Y es el gobierno quien tiene que garantizar la sostenibilidad a largo plazo, es 
decir, “facilitar la recuperación de costos a través de un nivel de precios razonables y 
regulaciones independientes” (GWP, 2000, p. 43). Entonces estamos hablando aquí de 
una protección de inversiones del sector privado en el suministro de agua, que se 
materializó en diferentes proyectos del Banco Mundial, el BID, o la AECID en países como 
Colombia.  
 
                                                 
 
la declaración de su Asamblea General en la que se reconoció al agua como derecho fundamental. 
Sin embargo, la implementación de esta declaración de derecho dista mucho de la realidad mundial. 
10 La Asociación Mundial para el Agua (Global Water Partnership, GWP), establecida en 1996, es 
una red internacional de organizaciones involucradas en el manejo de los “recursos hídricos”. Para 
la GWP, esto incluye a las instituciones de gobierno, agencias de Naciones Unidas, bancos de 
desarrollo bilaterales y multilaterales, asociaciones profesionales, instituciones de investigación, 
organizaciones no gubernamentales y el sector privado (GWP, 2000). 
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Ya en 2013, la Asociación sintetiza todo este proceso en el documento “Agua en la 
economía verde”, el cual propone que el enfoque para la seguridad hídrica es el de la 
GIRH, en aras de “conducir el proceso de hacer más verdes las economías del mundo” 
(GWP, 2013, p. 3). Algo llamativo de esta propuesta es que el agua ahora también es vista 
como una amenaza “a causa de sus poderes destructivos, que puede ocasionar pobreza 
y muerte a través de sequías e inundaciones, y puede provocar contaminación, 
enfermedades, disputas y conflictos” (p. 6), y por esto, según la GWP, es necesaria la 
inversión en infraestructura, instituciones y capacidad de gestión, tanto para “explotar los 
beneficios del agua como para blindar a la sociedad y al crecimiento económico en contra 
de los poderes destructivos del agua” (GWP, 2013, p. 6).  
 
De la misma forma, y en la misma línea hacia la economía verde, ONU-Agua, compuesta 
por 26 agencias y entidades de Naciones Unidas, junto con el Foro Mundial del Agua, 
sobre el cual se volverá más adelante, han publicado desde 2003, aunque con más rigor 
desde 2014, el Informe Mundial sobre el Desarrollo de los Recursos Hídricos de las 
Naciones Unidas, el cual tiene como objetivo “proporcionar herramientas a los 
responsables de la toma de decisiones para la implementación del uso sostenible de los 
recursos hídricos” (ONU, s.f).  
 
Ya que la Declaración de Río+20 “El futuro que queremos” puso el agua en el centro del 
desarrollo sostenible, el informe de Naciones Unidas de 2015 fue “Agua para un mundo 
sostenible”, en donde dice que América Latina y el Caribe deben abordar dos principales 
problemas relacionados con el agua: Fortalecer la gobernanza del agua11 y mejorar la 
provisión de servicios de agua potable y saneamiento.  
                                                 
 
11 La gobernanza del agua se ha convertido también en un discurso globalizador que termina por 
respaldar la privatización del agua, de constituir el agua como mercancía y de “reproducir las 
desigualdades sociopolíticas de los actores sociales que se traducen en formas asimétricas de 
representación” (Damonte, 2016) y de poder, en donde los actores menos poderosos no tienen una 
representación política que pueda discutir en las mismas condiciones con las empresas o el Estado. 
De esta forma, se terminan desacreditando las propuestas de manejo local del agua de los 
pobladores de los territorios. De acuerdo con Rafael Colmenares (2013), la “gobernanza del agua” 
simplemente disfraza la privatización, y prepara una nueva oleada de confiscación de este bien 
común esencial por parte de las transnacionales y las potencias que constituyen su sustento político, 
pues como se explica en un documento presentado al IV Foro Mundial del Agua, “una buena 
gobernanza en la Gestión Integrada de Recursos Hídricos es aquella donde la autoridad juega un 
papel menos protagónico, deja actuar en aquellos espacios donde son más eficientes otros actores, 
o ejerce un liderazgo que permita establecer reglas claras que faciliten la participación de otros 
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Primero, fortalecer la gobernanza del agua para garantizar un equilibrio adecuado entre la 
inversión extranjera y un “entorno comercial estable”, por un lado, y “el objetivo de lograr 
el desarrollo socioeconómico, la reducción de la pobreza, la sostenibilidad ambiental y la 
protección de intereses públicos, por el otro” (p. 83), para que la protección de 
inversionistas internacionales no termine limitando el espacio de políticas públicas en la 
gestión del agua (Naciones Unidas, 2015). 
 
Y segundo, el informe expone que el suministro de servicios de agua potable y 
saneamiento deberían incluir “una transición gradual hacia el autofinanciamiento con un 
diseño tarifario que fomente la eficiencia en el uso de los recursos, acompañado de la 
creación de sistemas de subsidios efectivos para los grupos de bajos ingresos; y una 
estructura industrial más consolidada o agregada, para aprovechar las economías de 
escala y garantizar la viabilidad técnica y financiera de los proveedores de servicios”12 
(Naciones Unidas, 2015, p. 84).  
 
El documento también toca varios puntos que serán el tema central del informe los años 
siguientes. Por ejemplo, plantea que las inversiones pueden alinearse con las iniciativas 
destinadas a “enverdecer la economía” a través de sinergias con la creación de empleo 
local y oportunidades de crecimiento económico nacional que se centran en los “pobres”, 
pues “el empleo a favor de los pobres puede ser un elemento clave del respaldo de la 
comunidad a un proyecto relacionado con el agua” (Naciones Unidas, 2015, p. 100), tema 
del informe 2016: Agua y empleo. Y plantea también que los riesgos y problemas de 
seguridad relacionados con el agua también pueden ser reducidos por “enfoques técnicos 
                                                 
 
actores y sectores en la gestión del agua, donde las decisiones respecto a las políticas públicas son 
establecidas por consenso con todos los actores que intervienen en dicha gestión del agua.” De 
esta forma, la gobernanza, como “entendimiento entre actores que no se precisan y con un papel 
cada vez menor del Estado, es el marco que necesita la privatización para imponerse” (Colmenares, 
2013). 
12 La supuesta eficiencia y desarrollo industrial de los sistemas de suministro de agua potable y 
saneamiento básico se han dado en países como Colombia de espalda a la participación social. La 
corporativización de los servicios públicos, y específicamente el de agua en el país, ha traído como 
consecuencia la precarización de la función social de las comunidades organizadas para la 
prestación del servicio de agua incluso en contravía de lo estipulado por la Ley 142 de 1994, en el 
que además de permitirse la incursión de privados en el sector, se propone el apoyo a las 
comunidades organizadas para la prestación del servicio. 
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y sociales”. Un ejemplo es tratar las aguas residuales como un “recurso” y valorar este 
recurso que de otro modo sería descartado (Naciones Unidas, 2015), tema del informe 
2017: Aguas residuales, el recurso desaprovechado.  
 
Entonces, para llegar al “futuro que queremos”, la ONU-Agua plantea acciones, un tanto 
generales, que pretenden resolver los problemas de la disponibilidad, calidad y servicios 
del agua. La primera, la adecuación o fortalecimiento de los marcos legales e 
institucionales. En segundo lugar, aumentar el acceso a los servicios de ‘Agua, 
Saneamiento e Higiene’ (WASH, por sus siglas en inglés). Tercero, una mayor inversión y 
apoyo financiero para el “desarrollo del agua”, la operación y mantenimiento de la 
infraestructura, y financiación para desarrollar capacidad institucional y garantizar las 
estructuras de gobernanza, así como para “mejorar la base de conocimiento y proporcionar 
información confiable y objetiva sobre el estado de los recursos hídricos, su uso y gestión” 
(Naciones Unidas, 2015, p. 104). Y finalmente, plantea que las decisiones que determinan 
cómo se usa el agua no deben ser solamente tomadas por los “administradores del agua”, 
sino por diferentes actores, entre ellos el gobierno, la sociedad civil y las empresas. 
Nuevamente se ubica a las empresas como un actor central, sin una valoración de análisis 
de contraste en la que se observe cuál ha sido el verdadero papel del sector empresarial 
privado en la gestión del agua, y los conflictos ambientales que han tenido lugar como 
producto de esa inmersión privada empresarial.  
 
Todos estos documentos y declaraciones en materia de agua han llevado a que hoy la 
apuesta para la gestión del agua sea por las “Soluciones basadas en la Naturaleza” – SbN 
–, tema central del informe 2018. De acuerdo con Naciones Unidas (2018), estas “utilizan 
o imitan” los procesos naturales para contribuir a la gestión mejorada del agua, ya que 
puede implicar la conservación o rehabilitación de los ecosistemas naturales y/o “la mejora 
o creación de procesos naturales en ecosistemas modificados o artificiales” (p. 1); teniendo 
como base los conceptos de crecimiento verde o economía verde, en tanto son esenciales 
para cumplir con la Agenda 203013, según Naciones Unidas. De nuevo, el discurso 
científico o experto que pretende modificar ciclos de la naturaleza sin tener certeza de sus 
                                                 
 
13 Meta 6.6: “Proteger y restaurar los ecosistemas acuáticos, incluyendo montañas, bosques, 
humedales, ríos, acuíferos y lagos para el 2020”, a fin de apoyar el logro del ODS 6: “Garantizar la 
disponibilidad y gestión sostenible de agua y saneamiento para todos” (ONU, 2015). 
48 Cooperación internacional para el desarrollo en la gestión del agua. El caso del 
Putumayo en la región amazónica 
 
efectos, en especial los que trae la bioingeniería14, componente fundamental de las 
Soluciones basadas en la Naturaleza.  
 
Las SbN apuntan a gestionar tres aspectos: la disponibilidad, la calidad y los riesgos del 
agua. Para la disponibilidad del agua, plantea formas de almacenamiento más “amigables 
con los ecosistemas”, como los humedales naturales, mejoras en la humedad del suelo y 
una recarga más eficiente de las aguas subterráneas; como forma de proporcionar 
beneficios equivalentes o similares a las infraestructuras convencionales “grises”, por 
ejemplo, las presas. Pero asegura que las “infraestructuras verdes” y “grises” pueden y 
deben funcionar juntas. 
 
Otra SbN sería la “agricultura de conservación”, que incorpora prácticas destinadas a 
minimizar el estrés del suelo, mantener la cobertura del suelo y regularizar la rotación de 
cultivos, es un “ejemplo emblemático de abordaje de la intensificación sostenible de la 
producción” (p. 4). Y para los asentamientos urbanos, las infraestructuras urbanas verdes, 
incluidos los edificios verdes, son “un fenómeno emergente que está estableciendo nuevos 
puntos de referencia y estándares técnicos que abarcan muchas SbN” (Naciones Unidas, 
2018, p. 4).  
 
Por otro lado, para asegurar la calidad del agua, “los bosques, los humedales y las 
praderas, así como los suelos y los cultivos, si se manejan adecuadamente, juegan un 
papel importante en la regulación de la calidad del agua al reducir la carga de sedimentos, 
capturar y retener contaminantes y reciclar los nutrientes” (Naciones Unidas, 2018, p. 4). 
Y finalmente, para manejar los riesgos relacionados con el agua, se plantea esencialmente 
la misma que para la disponibilidad de agua, y apunta a mejorar la capacidad de almacenar 
agua en los paisajes, incluyendo los suelos y las aguas subterráneas, para amortiguar los 
períodos de extrema escasez. 
 
La mayor preocupación que se reitera a lo largo del documento es el desconocimiento de 
las SbN y sus resultados, así como el abrumador dominio de las soluciones de 
                                                 
 
14 Ver investigaciones en geoingeniería y biotecnología del Grupo de Acción sobre Erosión, 
Tecnología y Concentración – Grupo ETC en: http://www.etcgroup.org/es 
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infraestructura gris que predominan en las políticas públicas y las normas y códigos de 
construcción. Por eso, el grueso del Informe es dar a los estados lineamientos para crear 
condiciones propicias para la adopción de las SbN, que apuntan a movilizar la financiación, 
la cual incluye el pago por esquemas de servicios ambientales, implementados a través de 
fondos de agua y conservación, en tanto “estas acciones generan beneficios a los usuarios 
del agua aguas abajo en forma de regulación del agua, control de inundaciones y control 
de la erosión y los sedimentos, entre otros, garantizando así un suministro de agua 
constante y de alta calidad y ayudando a reducir los costes de tratamiento del agua y 
mantenimiento de equipos” (Naciones Unidas, 2018, p. 6). E igualmente incluye el mercado 
de bonos verdes, en donde el sector privado debe ser “estimulado y guiado” para avanzar 
en la adopción de las SbN en las áreas en que opera. Además, se debería crear el entorno 
jurídico y reglamentario propicio, en donde las SbN puedan respaldar los enfoques de 
planificación existentes, sin eliminar del todo los marcos normativos que sustenta la 
infraestructura gris. En la región amazónica en Colombia, la Red Latinoamericana para el 
sistema de Áreas Protegidas Red Parques y WWF Iniciativa Amazonia Viva lideran un 
proyecto que plantea las SbN de cara al cambio climático, ‘Áreas Protegidas, Soluciones 
Naturales al Cambio Climático – SNACC’, el cual pretende fortalecer los Sistemas de Áreas 
Protegidas del Amazonas e incluir el rol de las mismas como estrategias de adaptación al 
cambio climático.15 
 
Se puede ver que este discurso camaleónico, pero al final inmóvil en su contenido, sigue 
teniendo como bandera los mismos conceptos que nos trajeron hasta acá: el progreso, el 
crecimiento, el desarrollo, la gobernanza, la tecnología, la innovación, etc. Así que, pese 
al aumento de documentos y declaraciones de retórica verde, ninguno de estos productos 
elaborados por la tecnocracia ambiental tras la década de 1970, se ha preocupado por 
indagar las causas metabólicas del deterioro ambiental (Naredo, 2012).  
 
En lo que al agua se refiere, las soluciones para enfrentar las crisis, la negación en el 
acceso, la contaminación y aniquilación de las fuentes hídricas, etcétera, sigue tomando 
en cuenta construcciones discursivas que no tienen una comunicación o aplicación en 
territorios concretos ni con la participación de pueblos y procesos comunitarios. La 
                                                 
 
15 Ver ‘La Visión de Conservación de la Amazonia’ en: 
https://wwf.panda.org/es/cambio_climatico/el_clima_y_la_amazonia/ 
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abstracción que producen los organizamos multilaterales y las agencias dependientes de 
las Instituciones Financieras Internacionales, riñe con la posibilidad de encontrar 
soluciones concretas a los problemas reales, pues solamente se tienen en cuenta visiones 
o artificios de modelaje económico que no se corresponden con territorios olvidados por 
los Estados nacionales, en los que no se implementa ninguna de las propuestas 
presentadas en los documentos analizados.  
2.1.2 Foro Mundial del Agua y Foro Alternativo Mundial del Agua 
Dos de los escenarios en donde se han disputado las diferentes concepciones del agua, 
las políticas de privatización, el rol del Estado, y los conceptos como gobernaza del agua, 
ha sido en los Foros Mundiales del Agua y los Foros Alternativos Mundiales del Agua. Esta 
sección presenta un revisión de las propuestas generales en cada uno de estos dos 
escenarios.  
 
Los Foros Mundiales del Agua son convocados por el Banco Mundial y el Consejo Mundial 
del Agua, y en las últimas tres décadas se han convertido en los generadores de 
lineamientos internacionales de política a ser aplicadas en el plano internacional. A este 
tipo de convocatorias, que regularmente se hacen cada tres años, asisten los gobiernos 
nacionales, con representantes principalmente de las carteras ministeriales ambientales, 
las agencias de cooperación internacional, las instituciones financieras internacionales 
interesadas en la inversión económica en materia de agua, y se invita a la participación de 
lo que ellos llaman la “sociedad civil”, entendida esta como delegadas/os de 
organizaciones sindicales u ONGs que tienen la capacidad adquisitiva para viajar a los 
lugares definidos para cada Foro y que pueden pagar los altos costos de inscripción de 
este tipo de enclave (Tabla 2-1).  
 
Tabla 2-1: Foros Mundiales del Agua. 
Año Ciudad/País Lema Principales postulados 
1997 Marrakech, 
Marruecos 
Visión a largo plazo 
sobre el Agua, la 
Vida y el Medio 
Ambiente. 
- El Consejo Mundial del Agua recibe el 
mandato de desarrollar una ‘Visión a largo 
plazo sobre el Agua, la Vida y el Ambiente 
para el siglo XXI’. Este trabajo se debería 
realizar mediante el lanzamiento de un 
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estudio, consulta y análisis de tres años, que 
encaminaría finalmente a un documento final 
a ser presentado en el Segundo Foro Mundial 
del Agua. 
2000 La Haya, 
Holanda 
De la visión a la 
acción 
- Proporcionar seguridad hídrica en el siglo XXI 
a través de la gestión integrada de los 
recursos hídricos, que incluye la planificación 
y gestión de los recursos hídricos, tanto 
convencionales como no convencionales. 
- Se plantea la pregunta de si el agua es 
esencial para la vida misma, ¿es simplemente 
una necesidad básica o constituye un derecho 
humano fundamental? Gana el agua como 
necesidad básica. 
- Usuarios deben pagar por el costo total del 
servicio. 
- Instituciones multilaterales, particularmente el 
sistema de la ONU, instituciones financieras 
internacionales y los organismos establecidos 
por los tratados intergubernamentales, deben  
fortalecer las políticas y programas 




 - Necesidad de un aumento sustancial de los 
recursos asignados al agua para alcanzar los 
ODM. 
- El desarrollo de otros recursos, incluida la 
participación del sector privado, sería 
necesario para llenar los vacíos de 
financiación del agua.  
- Primera edición del Informe sobre el 
Desarrollo del Agua a nivel Mundial: Agua 




para un reto global 
 
- Agua para el crecimiento y el desarrollo, 
instrumentación de la gestión integrada de 
recursos hídricos, agua y saneamiento, 
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manejo de riesgos, financiamiento del agua, 
ciencia y tecnología. 
- Agua como un “problema” político. 
- El desafío más importante que enfrenta la 
GIRH es la integración vertical entre las 
instituciones y nivel local. 
- De nuevo, definición del agua en tanto 




divisiones por el 
agua 
 
- Declaración Ministerial incluye compromisos 
como intensificar los esfuerzos para lograr las 
metas de los ODM, instrumentalizar la GIRH y 
compartir información a nivel de las cuencas 
hidrográficas, y prevenir y responder a los 
desastres relacionados con el agua.  
- Debate de la distinción entre el agua como 
derecho humano o como derecho social y 
económico, el último concepto ya 
generalmente aceptado. El derecho al agua 




El tiempo de las 
soluciones 
- Centralización de la gestión de las aguas bajo 
el Fondo de agua de Naciones Unidas. 
- Tres direcciones estratégicas: Bienestar, 
desarrollo económico y mantener el planeta 
azul. 
- Se abordaron las cuestiones delicadas de la 
participación privada / pública en la provisión 
de servicios de agua y saneamiento y el papel 
del almacenamiento de agua en vista del 
cambio climático.  
2015 Daegu, 
Corea del Sur 
Agua para nuestro 
futuro 
- Nuevo enfoque basado en la Ciencia y 
Tecnología como estrategia para “innovar” en 
políticas del agua que abra nuevos mercados.  
- Recolección de información de los 
ecosistemas (Smart Technology Water), la 
eficiencia sobre el uso del agua y tecnología 
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que haga frente a los desastres del cambio 
climático. Estrategia dirigida por las 
corporaciones.  
- Cooperación hídrica internacional. 
- Apoyó la inclusión de un objetivo dedicado al 
agua y objetivos relacionados con el agua en 
la Agenda de Desarrollo Post-2015, y apoya 
los resultados de la COP21.  
- La Declaración Final llama a priorizar la 
seguridad hídrica en términos de desarrollo 
económico sostenible, asignación de recursos 
financieros y racionalización de la eficiencia 





- Participación del poder judicial, una instancia 
de nivel judicial que tiene la última palabra 
sobre las disputas relacionadas con los 
recursos hídricos. 
- Declaración titulada "Llamamiento urgente 
para una acción decisiva sobre el agua", como 
resultado de las discusiones entre los 
ministros y los jefes de las delegaciones de 
más de 100 países. El documento define 
acciones prioritarias para enfrentar los 
desafíos relacionados con el acceso al agua y 
al saneamiento. 
- Las autoridades locales y regionales lanzaron 
el ‘Llamado a la Acción de los Gobiernos 
Locales y Regionales sobre Agua y 
Saneamiento de Brasilia’, para aumentar las 
inversiones en agua y saneamiento y alcanzar 
los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
relacionados con el agua. 
- Firma del ‘Compromiso Empresarial Brasileño 
para la Seguridad del Agua’, para que las 
empresas promuevan buenas prácticas para 
el desarrollo socio-económico del país, 
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ampliando acciones sostenibles en sus 
procesos de producción. 
- El evento fue patrocinado por: Petrobras, 
Funasa, Caixa, Fundação Banco do Brasil, 
Eletrobrás, Sabesp, Coca-Cola, AMA 
(Ambev), BNDES, Binational Itaipu y BRK 
Ambiental y Banco do Brasil. 
Fuente: Elaboración propia, 2018. 
 
Estos foros son espacios donde, teóricamente, se debaten las políticas relacionadas con 
el agua para encontrar soluciones a los problemas que se presentan en el mundo. Sin 
embargo, las políticas propuestas tienen como principal objetivo liberalizar el recurso y los 
servicios del agua en el mercado, es decir, considerar el agua como un bien económico y 
privatizar la gestión.  
 
Cuando el Banco Mundial, desde el año 2000, orienta las discusiones hacia la 
consideración del agua como necesidad básica en cambio de derecho humano, introduce 
el agua en el grupo de las necesidades que pueden satisfacerse a través del mercado, 
como bien económico sujeto a inversión, acogiendo a su vez la capacidad adquisitiva como 
condición necesaria para el acceso (Villa, 2012). Y la falencia mayor de este escenario es 
que, como se refleja en sus postulados, desconoce las alternativas y relaciones 
ancestrales, históricas, públicas y comunitarias que los pueblos han construido alrededor 
del agua. Es por esto que los FMA han sido denunciados sistemáticamente como espacios 
antidemocráticos (Atalc, 2018). 
 
Como respuesta, los pueblos se han abierto su propio camino, generando otros espacios 
de cooperación por fuera de los tradicionales multilaterales y corporativos. La expansión 
de las organizaciones sociales internacionales e intergubernamentales, la presencia de la 
protesta social en estos foros internacionales de poder, han permitido nuevos espacios de 
articulación de las luchas sociales y ambientales, populares y soberanas en el mundo, 
como es el Foro Alternativo Mundial del Agua – FAMA. 
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Desde su inicio en Florencia (2003), el FAMA comparte una visión común del agua: El 
agua es derecho, no mercancía (ver figura 2-6). Los principios sobre los cuales se empezó 
a estructurar este espacio fueron el del reconocimiento del agua como bien común 
planetario; la integración del derecho al agua en la legislación internacional; la 
implementación de una gestión democrática del agua y el financiamiento público. Esto en 
oposición al concepto promovido por la cooperación Norte-Sur acerca de las alianzas 
público-privadas del Banco Mundial.  
 
Figura 2-6: “Agua es derecho, no mercancía”, lema del Foro Alternativo Mundial del Agua. 
 
 
Como victoria de los pueblos reunidos en esta lucha por la defensa del agua y los bienes 
comunes, está el reconocimiento de Naciones Unidas del derecho al agua potable y 
saneamiento como un derecho humano esencial para el pleno disfrute de la vida con la 
Resolución 64/292 de 2010, la integración de este derecho en las constituciones de varios 
países de Sudamérica y África, el éxito del referéndum italiano contra la privatización de la 
gestión del agua, y la re-municipalización16 del agua en París, Buenos Aires y Atlanta. 
 
                                                 
 
16 Entendida como la recuperación de los servicios de agua de compañías privadas a empresas 
públicas. 
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Sin embargo, estas victorias se encuentran nuevamente en un escenario en disputa, pues, 
si bien el FAMA es un espacio de solidaridad y construcción entre los pueblos, aún hay 
bastante camino por recorrer para dar respuestas integrales a las políticas de privatización, 
mercantilización y financiarización del agua17.  
 
En 2018, el FAMA reunió alrededor de 7000 personas, articuladas en 450 organizaciones 
nacionales e internacionales de todos los continentes; movimientos populares, 
organizaciones no gubernamentales, universidades, investigadores, ambientalistas, 
organizados en grupos, colectivos, redes, frentes, comités, foros, institutos, articulaciones, 
sindicatos y consejos; quienes denunciaron repetidamente el reciente golpe aplicado en 
Brasil por el Gobierno de Temer, como ejemplo de la acción coordinada entre 
corporaciones, sectores del parlamento y medios de comunicación, para someter a los 
gobiernos a una agenda de acuerdo a sus intereses, sentando las bases para una nueva 
ola privatizadora.  
 
Se denunció también a las transnacionales Nestlé, Coca-Cola, Ambev, Suez, Veolia, 
Brookfield (BRK Ambiental), Dow AgroSciences, Monsanto, Bayer, Yara, a los organismos 
multilaterales como el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional y a las ONGs 
ambientalistas de mercado como The Nature Conservancy y Conservation International, 
entre otras, que expresan el carácter del “Foro Mundial de las Corporaciones”, cuyo deseo 
es “la invasión, la apropiación y el control político y económico de los territorios, de las 
nacientes, ríos y embalses para atender a los intereses del agronegocio, hidronegocio, de 
la industria extractivista, minería, especulación inmobiliaria y generación de energía 
hidroeléctrica” (FAMA, 2018).18 
 
Nalú Faria, coordinadora nacional de la Marcha Mundial de Mujeres expuso la 
contradicción capital-vida en relación con el agua y los bienes comunes, en donde afirma 
que el capital, que en su forma actual es heteropatriarcal, racista y colonialista, avanza no 
                                                 
 
17 El análisis que se presenta en esta sección acerca de los desafíos para las organizaciones y 
movimientos sociales después del Foro Alternativo Mundial del Agua 2018 se hace gracias a la 
participación en el FAMA 2018 en Brasilia. 
18 Ver la Declaración Final del FAMA 2018 en: https://viacampesina.org/es/declaracion-final-del-
fama-reafirma-el-agua-no-es-mercancia-el-agua-es-de-los-pueblos/ 
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sólo sobre la explotación de la fuerza de trabajo en el mercado laboral, sino que avanza 
sobre la apropiación y explotación del trabajo a nivel reproductivo y de cuidado hecho por 
las mujeres, en función de la división sexual del trabajo. Este es un ataque a la vida, pues 
“hay muchas vidas que para el capital no importan” (Faria, 2018). 
 
Asimismo, se discutió la importancia de un movimiento internacional, que articule luchas 
locales, pues se tiene la convicción de que solamente la lucha conjunta de los pueblos y 
las elaboraciones colectivas podrán derrotar el sistema capitalista, patriarcal, racista y 
colonial (FAMA, 2018). “Necesitamos responder juntos, construir alianzas y estrategias”, 
“nuestras luchas están entrelazadas”, “somos pueblos del agua y el agua de los pueblos”, 
gritaban los participantes en la marcha de cierre del Foro, el día 22 de marzo de 2018 (ver 
figura 2-7).  
 
Sin embargo, en las discusiones y debates durante el Foro primó el intercambio de 
experiencias locales, que, aunque fundamental, se queda corto en lograr análisis más 
complejos del contexto y la coyuntura de los países, y lograr articular estas luchas en un 
otro proyecto político, con otras formas de participación a las establecidas por los Estados 
y las corporaciones. 
 
Figura 2-7: “El agua es del pueblo”. Marcha de cierre del Foro Alternativo Mundial del 
Agua, 22 de marzo de 2018. 
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Esta debilidad en la construcción y resultados del FAMA dificulta hacer una oposición 
concreta a las políticas de privatización y los poderes de las corporaciones. Por esto, en 
palabras de Nalú Faria, la manera de hacer la disputa al capitalismo es no separar la lucha 
por el agua como bien común de la lucha antisistémica por la construcción de otro modelo, 
pues se tiene que pensar el agua como parte de un proceso, de un conjunto de luchas y 
de derechos a construir. Esto pone sobre la mesa una nueva forma de cooperar que vaya 
hacia una transformación social emancipadora y la autodeterminación de los pueblos, 
como lo plantea Boaventura de Sousa.  
2.2 Lineamientos internacionales aplicados en Colombia 
Este apartado de la investigación indaga en los discursos de cooperación internacional sus 
bases epistemológicas y la manera en que se ubican o no en marcos normativos 
nacionales. En esta indagación es posible que se encuentren pretensiones contrarias a la 
equidad y justicia en el acceso, uso y cuidado de los patrimonios naturales.  
 
Colombia ha incorporado los lineamientos internacionales referentes a lo ambiental a su 
legislación interna, y lo ha hecho con el objetivo de alinear la cooperación con los objetivos 
de los Planes Nacionales de Desarrollo a partir, principalmente, del año 2002. Esto se ha 
reflejado en las Estrategias Nacionales de Cooperación Internacional, que son el 
instrumento donde se reflejan los objetivos estratégicos de la cooperación internacional en 
Colombia.  
 
La Estrategia de Cooperación Internacional 2007 – 2010, bajo la presidencia de Álvaro 
Uribe Vélez, plantea bloques temáticos y áreas prioritarias en desarrollo de la Declaración 
de París. Esta estrategia plantea una securitización de los temas ambientales (Palacio, 
2006), en tanto toma la protección del ambiente únicamente en clave de la erradicación de 
las “drogas ilícitas”. Se hace una reorganización de la demanda de cooperación alrededor 
de tres áreas prioritarias: 1. Objetivos de Desarrollo del Milenio, 2. Lucha contra el 
problema mundial de las drogas y protección del medio ambiente (dejando los temas 
ambientales sujetos a políticas de seguridad nacional, securitizados), y 3. Reconciliación y 
Gobernabilidad. 
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De esta manera, según la Estrategia, el establecimiento de cultivos de uso ilícitos implica 
la destrucción del ambiente, entonces, para protegerlo es necesaria la erradicación. El 
documento plantea que “se estima que el establecimiento de cultivos ilícitos ha ocasionado 
la destrucción de 2.2 millones de hectáreas de bosque en el territorio colombiano […] Esto 
se suma a los daños ocasionados a los suelos y fuentes hídricas por las sustancias 
químicas utilizadas en el procesamiento de la hoja” (2007, p. 12).  
 
Esto implica, además, una responsabilidad compartida con la comunidad internacional, 
pues la “política nacional concibe el problema mundial de las drogas de una manera 
integral, es decir, tomando en consideración todas las manifestaciones de la cadena [...]” 
(Acción Social, 2007, p. 12).   
 
En cuanto a la priorización del cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, se 
plantea la articulación con el sector privado, “no solamente en la generación de fuentes de 
empleo e ingresos dignos, sino a través de la inversión en programas y el desarrollo de 
acciones socialmente responsables” (2007, p. 30). Entonces, la responsabilidad social 
empresarial toma un lugar importante en la institucionalidad nacional y como argumento 
para el ingreso de la cooperación internacional, a través la empresa privada transnacional.  
 
Esto, supuestamente, intentando cumplir el objetivo número ocho ‘asociación mundial para 
el desarrollo’, que es entendido desde la Estrategia Nacional como la alianza entre el 
Estado, la sociedad civil (sector privado) y la cooperación internacional (incluyendo 
empresas transnacionales), siguiendo las reglas de la ayuda oficial al desarrollo y las del 
comercio mundial.  
 
Para cumplir el objetivo siete de garantizar la sostenibilidad ambiental, la Estrategia 
incorpora los principios de desarrollo sostenible en las políticas y los programas 
nacionales, en especial en el Plan Nacional de Desarrollo 2007 – 2010. Estas políticas, 
permiten al Estado armonizar “las acciones y los recursos requeridos para garantizar la 
oferta de bienes y servicios ambientales que demanden las necesidades de desarrollo 
económico y social del país” (2007, p. 40). Nuevamente, el ambiente al servicio de lo 
económico y lo social, mostrando cuál es la aplicación real y la concepción del llamado 
desarrollo sostenible.  
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Dentro de estas políticas se encuentra también la gestión integrada del recurso hídrico, 
que es concebida como el uso eficiente del agua y la prevención de la contaminación. Y 
siguiendo la línea de la eficiencia, las políticas de saneamiento básico se focalizan en 
aquellos municipios “que no cuentan con esquemas eficientes de gestión”. En el siguiente 
aparte veremos qué significó para Colombia los esquemas eficientes de gestión del agua. 
 
Posteriormente, en el primer mandato del ex presidente Juan Manuel Santos, la Estrategia 
Nacional de Cooperación Internacional 2012 – 2014, abordó, tanto la cooperación como lo 
ambiental en clave de las cinco locomotoras “para estimular el crecimiento y el desarrollo 
económico: innovación; agricultura y desarrollo rural; vivienda; desarrollo minero y 
expansión energética; e infraestructura y transporte” (APC, 2012, p. 17), planteadas en el 
Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014, “Prosperidad para todos”.  
 
Así, las necesidades de cooperación del país se enfocaron en seis áreas. La primera es la 
gestión integral del riesgo y restablecimiento sostenible de comunidades afectadas por 
desastres naturales. La segunda, la igualdad de oportunidades para la prosperidad 
democrática, en donde uno de los componentes es el de agua y saneamiento. Aquí se 
plantea la implementación de los Planes Departamentales de Agua (Aguas para la 
Prosperidad) y los esquemas empresariales de prestación eficiente de los servicios.  
 
La tercera área prioritaria es el crecimiento económico con equidad y competitividad, que 
contempla el desarrollo minero-energético, con el cual el “país pretende convertirse en el 
exportador número uno de energía a las naciones vecinas” (APC, 2012, p. 34). La cuarta 
es el medio ambiente y desarrollo sostenible, donde continuando con este último concepto, 
“el objetivo de la política ambiental del Gobierno Nacional es garantizar la recuperación y 
el mantenimiento del capital natural y de sus servicios ecosistémicos, como soporte del 
crecimiento económico y apoyo a las locomotoras de desarrollo […]” (2012, p. 36), en 
donde, como se dijo anteriormente, un crecimiento económico acompañado de una 
degradación ambiental puede ser compatible con la sostenibilidad siempre que la inversión 
en capital fabricado sea suficiente para compensar dicha degradación. La quinta área es 
la gobernabilidad y la sexta las víctimas, reconciliación y Derechos Humanos. De esta 
forma, se evidencia que, en este periodo, el ambiente es fundamental en tanto bastión de 
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las locomotoras del desarrollo; es decir, es visto como elemento al servicio del crecimiento 
económico basado en exploración y explotación minera y petrolera, sin importar que las 
experiencias de minería y petróleo, principalmente a gran escala, han resultado nefastas 
para el país tanto en aspectos sociales y ambientales como en aspectos económicos. 
 
Por último, la Hoja de Ruta de la Cooperación 2015-201819 (ver figura 2-8), siguió las 
recomendaciones que hizo la OCDE a Colombia en su Evaluación de Desempeño 
Ambiental en 2014, en aras del proceso de adhesión de Colombia a esta organización. Se 
explicará entonces la evaluación, la cual gira en torno a una gran recomendación y es 
otorgar al crecimiento verde un lugar central en el Plan Nacional de Desarrollo 2014 – 
2018. La evaluación se hace con base en un conjunto de indicadores de crecimiento verde 
que se utilizan para examinar a los países: i) la productividad de la economía en el uso de 
los recursos y del medio ambiente; ii) la base de activos naturales, y iii) las dimensiones 
ambientales de la calidad de vida. 
 
De acuerdo con el documento de evaluación, uno de los avances más grandes de 
Colombia en materia ambiental es que, para ese momento (2014), supuestamente el país 
estaba próximo a alcanzar la meta del séptimo Objetivo de Desarrollo del Milenio relativo 
al mejoramiento del acceso sostenible al agua potable20, pues las conexiones de los 
hogares a la red de suministro de agua potable aumentaron del 87,3% en 2003 al 87,6% 
en 2010.  
 
De hecho, según la OCDE (2014), para tratar el tema del acceso al suministro de agua y 
saneamiento, y mejorar la” gobernanza” en el sector, en Colombia se realizaron reformas 
integrales a mediados de la década de los 90. Todas las reformas se correspondieron con 
los procesos de privatización del agua y, al parecer, no tuvieron ningún análisis de lo que 
esto significó en términos de conflictos sociales y ambientales para las poblaciones de los 
principales centros de experimentación de ese viraje institucional21. El objetivo fue 
                                                 
 
19 APC-Colombia ha priorizados tres áreas temáticas para la cooperación que recibe Colombia: 
Construcción de paz, desarrollo rural sostenible y conservación y sostenibilidad ambiental (APC, 
2015a).  
20 Reducir a la mitad, para el año 2015, el porcentaje de personas sin acceso sostenible al agua 
potable y a servicios básicos de saneamiento. 
21 Ver ‘Agua y Transnacionales en la Costa Caribe. Laboratorio experimental del modelo privatizador 
en Colombia’ (Camacho y Urrea, 2007). 
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reestructurar el servicio de provisión de agua e incrementar la participación del sector 
privado, medidas dirigidas desde el Banco Mundial. Y según la Organización, estas 
reformas promovieron el financiamiento sostenible del sector y permitieron que Colombia 
avanzara sustancialmente en la ampliación del acceso al servicio de suministro de agua y 
saneamiento. 
 
En la segunda parte del informe “Entorno de formulación de políticas”, la OCDE estipula 
que es necesario consolidar y reestructurar las leyes y normas ambientales en diversas 
áreas, y alinearlas con las buenas prácticas internacionales, refiriéndose a aplicar el 
principio de quien contamina paga y a promover el uso de los instrumentos económicos 
para “mejorar la asignación y el uso eficiente de los recursos naturales y reflejar de mejor 
manera  los costos sociales del uso de los recursos, los residuos y la contaminación” 
(OCDE, 2014, p. 55).  
 
En la tercera parte “Hacia un crecimiento verde”, se sugiere que “la transición hacia un 
crecimiento más amigable con el medio ambiente requiere incentivos de mercado más 
potentes” (2014, p. 80). Es por esto que, según la OCDE, un obstáculo para la ampliación 
de la infraestructura relacionada con el agua es el bajo nivel de las tarifas a los usuarios, 
que siguen siendo inferiores al costo de la prestación de los servicios de abastecimiento. 
Dice, además, que el sistema actual de precios con subsidios cruzados en servicios 
públicos (electricidad y gas, agua y desechos) que intenta mantener bajos precios para los 
hogares pobres, tiene un escaso efecto redistributivo y no incentiva el uso eficiente de la 
energía y el agua, ni una reducción de la generación de desechos, poniendo “en peligro la 
sostenibilidad financiera de la prestación de servicios”. Por esto, recomienda: 
 
“Mejorar la sostenibilidad financiera, social y ambiental de la prestación de servicios 
de abastecimiento de agua y saneamiento mediante: i) la evaluación de los subsidios 
relacionados con el agua en todos los sectores, a fin de garantizar que no incentivan 
el desperdicio de agua; ii) una mejor focalización de los recursos públicos para 
ampliar el acceso a los servicios de agua y saneamiento; iii) un incremento del 
gravamen por contaminación de agua con objeto de aumentar los ingresos 
disponibles para inversiones en infraestructura de tratamiento de aguas residuales, 
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y iv) el desarrollo de capacidad de los municipios más pequeños para gestionar los 
contratos de prestación de servicios con el sector privado” (OCDE, 2014, p. 83).  
 
Además, señala que en 2012 Colombia firmó la Declaración de la OCDE sobre crecimiento 
verde, en cuyo marco los países se comprometen a seguir una estrategia de alentar las 
inversiones verdes y realizar una gestión sostenible de los “recursos naturales”, reformar 
los subsidios y las señales de precios a largo plazo, liberalizar el comercio de bienes y 
servicios ambientales y promover el crecimiento verde en los países socios por medio de 
la cooperación internacional. Y para la OCDE, el Plan Nacional de Desarrollo 2010 – 2014, 
representó un importante paso hacia la formulación de esta política de crecimiento verde, 
pues “en él se definen tres grandes fuentes para el crecimiento económico sostenible, a 
saber: innovación, competitividad y cinco locomotoras para el crecimiento” (2014, p. 85).  
 
Finalmente, en la cuarta parte “Cooperación internacional”, la OCDE asegura que 
Colombia podría beneficiarse aún más del mecanismo para un desarrollo limpio (MDL), de 
medidas de mitigación apropiadas para cada país y de actividades de REDD+. Y rescata 
fuentes que, para la OCDE, han sido fundamentales en el financiamiento del ambiente en 
el país. Entre ellas señala al Fondo para el Medio Ambiente Mundial –GEF-, del que se 
recibió un “total de 117 millones de dólares en subvenciones (complementadas con 
cofinanciamiento por 510 millones de dólares) […] En el período de programación 2010-
2014 se asignaron a Colombia 53 millones de dólares en financiamiento por parte del 
FMAM, de los que el 70% está dirigido a proyectos sobre diversidad biológica y el 25% a 
proyectos sobre cambio climático” (OCDE, 2014, p. 143).  
 
Siguiendo con la ayuda multilateral, la OCDE (2014) resalta también la labor de los bancos 
multilaterales de desarrollo. Dice que, “por ejemplo, desde el año 2000 el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) ha aprobado más de 1.000 millones de dólares en 
préstamos para el sector de agua y saneamiento y 450 millones de dólares para medio 
ambiente y desastres naturales. A su vez, desde 2003 el Banco Mundial ha otorgado 
préstamos por un total de 800 millones de dólares en apoyo a políticas ambientales y al 
desarrollo sostenible” (2014, p. 143).  
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Figura 2-8: Participación de la cooperación según ejes temáticos de la Hoja de Ruta 
para los años 2015 – 2017.
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de APC. Informe de Gestión 2015, 2016 y 
2017. 
 
En 2015, la cooperación internacional en materia ambiental (conservación y sostenibilidad 
ambiental) se concentra en el sur del país “debido a la biodiversidad que se encuentra en 
la zona amazónica” (APC, 2018a, p. 7) (ver figura 2-9). Los recursos que se invirtieron, se 
destinaron en su mayoría a la gestión de la biodiversidad y de los “servicios ecosistémicos” 
(40%), a la reducción de la deforestación (30,3%) y a la mitigación y adaptación al cambio 
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Figura 2-9: Distribución departamental de la cooperación destinada a la conservación 
y sostenibilidad ambiental 2015. 
 
Fuente: APC, 2018a. 
 
Para 2018, los principales cooperantes para el área de ‘Conservación y Sostenibilidad 
Ambiental’ y ‘Desarrollo Rural Sostenible’ de la Hoja de Ruta de la cooperación 
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Figura 2-10: Cooperantes para el área de Conservación y Sostenibilidad Ambiental año 
2018. 
 
Fuente: APC, 2018b. 
 
Figura 2-11: Cooperantes para el área de Desarrollo Rural Sostenible año 2018. 
 
 
Fuente: APC, 2018b. 
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Entonces, en cuanto a ayuda bilateral, se resalta a los Estados Unidos como donante en 
el fortalecimiento de la política ambiental, España en materia de agua y saneamiento 
(como se expondrá en profundidad en el siguiente apartado), y Noruega, Alemania y Reino 
Unido para la mitigación y adaptación al cambio climático. Así es como en 2015, tras la 
COP21 de París, se firma una alianza con Noruega, Alemania y el Reino Unido para dar a 
Colombia 300 millones de dólares para invertir en planes de mitigación y adaptación al 
cambio climático, en el marco de la meta de reducción del 20% de las emisiones de gases 
de efecto invernadero a 2030, el compromiso internacional de llevar a cero la deforestación 
neta en la Amazonía colombiana en el 2020 y el objetivo del Plan Nacional de Desarrollo 
de reducir la deforestación a nivel nacional. 
 
Se firmaron dos acuerdos por un monto de hasta 300 millones de dólares que funcionan 
bajo el esquema de pagos por resultados de REDD+, es decir, que Colombia iría recibiendo 
pagos en la medida en que demostrara reducciones en la deforestación. De este monto 
global, se hizo un primer acuerdo por 200 millones de dólares, que tenía cobertura nacional 
y un periodo de implementación desde 2016 a 2020. El segundo acuerdo se enfocaba en 
la implementación de Visión Amazonía, una estrategia para fomentar el desarrollo 
sostenible y libre de deforestación en esta región, a través de la firma de REDD+ Early 
Movers (*REM), y estaba respaldado por un compromiso de hasta 100 millones de dólares, 
para un periodo de 2016 a 2021. En abril de 2018, la Embajada de Noruega y el Ministerio 
de Ambiente iniciaron el proyecto Gran Alianza contra la Deforestación, por medio del cual 
se hará un incremento de la cooperación de hasta 250 millones de dólares de 2020 a 2025 
para la lucha contra la deforestación bajo el mismo mecanismo de pago por resultados. Es 
necesario mencionar que, a menos de dos años para cumplirse el primer plazo, la situación 
en la región presenta una tendencia completamente contraria. En lugar de disminuir, la 
deforestación en el país ha incrementado drásticamente, pues entre 2015 y 2016, la 
deforestación en el país incrementó en un 44 %, pasando de 124.035 hectáreas 
deforestadas a 178.597 hectáreas en 2016. Y siendo 2017 el año con la cantidad más 
grande de hectáreas deforestadas en los últimos seis años, 219.973 hectáreas 
deforestadas, 65,5 % de ellas en selvas de la Amazonia (IDEAM, 2018). 
 
Estas son nuevas formas de financiarización, en donde la naturaleza no sólo se convierte 
en mercancía, sino pasa a ser un activo de la especulación en los mercados financieros. 
Esto se ve reflejado en el Convenio de Cambio Climático, y su propuesta de emisiones 
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neta cero, en donde los contaminadores pueden emitir una cantidad de contaminantes si 
lo compensan en otro lado, por ejemplo, con plantaciones de monocultivos, proyectos 
REDD, plantaciones agrícolas, etc.  
 
En estos procesos, el carbono se vuelve la métrica principal en la financiarización, pues se 
entiende que la reducción de la deforestación, al poderse expresar en toneladas de CO2 
no emitidos, está transformando el carbono en dinero. Es decir, la naturaleza se vuelve 
una cadena de generación de valor. 
 
Como se analizó en esta sección, los marcos normativos nacionales presentan a actores 
multilaterales como el Banco Mundial, el Banco Interamericano de Desarrollo, el Fondo 
GEF como financiadores para la protección y cuidado del ambiente; actores que han 
estado involucrados y han promovido políticas de privatización y mercantilización de la 
naturaleza, por un lado, y a cooperación bilateral de países como Noruega, Alemania y 
Reino Unido, promoviendo estrategias como REDD, y profundizando la financiarización de 
la naturaleza, por el otro lado. En la siguiente sección se analizarán las implicaciones 
concretas de todas estas estrategias de cooperación, multilaterales y bilaterales, en la 
gestión del agua en Colombia.  
2.3 Agua y cooperación internacional para el desarrollo. 
¿Qué nos ha dejado la cooperación en la gestión del 
agua en Colombia? 
Los lineamientos y estrategias de organizaciones internacionales expuestos en las dos 
secciones anteriores, han instaurado y blindado un modelo privatizador del agua en 
Colombia. Desde los años 90, las instituciones financieras internacionales – IFIS -, y en 
especial el Banco Mundial, promovieron la privatización de empresas estatales, incluidas 
las prestadoras de servicios públicos (acueductos y alcantarillado, suministro de energía), 
con el argumento de la escasez hídrica y la ineficiencia del Estado de gestionar el agua y 
la energía en el país. Se analizará en esta sección cómo estos esquemas se 
experimentaron en el país, inicialmente en la costa Caribe.  
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De acuerdo con las políticas y recomendaciones del Banco Mundial, las “estrategias para 
el sector de agua potable y saneamiento básico se relacionan con el aumento de cobertura 
urbana y rural, y provisión del servicio y gestión efectiva del recurso” (Camacho y Urrea, 
2007, p. 14). Para alcanzar estos objetivos, el Banco Mundial incluyó reformas 
institucionales y políticas que favorecen la “transformación de la prestación tradicional del 
servicio a formas más comerciales y empresariales” (Camacho y Urrea, 2007, p. 14).  
 
Esta política se inauguró en el país con la Ley 142 de 1994, donde se dio vía libre a la 
privatización de los servicios públicos, que hasta ese momento eran de prestación 
exclusiva del Estado. Y como consecuencia, se presentó un incremento sostenido de 
tarifas de acueducto y alcantarillado en las principales ciudades del país, “entre los años 
1995 y 2000 hubo aumentos en las tarifas entre el 38% y el 226% en las 18 principales 
ciudades del país […] Ese aumento se sustenta en la imposibilidad de cubrir costos 
económicos de la prestación del servicio con las tarifas vigentes a la fecha de entrada de 
la Ley” (Cárdenas y Urrea, 2011, p. 40).  
 
El Banco Mundial inició la financiación de proyectos, en especial, en la Costa Caribe desde 
199522. Como condición de estos préstamos, señalaba que la privatización se convertiría 
en mecanismo principal para resolver los problemas específicos del sector: “Apoyar la 
reforma al sector agua facilitando la incorporación del sector privado dentro de la gestión 
y operación de los sistemas de acueducto que participan en el proyecto con el propósito 
de crear y proveer un ambiente de mejoramiento de la eficiencia y sostenibilidad  de estos 
sistemas y proveyéndolos con apoyo financiero para asegurar su viabilidad” (Banco 
Mundial 2000, citado en Camacho y Urrea, 2007, p. 16). Es así como inicia lo que Urrea 
(2007) llama el “laboratorio experimental” del modelo de privatización en la Costa Caribe, 
pues los municipios de Cartagena, Montería, Santa Marta y Barranquilla fueron los 
primeros lugares en implementar las empresas mixtas en coincidencia de los lineamientos 
del Banco Mundial bajo su categoría de las Alianzas Público Privadas (PPPs).  
 
Todo el cuerpo legislativo alrededor de la protección de las PPPs, que dio origen a estas 
empresas público-privadas, privilegiaron el “gerenciamiento empresarial para los 
                                                 
 
22 Ver “Agua y Trasnacionales en la Costa Caribe colombiana. Laboratorio experimental del modelo 
privatizador en Colombia” (Camacho y Urrea, 2007). 
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operadores especializados (Aguas de Barcelona, Canal de la Reina Isabel II, Fomento de 
Construcciones y Contratas) y sometieron a los municipios con endeudamientos 
millonarios con la Banca Multilateral” (Urrea, 2014).  
 
De esta manera, una de las mejores estrategias para introducir el modelo privatizador 
fueron las Asociaciones Público Privadas (PPPs), y en Colombia encontraron su mejor 
expresión en los Planes Departamentales del Agua (PDAg). Estas PPPs se 
institucionalizan en 2007, a través de la Ley 1151, la cual incluye los PDAg para el manejo 
empresarial del agua y saneamiento, “pero el trabajo fino de preparación lo encontramos 
desde 2005 cuando el BM autoriza un préstamo de margen fijo por US$100 millones -
reembolsable en 13 años y medio, que incluyen ocho años y medio de gracia para apoyar 
el sector del agua y el saneamiento, con los siguientes objetivos: apoyar inversiones 
relacionadas con el mejoramiento de los servicios; ampliar la participación del sector 
privado en las ciudades medianas, a través de la introducción de acuerdos de gestión 
basados en los resultados con operadores especializados; realizar inversiones adecuadas 
de abastecimiento de agua y saneamiento en zonas rurales desfavorecidas de Colombia; 
mejorar la viabilidad y responsabilidad financiera de los municipios participantes y al mismo 
tiempo fortalecer su capacidad de ejecución” (Cárdenas y Urrea, 2011, p. 16).  
 
Mientras el Banco Mundial tomaba esta estrategia como modelo de éxito en el escenario 
internacional, los cuatro años de la implementación de los PDAg demostraron que esa no 
era ninguna solución real en los diferentes territorios. Entonces, en 2011 se da por 
terminado la política de los PDAg, al ser un sistema pensado para centros nucleados y 
cabeceras municipales, sin tener en cuenta la ruralidad colombiana, y “un modelo de 
endeudamiento en el que incluso se definió la pignoración de recursos de regalías y del 
Sistema General de Participación, en una proyección de 15 años” (Urrea, 2014).  
 
La nueva política de agua, bajo la presidencia de Juan Manuel Santos, “Aguas para la 
Prosperidad”, mantuvo todos los esquemas de financiación que los PDAg, así como los 
privilegios a operadores especializados para su ejecución y la conformación de figuras 
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regionales para la prestación23 (Martínez, 2016). Y fue en este momento cuando la ayuda 
de la Agencia Española para la Cooperación Internacional y el Desarrollo (AECID) se hace 
más fuerte en el país, pues entra a complementar el presupuesto nacional anual para la 
ejecución de la política rural de aguas, y como contrapartida obtiene vía libre para la 
participación de empresas españolas en la gestión del agua en los campos colombianos. 
Así se configura una nueva forma de cooperación para el desarrollo, más parecidas a 
“Tratados de Protección de Inversiones, en los que la colaboración de los países del Norte 
se traduce en beneficios para sus empresas” (Urrea, 2014).  
 
▪ Agencia Española para la Cooperación Internacional y el Desarrollo – AECID 
 
La cooperación española en materia de agua se ha hecho en Colombia a través del Fondo 
de Cooperación para Agua y Saneamiento – FCAS, el cual fue lanzado por Rodríguez 
Zapatero en 2007 “para contribuir a resolver el problema del acceso al agua y al 
saneamiento en América Latina y el Caribe” (Basteiro, 2015). El FCAS, bajo la gestión 
financiera del Instituto de Crédito Oficial, y cuyo brazo operativo en América Latina es el 
Banco Interamericano de Desarrollo – BID, hace parte de los esquemas de cooperación 
que la AECID ha instaurado desde la contracción de la economía española y el súbito 
recorte de fondos de cooperación oficial, en donde el sector empresarial aporta recursos 
técnicos, económicos y de conocimiento a la cooperación internacional: la 
internacionalización de la empresa española.   
 
De esta forma, cuatro empresas españolas, como Aqualia y la asociación de consultorías 
Tecniberia, se integran al reducido Grupo de Trabajo del FCAS, y diez empresas lo hacen 
al Consejo Asesor; entre ellas, Aguas de Barcelona (AgBar). La filial de esta última en 
Cartagena, Aguas de Cartagena (ACUACAR), recibió del FCAS en 2015, 7 millones de 
dólares de fondos públicos de cooperación dirigidos a mejorar la rentabilidad de la 
privatización, financiar el aumento de producción y personas usuarias, y, por tanto, mejorar 
su cuenta de resultados (Basteiro, 2016).  
 
                                                 
 
23 De hecho, se les llamaba Planes Departamentales de Agua y Saneamiento de segunda 
generación con enfoque territorial. 
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La cooperación española basa su trabajo en los países “socios” en los Marcos de 
Asociación País – MAP. Con Colombia, el primer MAP fue de 2011 – 2014, en el cual uno 
de los sectores estratégicos era “Agua y Saneamiento Básico”, y cuya contribución 
apuntaba a “hacer efectivo el derecho humano al agua y superar la Meta 3 del Objetivo de 
Desarrollo del Milenio Nº 7: reducir para 2015 a la mitad el porcentaje de personas sin 
accesos a agua y saneamiento básico” (AECID, 2011, p. 35). Para esto, las acciones 
concretas se dividían en tres resultados del Plan Nacional de Desarrollo a los que 
contribuye la cooperación española. 
 
Primero, en el resultado de fortalecer las capacidades institucionales para la planificación 
y la gestión integral del agua, con énfasis en el ordenamiento de cuencas y acuíferos, la 
AECID propuso apoyar la formulación, revisión y/o ajuste a Planes de Manejo y Ordenación 
de Cuencas Hidrográficas – POMCA - y áreas protegidas; incorporar la Gestión de Riesgos 
asociados al recurso hídrico en los procesos participativos de ordenación de cuencas 
hidrográficas; y la promoción del pago por servicios ambientales. 
 
Para el segundo resultado, implementar los Planes Departamentales de Agua y 
Saneamiento de Segunda Generación con enfoque territorial, las acciones se enfocaron 
en la infraestructura para la habitabilidad básica (apoyo al desarrollo de sistemas de agua 
potable y saneamiento básico rural y periurbano); y la infraestructura orientada a la gestión 
y protección del recurso hídrico (estructuras de regulación, alerta temprana, tratamiento de 
aguas residuales rurales y periurbanas). 
 
Y, por último, para el resultado de establecer mecanismos transparentes de rendición de 
cuentas y de participación ciudadana en la gestión del recurso hídrico y de los servicios de 
agua potable y saneamiento en comunidades rurales y zonas periurbanas, se planteó la 
“gobernanza del recurso hídrico y el derecho humano al agua”, donde se proponía el 
fortalecimiento de los organismos públicos, privados y comunitarios para la gestión de 
cuencas, el uso y manejo participativo de los recursos hídricos y la gestión de los servicios 
de agua y saneamiento con criterios de eficiencia y equidad; y el fomento de la 
participación de organizaciones de usuarios en la planificación y veeduría de agua y 
saneamiento. 
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En el Marco Asociación País 2015 – 2019, la AECID cambia el nombre de esta línea 
estratégica por la de “Cohesión social”, pero en la que el Fondo de Cooperación para Agua 
y Saneamiento sigue jugando un papel fundamental. Dentro de esta línea hay dos acciones 
principales, la primera es alrededor de buscar incremento de la financiación “alineado a las 
políticas de incremento de cobertura, buscando nuevas intervenciones con cooperación 
reembolsable – FONPRODE24, y no reembolsable, juntos con otros actores de 
cooperación” (AECID, 2015, p. 34). Y, la segunda acción se enfoca en apoyar la 
implementación de la Política Nacional de Gestión Integrada del Recurso Hídrico. 
 
Asimismo, la AECID propone alianzas con el BID y el BM para la ejecución de proyectos 
estratégicos “que impulsen la transformación social y económica del Litoral Pacífico, a 
través de crédito externo por parte del Gobierno de España en el marco de FONPRODE, 
que complemente las intervenciones ejecutadas por el FCAS” (AECID, 2015, p. 40).  
 
Como se muestra, la cooperación española a través del FCAS ha financiado gran parte de 
la política pública en materia de agua en el país, un fondo con orientación hacia las políticas 
de privatización y con un interés en facilitar la internacionalización de las empresas 
españolas. Estos lineamientos internacionales sobre la gestión del agua se integran en el 
marco normativo colombiano a través de la Política Nacional para la Gestión Integral del 
Recurso Hídrico – PNGIRH –, en la que se plantea ordenar el territorio de acuerdo a las 
cinco macrocuencas del país. Para efectos de esta investigación, se estudiarán las 
políticas para la macrocuenca del Amazonas en el siguiente capítulo.
                                                 
 
24 De acuerdo con Basteiro (2016), el FONPRODE, gestionada financieramente por el Instituto de 
Crédito Oficial (ICO), por su creciente carácter reembolsable, queda bajo la tuición de COFIDES 
(Compañía Española de Financiación del Desarrollo). Y COFIDES, sociedad de capital mixto 
adscrita al Ministerio de Economía y Competitividad, está en un 39% en manos de la banca 
española: BBVA, Banco de Sabadell y Banco de Santander. Así pues, para que el FONPRODE sea 
atractivo para estos bancos, dice Basteiro “resulta necesario que se introduzcan algunas reformas 
“menores”, como que determinados informes no sean públicos, que se elimine el techo para la 
Ayuda Oficial al Desarrollo (AOD) reembolsable, que se flexibilicen las condiciones para dar crédito, 





3. Gestión del agua en Colombia 
Como se presentó en el segundo capítulo, el paradigma de la Gestión Integrada de 
Recursos Hídricos se empezó a gestar desde 1992 en todas las instituciones 
internacionales y desde ese momento fue la política rectora en materia de agua en el 
mundo. Tanto así que, en 2010, el Viceministerio de Ambiente, del Ministerio de Ambiente, 
Vivienda y Desarrollo Territorial – MAVT – integró este discurso a las políticas nacionales, 
a través de la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico (PNGIRH).  
 
El Ministerio retoma la definición de la Asociación Mundial del Agua, anteriormente 
planteada, en la que la gestión integrada de recursos hídricos es “un proceso que 
promueve la gestión y el aprovechamiento coordinado de los recursos hídricos, la tierra y 
los recursos naturales relacionados, con el fin de maximizar el bienestar social y económico 
de manera equitativa sin comprometer la sustentabilidad de los ecosistemas vitales” (GWP, 
2010, p. 24). Una definición bastante similar a las ya enunciadas de desarrollo sostenible 
o economía verde. En este sentido, los principales postulados de este discurso son: 
 
“1. La integración de la gestión del agua para todos sus usos, con el objetivo de 
maximizar los beneficios globales y reducir los conflictos entre los usuarios. 2. La 
integración en la gestión de intereses económicos, sociales y ambientales, tanto de 
los usuarios directos del agua como de la sociedad en su conjunto. 3. La integración 
de la gestión de todos los aspectos del agua (cantidad, calidad y tiempo de 
ocurrencia) que tengan influencia en sus usos y usuarios. 4. La integración de la 
gestión de las diferentes fases del ciclo hidrológico. 5. La integración de la gestión a 
nivel de cuencas, acuíferos o sistemas hídricos interconectados. 6. La integración de 
la gestión de la demanda de agua con la gestión de la oferta. 7. La integración de la 
gestión del agua y de la gestión de la tierra y otros recursos naturales y ecosistemas 
relacionados” (MAVT, 2010, p. 82). 
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La PNGIRH se formuló en cumplimiento con el Plan Nacional de Desarrollo 2006 – 2010, 
que en su capítulo cinco “una gestión ambiental y del riesgo que promueva el desarrollo 
sostenible” incorporó la gestión integral del recurso hídrico como una de sus líneas de 
acción. Esta política establece los objetivos, estrategias, metas, indicadores y líneas de 
acción estratégica para el manejo del agua en el país, en un plazo de 12 años; por tanto, 
es el marco normativo que actualmente nos rige para el manejo del agua en el país.  
 
De acuerdo a la PNGIRH, la gestión del “recurso hídrico” se divide en cuatro grupos: 
planificación, administración, seguimiento y monitoreo, y manejo de conflictos relacionados 
con el agua (tabla 3-1). 
 
Tabla 3-1: Política Nacional de Gestión Integral del Recurso Hídrico. 
Gestión Integrada del Recurso Hídrico 
Grupo Detalle 
Planificación Elaborar: 
▪ Planes de gestión ambiental regional (PGAR) 
▪ Plan de acción 
▪ Planes de ordenación y manejo de cuencas 
hidrográficas (POMCA) 
▪ Planes de ordenamiento del recurso hídrico (PORH) 
▪ Plan de ordenación forestal (POF) 
▪ Planes de manejo (PM) de los ecosistemas más 
importantes en su jurisdicción (humedales, páramos, 
manglares, entre otros) 
 
Asesorar y concertar: 
▪ Planes de ordenamiento territorial (POT) 
▪ Planes de saneamiento y manejo de vertimientos 
(PSMV) 
▪ Planes departamentales de agua y saneamiento 
(PDAg) 
Administración Aplicación de las normas vinculadas con: 
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▪ Concesiones de agua 
▪ Vertimiento de residuos líquidos 
Seguimiento y 
monitoreo 
Estudiar la disponibilidad de agua, a través de mediciones de 
las aguas lluvias, superficiales y subterráneas. 
Manejo de conflictos 
relacionados con el 
agua 
Conflictos relacionados con la ordenación de cuencas, el 
ordenamiento territorial, el manejo y aprovechamiento forestal 
y con el saneamiento básico. 
Fuente: Elaboración propia, 2018. 
 
De estos, los Planes de Ordenamiento y Manejo de Cuencas son los articuladores de los 
demás instrumentos de planificación. Según el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (s.f), el POMCA es el “instrumento a través del cual se realiza la planeación del 
adecuado uso del suelo, de las aguas, de la flora y la fauna; y el manejo de la cuenca, 
entendido como la ejecución de obras y tratamientos, con el propósito de mantener el 
equilibrio entre el aprovechamiento social y el aprovechamiento económico de tales 
recursos, así como la conservación de la estructura físico-biótica de la cuenca y 
particularmente del recurso hídrico”. 
 
Según el Ministerio (2010), las inversiones públicas y privadas en la gestión integral del 
recurso hídrico y en la formulación de una política hídrica nacional, se justifican por los 
beneficios provistos por el “recurso hídrico” al sector productivo y los hogares. De hecho, 
se hace la cuantificación de estos beneficios, totalizados en 43,06 billones de pesos.   
 
Una vez justificada la inversión en el agua, gracias a la “cantidad de dinero que nos 
representa a la sociedad colombiana el recurso hídrico”, esta puede ser pública o privada. 
La inversión pública se realiza por parte del Sistema Nacional Ambiental, que corresponde 
al Ministerio, las autoridades ambientales25 y los entes territoriales26. Y en cuanto a las 
                                                 
 
25 Deben destinar “los recursos recaudados por concepto de sobretasa o porcentaje ambiental del 
impuesto predial (un porcentaje según sus planes de acción), tasa retributiva, tasa por utilización 
de aguas del agua, transferencias del sector eléctrico y multas (en este caso, las relacionadas con 
el recurso hídrico); adicionalmente, se podrían destinar, cuando se reglamente, los recursos 
provenientes del cobro de valorización por la ejecución de proyectos ambientales de beneficio 
común (igualmente en este caso, para el recurso hídrico)” (MAVT, 2010). 
26 Les corresponde destinar “el 1% de sus ingresos corrientes para la adquisición y mantenimiento 
de las áreas estratégicas que surten de agua los acueductos municipales y distritales, o para 
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inversiones privadas, se encuentran los incentivos y exenciones tributarias a la inversión 
ambiental para la “adopción de tecnologías limpias, la conservación de ecosistemas 
estratégicos y la innovación y desarrollo de nuevas tecnologías. Igualmente, existen los 
recursos de la aplicación del parágrafo primero del artículo 43 de la Ley 99 de 1993, que 
obliga a destinar el 1% del valor de los proyectos objeto de licencia ambiental que usen el 
recurso hídrico, para la recuperación, preservación y vigilancia de la cuenca hidrográfica 
correspondiente” (MAVT, 2010, p. 76). 
 
En general, la PNGIRH hace un análisis del estado de los aspectos que considera clave, 
la oferta, demanda, calidad y riesgos asociados al agua, y a los que apunta solucionar con 
la formulación de las estrategias y líneas de acción de la política, así como en los 
programas y proyectos que se materializan en el Plan Hídrico Nacional, en tres etapas: 
corto (2014), mediano (2018) y largo plazo (2022). 
 
En el Plan Hídrico Nacional se plantean seis objetivos27, y para cada uno, estrategias y 
líneas de acción que definen “el rumbo hacia donde deben apuntar las acciones que 
desarrollen cada una de las instituciones y de los usuarios que intervienen en la gestión 
integral del recurso hídrico” (MAVT, 2010, p. 95). Y aunque no es objeto de esta 
investigación hacer el análisis de cada estrategia ni de cada una de las líneas de acción, 
sí corresponde a este capítulo revisar los lineamientos de política en Colombia que 
permiten establecer relaciones para la región amazónica y de dónde provienen. 
 
                                                 
 
financiar esquemas de pago por servicios ambientales. Asimismo, les corresponde destinar 
prioritariamente los recursos provenientes de las transferencias del sector eléctrico para la ejecución 
de proyectos de saneamiento y mejoramiento ambiental, entre ellos, para el saneamiento” (MAVT, 
2010). 
27 Objetivo 1. Oferta: Conservar los ecosistemas y los procesos hidrológicos de los que depende la 
oferta de agua para el país. Objetivo 2. Demanda: Caracterizar, cuantificar y optimizar la demanda 
de agua en el país. Objetivo 3. Calidad: Mejorar la calidad y minimizar la contaminación del recurso 
hídrico. Objetivo 4. Riesgo: Desarrollar la gestión integral de los riesgos asociados a la oferta y 
disponibilidad del agua. Objetivo 5. Fortalecimiento institucional: Generar las condiciones para el 
fortalecimiento institucional en la gestión integral del recurso hídrico.  Objetivo 6. Gobernabilidad: 
Consolidar y fortalecer la gobernabilidad para la gestión integral del recurso hídrico (MAVT, 2010). 
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Entonces, se hace necesario ver cómo se plantea ordenar el territorio en cinco niveles 
teniendo como “unidad espacial de gestión” la cuenca hidrográfica (MAVT, 2010). Dentro 
del objetivo ‘oferta’ y su estrategia de planificación (1.2), se establece: 
 
1. Realizar un análisis estratégico de las cinco macrocuencas del país para establecer 
pautas y directrices para su ordenamiento y manejo sostenible. Las cuencas objeto 
de planificación estratégica, estas son las cinco macrocuencas (Magdalena – 
Cauca, Caribe, Orinoco, Pacífico y Amazonas). En una siguiente sección 
analizaremos la primera de estas líneas de acción, y específicamente el Plan 
Estratégico de la Macrocuenca Amazónica. 
2. Priorizar, formular e implementar los planes de ordenación y manejo de cuencas 
hidrográficas a desarrollar en las cuencas objeto de ordenación y manejo que 
correspondan a 42 sub-zonas hidrográficas o de nivel subsiguiente según definición 
del IDEAM. 
3. Promover la articulación de los planes de ordenamiento territorial a los planes de 
ordenación y manejo de cuencas hidrográficas, como determinantes para la 
conservación y protección del medio ambiente, los recursos naturales y la 
prevención de amenazas y riesgos naturales. 
4. Formular e implementar los planes de manejo de acuíferos priorizados definidos en 
el Plan Hídrico Nacional, que no estén dentro de uno de los planes de ordenación 
y manejo de cuencas hidrográficas priorizados en el Plan Hídrico Nacional. 
5. Orientar estrategias de ocupación del territorio en los planes de ordenamiento 
territorial y en los planes de desarrollo territorial, para que tengan en cuenta la 
disponibilidad y calidad del agua. 
 
Todos estos lineamientos generales son aplicados a través de las Corporaciones 
Ambientales Regionales, quienes implementan las principales herramientas de GIRH 
(concesiones, tasa por uso del agua, tasa por contaminación, planes de cuenca, etc.). Sin 
embargo, uno de los principales problemas de la PNGIRH es la poca coordinación con 
estas autoridades ambientales, lo cual imposibilita un seguimiento y medición de los 
indicadores28.  
                                                 
 
28 Entrevista a funcionaria de la Dirección de Recurso Hídrico del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible (2018). 
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Se puede evidenciar de hecho, que la mayor parte de la cooperación en materia ambiental 
es destinada al desarrollo y fortalecimiento de la misma política ambiental. De acuerdo con 
la clasificación del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de la OCDE, en lo referente a la 
Sostenibilidad Ambiental se encuentra que los recursos de cooperación se han destinado 
de la siguiente manera: 44,13% al apoyo al desarrollo de la política ambiental y al 
fortalecimiento de la gestión administrativa, 20,33% para la conservación de la 
biodiversidad y 19,78% a la protección de la biósfera. Asimismo, el 12,95% se destinó a la 
educación y formación medioambiental y el 1,23% a la investigación ambiental (APC, 
2015b). Ver figura 3-1. 
 
Figura 3-1: Cooperación ambiental recibida de acuerdo a CAD. 
Fuente: Elaboración propia a partir de datos de APC, 2015b. 
 
Estos lineamientos de política en Colombia en materia de agua permiten establecer 
relaciones e implicaciones para la región amazónica. En el apartado 3.2 se analizará el 
Plan Estratégico de la Macrocuenca del Amazonas, para lo cual se hace necesario primero 
hacer una caracterización de la región a estudiar. 
Política medioambiental y gestión admin (44%)
Biodiversidad (20%)
Protección de la biósfera (20%)
Educación/formación medioambiental (13%)
Investigación medio ambiente (1%)
Protección del patrimonio natural (1%)
Control/prevención inundaciones (1%)
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3.1 Gestión del agua en la región amazónica colombiana 
La región amazónica colombiana es parte de la mayor cuenca hidrográfica del mundo y 
representa el 42,4% del territorio colombiano (Ministerio de Relaciones Exteriores, 2012), 
donde una parte importante de su territorio se encuentra bajo figuras de protección: 44 
millones de hectáreas de zonas de reserva forestal, 146 resguardos indígenas, 14 parques 
nacionales naturales y 4 zonas de reserva campesina (CEPAL y Patrimonio Natural, 2013).  
 
La región amazónica incorpora los conceptos de límite hidrográfico, biogeográfico y 
político-administrativo. De esta forma, comprende el límite de la cuenca hidrográfica en el 
sector occidental definido por la divisoria de aguas; en el sector norte, hasta donde llega 
la cobertura de bosque amazónico; y en el sur y el oriente corresponde a las fronteras 
políticas internacionales. Su superficie se estima en 483.163 km2 (Sinchi, 2015) (ver figura 
3-1). 
 
Figura 3-2: Mapa de la región amazónica colombiana. 
 
Fuente: Sinchi. (2015) [Mapa de la región amazónica colombiana] 
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La conexión de la Amazonia con el mundo ha hecho posible ciertos imaginarios poderosos 
y simplificadores que la convierten en un imaginario-objeto global. Ha pasado de un 
territorio específico a un gran bioma poblado por “indígenas ecológicos”, que constituye el 
“pulmón del mundo” y/o la “herencia de la humanidad” (Palacio, 2016). 
 
De acuerdo con Palacio (2007b), la crisis ambiental abrió la posibilidad de que la Amazonia 
fuera considerada como un paraíso para ser preservado por su bosque húmedo tropical, 
sus reservas de agua dulce y por su papel en la estabilización del clima mundial. Esto 
generó el interés de los países más industrializados en proteger la Amazonia, y se empieza 
a considerar como la “herencia de la humanidad”, discurso ajeno a los países que 
comparten la cuenca y, sobre todo, a los pueblos nativos que allí habitan. Entonces, dice 
“podríamos hacernos una mejor idea de la Amazonia colombiana si redefiniéramos las 
visiones que llegan de fuera de la región de modo que quepan las de sus propios 
habitantes” (Palacio, 2007ª, p. 21).  
 
De esta forma, la Amazonia parece siempre recargada de imaginarios que no siempre 
concuerdan con la realidad. Y aunque esta región debe asumirse transfronteriza y de 
integración suramericana, es necesario tener cuidado que esta integración respete los 
procesos culturales y de identidad de las comunidades amazónicas. 
 
Sobre este territorio se elaboró el Plan Estratégico, el cual contempla escenarios 
planteados para la Amazonia tanto a nivel nacional como en las visiones multinacionales 
de instancias como la Organización del Tratado de Cooperación Amazónica – OTCA, que 
comparten una visión y un discurso de protección y cuidado de la cuenca más cercano a 
las instituciones que hacen parte de escenarios como el ya mencionado Foro Mundial del 
Agua, que al de comunidades y pueblos amazónicos29.  
 
Si bien el primer tema clave del PEMA hace referencia a reconocer la heterogeneidad de 
la macrocuenca del Amazonas, y oficializar y estandarizar la información generada sobre 
                                                 
 
29 La OTCA participó del 8vo Foro Mundial del Agua, donde puso la Amazonia en la agenda del 
encuentro y presentó las principales iniciativas que viene desarrollando en la región amazónica 
dentro de la temática de “recursos hídricos”, entre ellas, los resultados del proyecto GEF Amazonas. 
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esta heterogeneidad, se articula e incluye también los lineamientos de la OTCA que 
pretenden consolidar un mismo marco de referencia o modelo para la gestión eficiente, 
integrada e integral del agua para todos los ocho países de la cuenca.  
 
Esto permite pensar en el planteamiento de Germán Palacio (2012), en el que la región 
amazónica colombiana es muchas veces entendida e imaginada como una región 
indiferenciada, estática y desconocida; representada ecosistémicamente más que 
culturalmente. Sin embargo, para entender su amplia diferencia cultural, es clave analizar 
sus procesos históricos de poblamiento y transformación material del paisaje (Palacio, 
2007a).  
 
A pesar de ser vista como un territorio uniforme, las (sub) regiones que conforman la 
Amazonia colombiana son diferentes, pero interconectadas. El Caquetá, históricamente 
fue ocupado por colonos provenientes sobretodo del Huila y Tolima, llevándola a ser una 
región deforestada para la producción campesina y ganadera. A Putumayo, la 
navegabilidad de su río lo convirtió en un territorio comercial, lo cual le dio un fuerte impulso 
económico. Guaviare, es vista como una potencia en agrocombustibles. Y en Vaupés, 
Guainía y el norte del Amazonas, la población indígena es mayoría, dándole unas 
dinámicas diferentes. Y el Trapecio Amazónico, con resguardos multiétnicos, tiene una 
impronta especial por ser frontera triple con Perú y Brasil (Palacio, 2007a), incluyendo el 
auge del turismo eco-etno-académico.  
 
Por otro lado, de acuerdo con el Ministerio de Ambiente y Sinchi (2016), el hecho de que 
Colombia comparta las aguas del río Amazonas con Brasil, Bolivia, Perú, Ecuador, 
Venezuela, Guyana, Guayana Francesa, y Surinam, impone para el país una “especial 
responsabilidad”, pues los instrumentos nacionales para el manejo de la cuenca 
amazónica, deben tener en cuenta la característica transfronteriza de sus aguas. Se 
analizará cómo se refleja esto en el Plan Estratégico de la Macrocuenca Amazónica. 
3.2 Plan Estratégico de la Macrocuenca Amazónica 
La macrocuenca del Amazonas le aporta menos del 1% al PIB nacional; sin embargo, la 
oferta hídrica es abundante y los sectores económicos que se desarrollan en la región son 
altamente dependientes del acceso y uso del agua. De acuerdo con el Ministerio de 
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Ambiente y el Instituto Sinchi (2016), los sectores económicos que registran un aporte 
cuantificable a las cuentas nacionales y que dependen intrínsecamente del acceso y uso 
del agua son el agropecuario (pecuario, agrícola y cultivos especiales), industrial y 
servicios, transporte (fluvial) y minero – energético (petróleo).  
 
De acuerdo con el Decreto 1076 de 2015, “por medio del cual se expide el Decreto Único 
Reglamentario del Sector Ambiente y Desarrollo Sostenible”, el plan estratégico es el 
“instrumento de planificación ambiental de largo plazo que, con visión nacional, constituye 
el marco para la formulación, ajuste y/o ejecución de los diferentes instrumentos de política, 
planificación, planeación, gestión, y de seguimiento existentes en cada una de ellas” 
(artículo 2.2.3.1.2.1). Y este se formulará en las siguientes fases: 
 
1. Línea base: Análisis de la información técnica, científica, económica, social y 
ambiental disponibles e identificación de actores involucrados en la planificación de 
los recursos naturales de la macrocuenca, así como los principales conflictos y riesgos 
naturales y antrópicos no intencionales relacionados con los recursos naturales. 
2. Diagnóstico: Identificación y evaluación de factores y variables que inciden en el 
desarrollo de la macrocuenca, asociados a cambios en el estado del recurso hídrico y 
demás recursos naturales. 
3. Análisis estratégico: Concertación del modelo deseado de la respectiva 
macrocuenca, con base en el cual se definirán los lineamientos y directrices para la 
gestión integral del agua y de los demás recursos naturales.  
4. Acuerdos y acciones estratégicas: Definición de acuerdos, acciones e inversiones 
que podrán ser implementadas por cada uno de los actores claves (artículo 
2.2.3.1.2.3). 
 
Para el cumplimiento del Plan Estratégico de la Macrocuenca Amazónica – PEMA, se firma 
un convenio interadministrativo30 con el Instituto Amazónico de Investigaciones Científicas 
                                                 
 
30 Las Fases I y II se realizaron bajo el Convenio 077/2012 entre el MADS (DGIRH) –SINCHI, y las 
Fases III y IV, bajo el Convenio Nº 351-2015 MADS (DGIRH) – SINCHI. 
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-Sinchi- para el desarrollo las cuatro fases, con financiación de la Agencia Francesa de 
Desarrollo – AFD31. 
 
En 2016 se finaliza la formulación del PEMA. Como ya se mencionó, el primer tema clave 
es reconocer la heterogeneidad de la macrocuenca del Amazonas como principio de 
gestión. El segundo tema que propone el PEMA apunta a generar un diálogo de saberes 
con las comunidades tradicionales. Esto, según Sinchi, basado en el argumento de “poner 
en práctica los principios 10 y 22 de la Declaración de Río, que reconocen el papel 
fundamental de las poblaciones indígenas y sus comunidades frente a la ordenación del 
medio ambiente y el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas tradicionales” 
(MADS y Sinchi, 2016, p. 543). La tercera propuesta es hacer uso de nuevas tecnologías 
que agilicen la generación de conocimiento sobre el agua. La cuarta es conservar la 
biodiversidad acuática como base de las cadenas tróficas y de los servicios ecosistémicos 
amazónicos. El quinto tema clave es entender las aguas subterráneas como fuente 
importante de abastecimiento de agua potable en la macrocuenca del Amazonas. El sexto, 
definir como servicio ecosistémico fundamental la conectividad hidrológica y pulso de 
inundación natural. El séptimo es entender la importancia de la Macrocuenca del 
Amazonas como regulador climático macroregional. Y el octavo tema es abordar el recurso 
hídrico de la macrocuenca amazónica desde una perspectiva transfronteriza, para lo que 
se plantea incluir en los planes de acción de las CAR, los compromisos vinculantes 
adquiridos en la OTCA (MADS y Sinchi, 2016). 
 
Frente a estos temas, se identificaron acciones por los actores clave en este desarrollo de 
la política, entre ellas publicar los mapas generados por el Instituto Sinchi sobre 
ecosistemas acuáticos amazónicos, publicar la información relacionada con la 
heterogeneidad de las aguas amazónicas colombianas, implementar planes de manejo de 
cuencas hídricas binacionales, garantizar que el agua potable suministrada a la población 
cumpla con altos estándares de calidad, establecidos para consumo humano, eliminar y 
                                                 
 
31 Esta Agencia en 2012 financió a Empresas Públicas de Medellín – EPM, crédito dirigido a 
fortalecer las acciones en “materia ambiental, especialmente en energía limpia y renovable, 
mejoramiento de las cuencas hidrográficas y protección de la biodiversidad en las áreas donde la 
empresa hace presencia con sus proyectos y servicios de energía eléctrica y gas natural” (EPM, 
2012). De acuerdo con la Agencia Francesa, EPM es una empresa “modelo en América Latina en 
materia de gestión y responsabilidad social y ambiental” (EPM, 2012); empresa que financia 
proyectos hidroeléctricos en el país. 
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negar solicitudes para el desarrollo de proyectos de los sectores minero y de hidrocarburos 
en áreas con ecosistemas clave para la regulación del recurso hídrico, como la Alta 
Amazonia. Los “actores clave” de los que habla esta propuesta son delegados del 
Ministerio de Ambiente, de Minas, Transporte, Comercio, el gobernador y alcalde de los 
departamentos que conforman la Amazonia, el DNP, ANLA, ANH, ANM, Sinchi, 
Corpoamazonia, las Corporaciones Autónomas Regionales, PNN, Fedegan, Fedepalma, 
la Asociación Colombiana de Petróleo, la Asociación Colombiana de Minería, la 
Universidad Nacional de Colombia, la Universidad de la Amazonia, algunas ONGs de 
ámbito nacional; y como representante de los pueblos indígenas, la OPIAC. 
 
Si bien, la política en materia de agua plantea un análisis integral de todos los aspectos 
del agua (cantidad, calidad, fases, escalas) que tengan influencia en sus usos y usuarios; 
también plantea un grave riesgo por el papel que le da a la inversión privada versus un 
limitado papel del Estado. Además de la política pública del Estado, que define acciones 
sobre un territorio, los discursos de los proyectos de cooperación también generan 
dinámicas territoriales con fuertes impactos en los usos, control, acceso, toma de 
decisiones delas relaciones de las comunidades en relación al agua. Esto se analizará 










4. Proyectos de cooperación en la región 
amazónica 
¿Cuáles son los discursos que se han apropiado del territorio amazónico? ¿Cuáles son 
esos arreglos institucionales que construyen ideas sobre el territorio amazónico? ¿Cómo 
leen los diferentes actores presentes en el territorio estos proyectos de cooperación? 
¿Cuáles son los impactos potenciales de estos proyectos de cooperación? El presente 
capítulo intenta ofrecer respuestas a estos cuatro interrogantes. 
 
En los capítulos anteriores se han presentado y examinado los principales discursos de la 
cooperación internacional para el desarrollo, los cuales han definido en el marco normativo 
nacional las políticas para el manejo de las aguas y, como ya se ha mencionado, han 
instaurado y blindado un modelo de privatización, mercantilización y financiarización del 
agua en Colombia. En este caso, se presenta el análisis de la forma en que se materializan 
estos discursos desarrollistas de la cooperación internacional en la región amazónica en 
Colombia y los efectos que generan sobre el territorio. 
 
La Amazonia colombiana puede verse como un territorio que ha sido apropiado tanto 
ideológica como materialmente. Ideológicamente, por dos discursos: el neodesarrollismo 
y el neoconservacionismo (Palacio, 2016). El primero, ha adoptado en los últimos años la 
nueva retórica ambiental ambiguamente definida como sostenibilidad, y el segundo, intenta 
dejar atrás la fuerte crítica de separación sociedad – naturaleza32. Y materialmente, se ha 
                                                 
 
32 Desde el pensamiento ambiental, cuyo principal exponente es Augusto Ángel Maya, se plantea 
que históricamente las ciencias sociales y “naturales” han considerado la sociedad como una 
invención sin raíces en su entorno y organizada por mecanismos ajenos y por fuera de las leyes 
que regulan el proceso mismo de la vida, esto explicado en parte por el reduccionismo ecologista 
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apropiado el territorio por medio de proyectos petroleros, mineros, de megainfraestructura, 
entre otros. 
 
Ese neoconservacionismo se ha arraigado de cierta forma a organizaciones de espectro 
supranacional y nacional, a través de ONGs, y hasta universidades públicas y privadas. 
De acuerdo con Palacio (2016), estas organizaciones y consultores, muchas veces captan 
recursos que podrían destinarse directamente a grupos de la Amazonia, pero en cambio, 
se quedan en organismos internacionales de financiación y de las mismas ONGs 
internacionales y nacionales, quienes actúan cada vez más como intermediarios.  
 
Muchas de estas organizaciones conservacionistas, cuyos “expertos” y “consultores”, que 
normalmente no viven en la Amazonia, se lucran de la Amazonia, pues su sostenimiento 
parece basarse en proyectos provenientes de la cooperación, sin un proyecto político claro, 
ni un objetivo de transformación real en los territorios. De esta forma, la crisis ambiental y 
el capitalismo, parece serles funcional para seguir manteniendo sus proyectos. Esta 
situación no es particular a la Amazonia, pues está presente en todo el territorio nacional.  
 
En el intento de proteger la Amazonia y quitarle la etiqueta de “herencia de la humanidad”, 
los países que comparten la cuenca han creado una plataforma de integración 
sudamericana para, según sus mandatos, discutir, generar sinergias y promover 
soluciones a las preocupaciones que competen la región amazónica a través, 
principalmente, de la Organización del Tratado de Cooperación Amazónica. Sin embargo, 
esta plataforma ha servido más para promover intereses nacionales y para articularse a 
instituciones financieras internacionales como el GEF o el BID, que para la protección del 
patrimonio natural amazónico. 
 
                                                 
 
que ha predominado en la conciencia ambiental. De esta forma, esta perspectiva pretender 
“superar, tanto el ultranaturalismo filosófico que concibe al hombre como conquistador advenedizo, 
como la interpretación biológica, que lo percibe como una especie más del reino animal” (Noguera, 
2012). 
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4.1 Organización del Tratado de Cooperación Amazónica 
El Tratado de Cooperación Amazónica (TCA) fue suscrito el 3 de julio de 1978 por Bolivia, 
Brasil, Colombia, Ecuador, Guyana, Perú, Suriname y Venezuela, con el propósito de 
promover acciones conjuntas para el “desarrollo armónico de la cuenca amazónica” 
(OTCA, 2009). Luego, en 1998, se institucionalizó en la Organización del Tratado de 
Cooperación Amazónica (OTCA), con Secretaría Permanente en Brasilia, para fortalecer 
e implementar los objetivos del Tratado, entre ellos, “fortalecer los vínculos entre países, 
por medio de la cooperación regional y la necesidad de forjar una visión común del 
desarrollo sostenible amazónico” (OTCA, 2009).  
 
El territorio que comprende la OTCA es una macro-región compleja compartida por los 
ocho países ya mencionados. Corresponde a la integración de las regiones hidrográfica, 
selvática y legal. La superficie de la región de la OTCA es de aproximadamente 7.590.083 
km2 (Sinchi, 2015) (ver figura 4-1). 
 
Figura 4-1: Región del Tratado de Cooperación Amazónica. 
 
Fuente: Sinchi. (2015). [Región del Tratado de Cooperación Amazónica]. 
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En 2009, los Ministros de Relaciones Exteriores33 hicieron una revisión del Plan Estratégico 
de la OTCA 2004-2012, y aprobaron en su X reunión, la Agenda Estratégica de 
Cooperación Amazónica con un horizonte de ocho años para su implementación. Este 
consta de dos ejes transversales. El primero, la conservación y el uso 
sostenible/sustentable de los recursos naturales renovables y el segundo, el desarrollo 
sostenible/sustentable. Y de unos ejes temáticos: bosques; recursos hídricos; gestión, 
monitoreo y control de especies de fauna y flora silvestre amenazadas; áreas protegidas; 
uso sostenible de la biodiversidad y promoción del biocomercio; asuntos indígenas; gestión 
del conocimiento e intercambio de informaciones; gestión regional de salud; infraestructura 
y transporte; navegación comercial; y; turismo, además de temas emergentes como 
desarrollo regional, cambio climático y energía (OTCA, 2011).  
 
Dentro de los ejes transversales, está el tema de “recursos hídricos”, cuyo objetivo es 
“apoyar la construcción y difusión de un marco de referencia para la gestión eficiente, 
integrada e integral de los recursos hídricos, y promover un mayor acceso de la población 
al recurso agua, a sus servicios, especialmente al saneamiento […]” (OTCA, 2011, p. 25). 
Siguiendo los conceptos ya planteados de Naciones Unidas sobre el manejo del agua, (los 
mismos que consolidaron las bases para la Política Hídrica Nacional en Colombia), en 
2010, se aprueba el Proyecto Manejo Integrado y Sostenible de los Recursos Hídricos 
Transfronterizos de la Cuenca del río Amazonas considerando la variabilidad y el cambio 
climático, con recursos del Fondo Mundial para el Medio Ambiente – GEF34. El proyecto 
busca fortalecer el marco institucional de los ocho países que hacen parte de la OTCA y 
desarrollar un Programa de Acciones Estratégicas (PAE) de alcance regional como marco 
                                                 
 
33 Máximo órgano de decisión. Existe una fuerte crítica por parte del mismo Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible porque sean los cancilleres los delegados ante la OTCA para decidir sobre 
los temas y proyectos ambientales, pues en la mayoría de ocasiones las decisiones son 
“irresponsables” y no tienen en cuenta los conceptos técnicos del Ministerio (Entrevista a funcionario 
de Asuntos Internacionales del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 2018). 
34 Este proyecto se empieza a formular desde 2003, pero debido a la inoperatividad tanto de la 
OTCA, antes del lanzamiento de la nueva Agenda Estratégica en 2010, y del Ministerio, que en ese 
momento era el mismo de Vivienda y sus competencias no eran claras; tarda siete años en 
finalmente aprobarse. Este proyecto se aprueba sin consentimiento de los funcionarios del 
Ministerio, fue una decisión entre el Viceministerio de Ambiente y el Secretario General de la OTCA 
en ese momento (Entrevista a funcionario de Asuntos Internacionales del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, 2018).  
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para la gestión integrada y sostenible de los recursos hídricos transfronterizos de la cuenca 
del río Amazonas. 
 
Para esto, se realizó un Análisis de Diagnóstico Transfronterizo (ADT), identificando 
problemas que afectan las fuentes hídricas de la región y sus causas. Como uno de los 
principales problemas, y a la vez causa, tanto para la contaminación de las aguas como 
para la deforestación, están las grandes obras de infraestructura, y entre ellas la Iniciativa 
de Integración Regional Sudamericana – IIRSA. Sin embargo, y aquí se resalta una 
incongruencia fundamental de la OTCA, en otro de sus ejes estratégicos “Infraestructura 
en transporte y comunicaciones”, se plantea la IIRSA como estrategia de intervención.  
 
De manera explícita, propone “propiciar procesos de diálogo para analizar los impactos de 
la incorporación de las regiones amazónicas a los sistemas económicos nacionales 
(productivos y no productivos) a través de la conectividad vial y fluvial y de las tecnologías 
de la información en armonía con la preservación de los ecosistemas y paisajes y los 
servicios ambientales asociados, coordinando, en lo posible, las actividades con el 
Consejo Suramericano de Infraestructura de la Unasur” (OTCA, 2011, p. 47). Esto quiere 
decir, un apoyo a la integración física de los países a través de la Iniciativa de la 
Infraestructura Regional Sudamericana – IIRSA, luego conocida como Cosiplan, parte de 
la Unasur.  
 
Esto se advertía desde las reuniones de Ministros de Relaciones Exteriores en 2004 y 
2005, en donde se acordó “la necesidad de profundizar la integración física regional entre 
los países miembros de la OTCA a través de la navegación fluvial como complemento 
fundamental para la consecución de los propósitos de IIRSA” (2004, p. 23). Para esto, la 
OTCA, en coordinación con el Comité Ejecutivo de IIRSA, el Banco Interamericano de 
Desarrollo y la Corporación Andina de Fomento, deberían “impulsar un programa de 
trabajo orientado al establecimiento de una Red de Transportes en la Región, con especial 
énfasis en la temática de los sistemas multimodales y la facilitación de la navegación en la 
Cuenca Amazónica” (OTCA, 2004, p. 23). De hecho, en ese momento se estableció la 
realización de los estudios sobre el desarrollo de vías de navegación, hidrovías y otros 
medios de transporte de la cuenca amazónica.  
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Lo anterior se planteó para ser financiado tanto por los países miembros, por cooperación 
internacional, así como por “contribuciones de empresas nacionales públicas o privadas 
destinadas a apoyar actividades de valorización de la cultura Amazónica […]” (OTCA, 
2011, p. 64), abriendo el territorio a la injerencia de la banca multilateral y su orientación 
de políticas de privatización y mercantilización de la naturaleza.  
 
De lo anterior se desprende un cuestionamiento sobre la debilidad e intenciones de la 
Organización del Tratado de Cooperación Amazónica, pues ¿de qué forma se piensa 
conciliar la destrucción del territorio amazónico por megaproyectos como la IIRSA/Cosiplan 
con un aparente objetivo de protección de la cuenca? Esto, teniendo en cuenta que los 
intereses comerciales y de acumulación económica de quienes financian los proyectos se 
ponen por encima de cualquier intento de cuidado de los patrimonios naturales de la región.   
 
De acuerdo con la oficina de Asuntos Internacionales del Ministerio de Ambiente, esto 
responde simplemente a las “tensiones normales” que se presentan entre coordinaciones 
al interior de una institución y no significa que la OTCA no funcione ni sea un proceso 
valioso35. Sin embargo, a pesar del funcionamiento de la OTCA, el problema de fondo es 
que no logra ser el espacio para desarrollar una verdadera reflexión sobre las formas de 
gestión, privatización, mercantilización y financiarización de las aguas, a través del 
extractivismo, las hidroeléctricas, las represas y los megaproyectos; y en cambio se 
propone como una articulación con retórica integracionista para suscribir acuerdos 
institucionales sin una aplicación concreta. 
4.1.1 Proyecto de manejo integrado y sostenible de los recursos 
hídricos transfronterizos de la cuenca del río Amazonas 
considerando la variabilidad y el cambio climático 
Firmado en 2010 y ejecutado a partir de 2012, el ‘Proyecto de manejo integrado y 
sostenible de los recursos hídricos transfronterizos de la cuenca del río Amazonas 
considerando la variabilidad y el cambio climático’, conocido como GEF-Amazonas, busca 
fortalecer el marco institucional de los ocho países que hacen parte de la OTCA y 
                                                 
 
35 Entrevista a funcionario de Asuntos Internacionales del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (2018). 
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desarrollar un Programa de Acciones Estratégicas (PAE) de alcance regional como marco 
para la gestión integrada y sostenible de los recursos hídricos transfronterizos de la cuenca 
del río Amazonas. 
 
El proyecto es financiado por el Fondo para el Medio Ambiente Mundial – GEF, ejecutado 
por la OTCA e implementado por el PNUMA. El monto total del proyecto es de USD 52.2 
millones con aportes del Fondo GEF por USD 7 millones y la contribución de los países y 
otros donantes por USD 45.2 millones (OTCA, 2018).  
 
La lógica “conservacionista” de los proyectos financiados por el fondo GEF ha sido 
bastante cuestionada y denunciada, pues se ha tratado de procesos de privatización y 
descentralización de los bienes naturales como la biodiversidad y el agua, “al punto de 
penetrar el espacio de toma de decisiones [...] que se materializa gracias al crónico 
endeudamiento externo y por medio de la manipulación de las legislaciones nacionales 
referentes a los recursos naturales y a través de proyectos “verdes” funcionales a la 
apropiación de recursos bióticos e hídricos que benefician a las corporaciones 
multinacionales de Estados Unidos, Europa y Japón involucradas en el negocio del agua 
y las biotecnologías” (Delgado, 2015, p. 63). 
 
Gian Carlo Delgado (2015), en su análisis geopolítico de la biodiversidad, presenta a los 
principales actores involucrados en los bionegocios, como el BM, BID, GEF, PNUMA, 
USAID, Conservación Internacional, The Nature Conservancy, entre otros36, facilitando y 
estimulando actividades de biopiratería, y haciendo uso lucrativo de la biodiversidad y su 
conocimiento en el desarrollo de las biotecnologías.  
 
Hay un típico modus operandi del BM – y del GEF – que, en este tipo de proyectos, primero 
exponen interés en reconfigurar el manejo de cuencas, que incluye la homogeneización de 
las políticas, licencias y demás mecanismos para acceder y proteger la biodiversidad en 
manos de sus ONG conservacionistas. Y, segundo, su interés está en la transferencia de 
                                                 
 
36 Ver el documento ‘Biodiversidad, desarrollo y sustentable y militarización. Esquemas de saqueo 
en Mesoamérica en: http://computo.ceiich.unam.mx/webceiich/docs/libro/Biodiversidad_web2.pdf 
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los bienes hídricos hacia el sector privado, es decir, busca poner a las multinacionales de 
los acreedores en el centro de la gestión y usufructo del agua (Delgado, 2015, p. 183)37.  
 
Existe una similitud entre los planteamientos de Delgado (2015) y el proyecto GEF-
Amazonas en tanto busca la armonización de la gestión de las aguas entre los países, 
desde la construcción de una visión compartida “para el desarrollo sostenible de los 
recursos hídricos de la cuenca amazónica”, hasta de las normas legales nacionales para 
definir acciones de respuesta. La visión compartida se definió como: 
 
“Los recursos hídricos son estratégicos para el desarrollo equilibrado y sostenible de 
los pueblos de la cuenca del río Amazonas. Estos recursos son sujetos de protección 
y conservación para su aprovechamiento múltiple con el propósito de mejorar la 
calidad de vida de las presentes y futuras generaciones, respetando la diversidad 
étnica, cultural y la soberanía de los países miembros. El manejo integrado de los 
recursos hídricos se viabiliza con la gestión participativa, el intercambio de 
información, la investigación, la implementación de acciones de adaptación a la 
variabilidad y al cambio climático, a través de la cooperación regional y el soporte de 
una institucionalidad adecuada” (OTCA, 2016b, p. 21). 
 
A partir de esto, se iniciaron investigaciones sobre sistemas acuáticos, aguas 
subterráneas, sedimentación fluvial transfronteriza, y un atlas de vulnerabilidad 
hidroclimática, como base para formular el Análisis de Diagnóstico Transfronterizo (ADT) 
Regional que consolida los problemas prioritarios, sus impactos ambientales y socio-
económicos y sus causas. 
                                                 
 
37 La actuación del GEF debe entenderse siempre en su articulación con el Banco Mundial como 
agencia ejecutora de este fondo, quienes han sido promotores de proyectos como el de Protección 
Ambiental y Desarrollo Sustentable del Acuífero Guaraní, que incluía estudios del acuífero y que 
ahora es base de la posible concesión del Acuífero Guaraní a las corporaciones Nestlé y Coca Cola. 
La lucha y resistencia en contra de este proyecto de privatización de los manantiales del acuífero, 
“recurso estratégico de agua potable en el Cono Sur”, según el BM, fue uno de los temas que reunió 
a más de 7.000 personas en el Foro Alternativo Mundial del Agua – FAMA – 2018, en Brasilia, en 
oposición al 8vo Foro Mundial del Agua, el encuentro de las corporaciones como Nestlé, Coca Cola 
y Pepsico, y los gobiernos. Ver Declaración final de FAMA en: 
http://fama2018.org/2018/03/27/declaracion-final-foro-alternativo-mundial-de-las-aguas  
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Y como principal producto del proyecto está el Programa de Acciones Estratégicas (PAE), 
que se basa en acciones y proyectos pilotos en el manejo integrado de recursos hídricos 
y medidas prioritarias de adaptación al cambio climático; en la creación del Sistema 
Integrado de Información (SII); y en la estrategia de Comunicación, Educación y 
Participación Social, además de una estrategia de financiamiento para la futura 
implementación del PAE (ver figura 4-2). 
 
Figura 4-2: Estructura del proyecto ‘Manejo integrado y sostenible de los recursos 
hídricos transfronterizos de la cuenca del río Amazonas considerando la variabilidad y el 
cambio climático’. 
 
Fuente: OTCA (2016b). 
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Como resultado del segundo componente, se formuló el Análisis de Diagnóstico 
Transfronterizo (ADT), en donde se identificaron nueve problemas a nivel regional: 
 
1. Contaminación de aguas 
2. Deforestación 
3. Pérdida de biodiversidad 
4. Eventos hidroclimáticos extremos 
5. Erosión, sedimentación y transporte de sedimentos 
6. Cambio de uso del suelo 
7. Pérdida de glaciares 
8. Grandes obras de infraestructura 
9. Gestión Integrada de Recursos Hídricos 
 
Entre las causas para la contaminación de las aguas está el transporte fluvial, en donde 
se hace la diferencia entre el transporte local, como componente de la identidad amazónica 
y factor de integración entre pueblos, y el impacto que puede tener el transporte de 
elevados volúmenes de carga de mercancías, el cual requiere de gran número de 
pequeñas, medianas y grandes embarcaciones, surcando a lo largo del año los ríos 
amazónicos. “Además de probables vertimientos de materia contaminante en los 
diferentes tramos de los ríos, los puertos de embarque (grandes y pequeños) constituyen 
los principales focos de contaminación de aguas por vertimiento de aguas residuales y 
residuos sólidos” (OTCA, 2016a). 
 
Por otro lado, se describen los impactos directos del problema de las “grandes obras de 
infrestructura”, entre ellos el cambio de uso del suelo, desplazamientos humanos, cambios 
económicos y sociales, inundación de tierra fértil, deforestación, eliminación de la fauna, 
alteración del sistema hidrobiológico y de ecosistemas terrestres aledaños, navegabilidad, 
problemas especiales de contaminación de metano. 
 
Con estas causas identificadas, se consolidó el Programa de Acciones Estratégicas – PAE, 
el cual se resume en tres líneas estratégicas: el fortalecimiento de la GIRH, la adaptación 
a la variabilidad y el cambio climático y la gestión del conocimiento. En concreto, las 
“respuestas” apuntan principalmente al fortalecimiento de las instituciones nacionales y de 
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la OTCA, a través del desarrollo y fortalecimiento del marco legal e institucional de los 
países. Esto apunta a implementar laboratorios y sistemas de monitoreos de los acuíferos 
de las cuencas del río Amazonas, y sistemas para la “adaptación institucional a la 
variabilidad climática y al cambio climático”, como el Sistema de Prevención y Alerta, de 
Gestión de Riesgos Hidroclimáticos y una Red de Estaciones Hidrometeorológicos (OTCA, 
2016b). Por otro lado, apunta a la “gestión del conocimiento”, entendida como la 
producción científica sobre la Amazonia.  
 
Particularmente, frente a las grandes obras de infraestructura, se propone “prevenir y 
mitigar los impactos negativos”, mediante “lineamientos regionales de criterios 
ambientales, técnicos, socioeconómicos para la prevención y mitigación de efectos 
colaterales negativos de proyectos de grandes infraestructuras en la Cuenca Amazónica” 
(OTCA, 2016b, p. 21), por ejemplo, la Aplicación de Evaluaciones Ambientales 
Estratégicas (EAE) y una base de datos en Sistema de Informaciones Geográficas (SIG) 
de proyectos de grandes obras de infraestructuras de alto riesgo ambiental, social, 
económico. 
 
De esta forma, aunque se reconocen los megaproyectos de infraestructura, entre ellos 
específicamente la IIRSA/Cosiplan, como una de las principales causas del deterioro del 
patrimonio natural de la cuenca, las medidas propuestas no van más allá del discurso de 
mitigación o adaptación provenientes de las mismas instituciones internacionales, basadas 
en mecanismos de mercado, como los de compensación. Asimismo, se podría decir que 
este proyecto también incluye la homogeneización de los lineamientos legales y operativos 
de acceso al agua, y como ya se mencionó, la posibilidad de programas de inversión 
privada, que se materializan en el endoso de los gobiernos para transferir la gestión y 
usufructo del agua, aunque sea nada más a modo de "préstamo" o, en palabras legales, 
de concesión (Delgado, 2015), permitiendo un esquema de privatización y mercantilización 
del río tanto en su gestión, como de sus fuentes, como se verá más adelante.  
 
En este momento, el perfil de proyecto ya fue presentado y aprobado por el fondo GEF38. 
Así que estamos hablando de un proyecto cuyos financiadores son conocidos por sus 
                                                 
 
38 Entrevista a funcionario de Asuntos Internacionales del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (2018).  
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políticas de privatización de los bienes naturales que proponen estudiarlos para 
conservarlos. Además, es un proyecto propuesto desde un tipo particular de cooperación; 
esta es, de los cancilleres y ministros de los países miembro de la OTCA, dejando por 
fuera la participación de los pueblos de la cuenca en su propia definición de protección y 
cuidado del territorio.  
4.1.2 Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional 
Sudamericana (IIRSA) – Cosiplan  
La utopía integradora de la Iniciativa para la Integración de la Infraestructura Regional 
Sudamericana no es un proyecto nuevo, pues hace parte de las lógicas de construcción 
de Estado que empiezan con el “sueño de Rafael Reyes”, presidente de Colombia entre 
1904 y 1909, en donde “esa región (la Amazonia) es un Nuevo Mundo, destinado a 
promover el progreso y el bienestar de la humanidad” (Reyes, 1979, citado en Uribe, 2017, 
p. 21-22). La IIRSA revive el proyecto de Reyes, el cual configuraba un sistema de 
navegación que conectara las repúblicas sudamericanas de Brasil, Bolivia, Perú, 
Colombia, Venezuela y las Guayanas, a través de la inmensa hidrovía formada por el 
Amazonas y sus afluentes. De acuerdo con Simón Uribe (2017), este sistema era para 
articularse con otro gran proyecto, el ferrocarril Intercontinental que va de Nueva York a 
Buenos Aires, permitiendo que los países mencionados y la 'humanidad en general' 
aprovecharan “las 4,000,000 millas cuadradas que la región del Amazonas contiene y que 
puede decirse que está en su totalidad sin cultivar y deshabitada y, en consecuencia, 
simplemente un terreno baldío” (Reyes 1979, citado en Uribe, 2017, p. 25). 
 
Su idea contemplaba el desarrollo de la navegación de buque a vapor a lo largo del río 
Putumayo, pues este le daría acceso a su empresa, la empresa comercial de exportación 
de quina de los hermanos Reyes, al Atlántico a través del Amazonas, evitando así la ruta 
del Pacífico, más larga y difícil de transitar. Este plan se completaría con la construcción 
de un camino de herradura de Mocoa a Pasto, estableciendo así una ruta transoceánica 
que une los Océanos Atlántico y Pacífico (Uribe, 2017).  
 
La visión de Reyes iba acompañada inevitablemente de la imagen de la Amazonia como 
un lugar vacío y salvaje, que, junto con sus habitantes, pueden ser asimilados y 
apropiados: 
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“Esos bosques vírgenes y desconocidos, esos inmensos espacios, me fascinaron y 
atrajeron para explorarlos, atravesarlos y llegar al mar, y abrir caminos para el 
progreso y el bienestar de mi país; esos bosques eran absolutamente desconocidos 
para los habitantes de la cordillera, y la idea de penetrarlos me aterrorizó ya que la 
imaginación popular los poblaba con bestias salvajes y monstruos, además de los 
numerosos caníbales salvajes encontrados allí” (Reyes 1986, citado en Uribe, 2017, 
p. 45, traducción propia). 
 
Esto se refleja en el mapa de las exploraciones en Suramérica de los hermanos Reyes 
(ver figura 4-3), elaborado para la Conferencia Panamericana39. Como bien lo describe 
Simón Uribe (2017), por un lado, se ven las líneas cruzadas que señalan las diversas 
exploraciones llevadas a cabo por los hermanos Reyes durante la década de 1870, 
exploraciones que fueron en su mayoría confinadas a la navegación fluvial de algunos de 
los tributarios del río Amazonas. Estas líneas, que demuestran la navegabilidad de estos 
ríos, están conectadas a una serie de líneas de puntos cuadrados, que indican las 
carreteras proyectadas, como la carretera Pasto – Mocoa, y esto a su vez, conecta su gran 
proyecto de navegación con el ferrocarril intercontinental (indicado por la línea más gruesa 
que va de norte a sur).  
 
Y, por otro lado, es una ilustración gráfica de las áreas ricas en minerales como oro, plata, 
cobre, hierro y carbón; como de un paisaje “caótico” lleno de arbustos, flechas y cráneos, 
que representan la presencia simultánea de cacao silvestre y caucho, “salvajes” y 
“caníbales” (Uribe, 2017).   
 
 
                                                 
 
39 Las Conferencias Panamericanas se realizaron entre 1889 – 1938 en Washington, México, Río 
de Janeiro, Buenos Aires, Santiago de Chile, La Habana, Montevideo y Lima. Estas reuniones 
congregaban miembros de la élite política y económica, presidentes y ministros de relaciones 
exteriores de los países latinoamericanos, del Caribe y Estados Unidos. En la Segunda Conferencia, 
realizada en México, se adoptaron tratados, convenciones y protocolos, entre ellos el Protocolo de 
adhesión a las Convenciones de La Haya; y resoluciones como la construcción de las líneas 
complementarías del “Ferrocarril Intercontinental”, el cual uniría los sistemas de los Estados Unidos 
con los de la Argentina. Asimismo, se hicieron propuestas para la creación de un banco 
panamericano, antecedente de la posterior creación del Banco Interamericano de Desarrollo 
(Marichal, 2002). 
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Figura 4-3: Mapa de las exploraciones en Suramérica de los hermanos Reyes. 
 
Fuente: Uribe, 2017. 
 
Este discurso, presentado el 30 de diciembre de 1901 en las sesiones de la Segunda 
Conferencia Panamericana en México, no sólo muestra la exclusión de la región, sino que 
expone un proyecto violento de inclusión, pues son territorios por fuera que “hay” que 
integrar, y esto se hace a través de las tecnologías del Estado como la infraestructura, 
elemento civilizador del Estado. Este discurso legitimó las políticas de colonización del 
territorio amazónico y prácticas especulativas de una infraestructura, que, aunque no se 
construya, genera incentivos a petroleras, mineras, empresarios urbanos, internacionales, 
etc., para llegar al territorio. 
 
Este proyecto se plantea de nuevo en el año 2000, motivado por el BID, la Corporación 
Andina de Fomento – CAF y el Fondo Financiero para el Desarrollo de la Cuenca de la 
Plata – Fonplata. El Comité de Coordinación Técnica (CCT) de la IIRSA desde sus inicios 
está integrado por miembros de estas instituciones, que cumplen varias funciones, desde 
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la planificación y definición de proyectos considerados prioritarios, el aval técnico a partir 
de estudios de viabilidad y toda la argumentación técnico-económica que los justifica, hasta 
administrar los endeudamientos, gastos de los proyectos y las directrices para el 
financiamiento.   
 
Estas instituciones financieras plantearon un nuevo orden territorial que suscitó grandes 
retos frente a conceptos como territorio y frontera, y sentaron las bases para que se diera 
una neoliberalización de la naturaleza y los territorios a escala global. El continente es 
pensado como un espacio geo-económico plenamente integrado, materializado en dos 
aspectos: “el ordenamiento espacial del territorio, donde se organiza el espacio 
suramericano en franjas multinacionales que han de converger gradualmente hacia un 
estándar común de calidad de servicios de infraestructura de transportes, energía y 
telecomunicaciones. Estas franjas multinacionales son los Ejes de Integración y Desarrollo 
– EID –, regiones donde las oportunidades de negocios intra-regionales y globales están 
generando flujos de inversión y comercio. Y el segundo, la convergencia de normas y 
mecanismos institucionales, con el fin de eliminar barreras legales y permitir el libre 
comercio de bienes y servicios dentro de la región” (CAF, 2004). 
 
Entonces, la iniciativa promueve la integración física de tres sectores económicos 
estratégicos - transporte, energía y telecomunicaciones - que “puede generar un impulso 
decisivo para la superación de barreras geográficas, el acercamiento de mercados y la 
promoción de nuevas oportunidades económicas en los países de la región, siempre que 
se mantenga e incremente un contexto de apertura comercial y de inversiones, de 
armonización y convergencia regulatoria y de cohesión política creciente” (CCT, 2002, 
citado en Groner, 2016, p. 26). Según esta afirmación, en estos proyectos de integración, 
la Cordillera de los Andes, la selva amazónica y el extenso sistema de ríos, son entendidos 
como obstáculos o barreras geográficas para la integración comercial y la explotación 
territorial; son territorios con procesos biofísicos y sociales que se orientarán a aquellas 
actividades donde pueden obtener su mayor valor de mercado. Estas transformaciones 
neoliberales se consideran en relación con el avance de un proceso de apropiación 
privada, mercantilización y valorización trasnacional de estos bienes naturales, como el 
río, que, “por diferentes razones históricas y sociales, se encontraban por fuera –completa 
o relativamente– de los mecanismos de mercado” (Seoane, 2017, p. 74). 
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Se definieron diez EID, los cuales constituyen áreas geográficas concretas de desarrollo 
económico del subcontinente (ver figura 4-4). 
 
Figura 4-4: Diez Ejes de Integración y Desarrollo. 
 
Fuente: Cosiplan, Unasur, 2017. 
 
Colombia se integra en los EID Andino y Amazónico, a través de 32 proyectos: 18 
nacionales, 13 binacionales y uno multinacional. Para propósitos de esta investigación, nos 
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centraremos únicamente en el Eje del Amazonas, el cual se ha definido “a través de la 
delimitación de una región a lo largo del sistema multimodal de transporte que ocupa las 
regiones amazónicas de Brasil, Perú, Colombia y la totalidad de Ecuador, y que vincula 
puertos del Pacífico como Buenaventura, en Colombia; Esmeraldas, en Ecuador, y Paita, 
en Perú, con los puertos brasileños de Manaos, Belém y Macapá” (Chaparro, 2015, p. 31). 
Esto se materializa en el corredor multimodal Tumaco – Puerto Asís – Belem do Pará. Este 
corredor tiene dos partes de articulación fluvial y terrestre. La articulación fluvial centra su 
importancia en la navegabilidad del tramo Puerto Alegría en el Amazonas – Puerto Asís 
en Putumayo, durante todo el año. Desde allí se inicia por carretera en Puerto Asís, 
ascendiendo a Mocoa para remontar la cordillera hasta Pasto y terminar en el puerto de 
Tumaco, lo que requiere adecuación y construcción de vías (ver figura 4-5). Es así como 
el Eje del Amazonas retoma los dos principales proyectos de Rafael Reyes, la carretera de 
Pasto a Mocoa y la navegabilidad a lo largo del río Putumayo.  
 
Figura 4-5: Grupo de proyectos del Eje Amazonas. 
 
Fuente: Cosiplan, Unasur, 2017. 
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Como pasa con muchas iniciativas y proyectos, estos deben “mutar” de apariencia ante las 
fuertes críticas y resistencia. Se esconden con nuevos nombres para desviar la atención, 
pero en el fondo tienen la misma intencionalidad. La IIRSA pasó a tener un nuevo rostro, 
encabezado por la Unasur y el Consejo Sudamericano de Planificación e Infraestructura – 
Cosiplan, creado en agosto de 2009, momento en que adquiere un nuevo impulso, 
financiamiento y acciones por parte de la Unasur para profundizar la reconfiguración y 
transformación del territorio sudamericano a partir de la “construcción de grandes obras de 
infraestructura, de vías de interconexión y de la creación de un marco regulatorio que 
privilegia las inversiones destinadas a la explotación de recursos naturales, el comercio 
internacional y el flujo de mercaderías” (Molina, 2015, p. 3). Buscando legitimar su postura 
y desmarcándose de los años anteriores, desde el COSIPLAN se “renueva el mandato de 
prioridad de la integración física, reforzándose la legitimidad y los esfuerzos de integración 
de la infraestructura regional al incluir el tema en la agenda común de UNASUR” 
(UNASUR, 2009). Sin embargo, no tocaron a las viejas estructuras controladas por las 
Instituciones Financieras Internacionales ni se revisaron las críticas por los impactos 
ambientales de las grandes obras de infraestructura propuestas en la IIRSA. 
 
El BID, CAF y Fonplata no dejaron de tener relevancia, continuaron siendo fuentes de 
financiamiento en la ejecución de determinadas políticas sectoriales para realizar acciones, 
estudios y proyectos estratégicos, prioritarios y de la cartera de IIRSA/Cosiplan. Además, 
continúa la prevalencia de los intereses del capital transnacional y el endeudamiento 
público de los estados latinoamericanos con las Instituciones Financieras Internacionales. 
En 2014, durante la IV Reunión del Grupo de Trabajo sobre Mecanismos de 
Financiamiento celebrada en Rio de Janeiro, se encontraron representantes del Banco del 
Sur, del Banco de Desarrollo de China, del Nuevo Banco de Desarrollo (BRICS), del 
BNDES, de la CAF, del BID y de Fonplata para explotar alternativas para el financiamiento 
de los proyectos prioritarios.  
 
Además, una de las alternativas ha sido la participación del capital europeo en las 
megainfraestructuras sudamericanas, lo cual ha implicado una financiarización de la 
infraestructura, a través del Banco Europeo de Inversiones – BEI – en una relación directa 
con el BID. Los créditos otorgados por el Banco para proyectos de infraestructuras en 
América del Sur, involucran, prácticamente en todos los casos, a transnacionales 
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europeas, entre ellos créditos a ABC – Administradora Boliviana de Carreteras, para el 
proyecto de mejoramiento de la carretera entre Uyuni y Tupiza, que se integra en el Eje 
Interoceánico Central conectando Bolivia con Chile y Argentina (Vargas, 2015).  
 
De esta forma, las infraestructuras han sido convertidas en activos que generan beneficios 
en el escenario financiero, y en una compleja arquitectura generada por la liberalización 
de los mercados financieros, intervienen también fondos públicos (como los fondos de 
pensiones), y bancos de desarrollo (como el Banco Mundial, el BID, la CAF), apoyando a 
los fondos de capital privado y actuando como si fueran vehículos financieros del sector 
privado (Vargas, 2015). 
 
Por esto, también es necesario analizar el papel de China como el segundo socio comercial 
más importante de América Latina y el Caribe en la última década, y su interés de 
transportar materias primas desde el lado del Atlántico hasta el Pacífico. En mayo de 2017, 
se realizó el foro de la ‘Franja Económica de la Ruta de la Seda’40 en Pekín, en donde el 
presidente de Argentina, Mauricio Macri, propuso que se buscaran sinergias con la IIRSA 
para conectar Asia con su región, planteando que “tenemos interés en que ‘Una Franja, 
Una Ruta’ se articule con IIRSA para impulsar entre nuestras regiones la clave del siglo 
XXI: la conectividad" (EFE, 2017). 
 
De acuerdo con Ricardo Pérez (2017), todo el sistema de deuda china está concentrada 
en infraestructura vial, y ofrece el “paquete completo: empresas chinas extrayendo las 
materias primas, empresas chinas construyendo la infraestructura que abarate sus costos 
de transporte, y a través de sus numerosos bancos ofreciendo préstamos para la cartera 
de megaproyectos de toda la región de Latinoamérica y el Caribe, por alrededor de 35 mil 
millones USD” desde 2014 (Pérez, 2017). Solo en 2017, los bancos y las empresas chinas 
invirtieron en la región latinoamericana 23 mil millones de dólares, que se centraron en el 
sector del transporte directo (Universidad Tadeo, 2018). De hecho, muchos de los 
proyectos de infraestructura propuestos por China en América Latina y el Caribe ya se 
                                                 
 
40 Es un macroproyecto, lanzado en 2013 por el presidente Xi Jinping, con el que China ofrece a los 
más de 70 países que ya se han afiliado miles de millones de dólares de financiación para el 
desarrollo principalmente de obras de infraestructura, que apuntas a mejorar la conectividad con 
China. Panamá, Bolivia, Uruguay, Antigua y Barbuda, Trinidad y Tobago, y Guyana ya han firmado 
los acuerdos (Portafolio, 2018).  
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parecen a las iniciativas de ‘Una Franja, Una Ruta’ y a proyectos previos que hacen parte 
de la IIRSA, como el ferrocarril bioceánico en Perú y Brasil (Myers, 2018).  
 
De esta forma, es posible que más adelante se vean más proyectos etiquetados como 
parte de esta iniciativa china, pero sin ser proyectos nuevos; como los proyectos de 
corredores terrestres y rutas de navegación que hacen parte de la IIRSA/Cosiplan. Así, 
este es otro factor a tener en cuenta de una posible continuación y avance de la 
IIRSA/Cosiplan bajo otros acuerdos internacionales y liderado por otros actores. La 
inversión extranjera directa y la participación del sector corporativo transnacional en este 
escenario produce un desafío en términos de la construcción de política púbica en el país.  
 
Es así como, a pesar de los intentos por camuflar la IIRSA, ahora Cosiplan, sus 
implicaciones han sido claras. La iniciativa “permitió fomentar procesos de liberalización y 
privatización de bienes comunes e incidió en la proliferación de conflictos ambientales en 
las comunidades asentadas en las zonas de influencia de los proyectos” (Jarrín, 2015). 
Con esto, la IIRSA/Cosiplan plantea un nuevo orden territorial, basado en la interconexión 
vial, fluvial, eléctrica, petrolera y gasífera; que finalmente busca extraer bienes naturales y 
llevarlos al mercado global, atravesando los procesos sociales y culturales existentes. 
4.1.3 Proyecto de navegabilidad del río Putumayo 
La utopía integradora de la IIRSA/Cosiplan se expresa en el proyecto de navegabilidad del 
río Putumayo. Un proyecto, que, aunque no se ha materializado, crea un efecto ilusorio, 
político y hasta legal sobre el ordenamiento del territorio. Por esto, este apartado analiza 
este proyecto, como uno de los subproductos de la IIRSA/Cosiplan, y plantea la forma en 
la que el discurso de la cooperación internacional, para este caso, pretende configurar 
apropiaciones de espacios de vida en el río para procesos relacionados con cadenas de 
valorización del agua (Ulloa, 2017). 
 
Se puede entender como una conquista hidrosocial (Correa-Casas, 2018), en tanto recae 
sobre las dinámicas hidrográficas particulares de la región, y permitiría la apropiación y 
transformación, tanto de flujos materiales del agua, como de prácticas y relaciones 
simbólicas de las comunidades con el río; como se analizará en el siguiente apartado. 
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Este proyecto está contenido en los Planes Nacionales de Desarrollo desde 2006, hasta 
el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018, en el cual se plantea, dentro de la estrategia 
regional del Centro-Sur-Amazonía, el objetivo de “contribuir a la conectividad de la 
Amazonía para facilitar el acceso de su población a los servicios del Estado, consolidando 
un sistema de transporte y mejorando la conectividad digital” (2014, p. 717). Para esto, se 
establece fortalecer el sistema de conectividad fluvial de Putumayo y Amazonas, 
continuando con los estudios y obras para mejorar la navegabilidad del río Putumayo a 
través de Instituto Nacional de Vías – Invias. Además, plantea realizar el “mejoramiento, 
mantenimiento y ampliación de muelles estratégicos para la zona, entre ellos el de Leticia, 
Tarapacá, El Encanto y Puerto Alegría en Amazonas y Puerto Asís y Puerto Leguízamo en 
el Putumayo, así como otros que identifique el Plan Maestro Fluvial en 2015” (DNP, 2014, 
717). 
 
Desde 2007 se han adelantado obras adecuación del muelle La Esmeralda (Puerto Asís), 
que incluyeron la adecuación de la vía de acceso. En 2009 se dio inicio a la construcción 
del muelle de pasajeros, que consiste en un muelle flotante con rampas en concreto, su 
construcción finalizó en 2010 (Cosiplan, s.f). En 2016, el Instituto Nacional de Vías, 
adelantó las labores para la modernización del muelle La Esmeralda (ver figura 4-6). 
 
Figura 4-6: Muelle La Esmeralda en Puerto Asís, Putumayo. 
 
Fuente: Invias, 2016. 
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Los últimos estudios sobre este proyecto, los ‘Estudios de fase II para la navegabilidad del 
Río Putumayo (Peñasorá - Puerto Asís - Puerto Leguízamo - Puerto Alegría)’41 - en 
adelante el Estudio Fase II -, los realizó el Consorcio DGP – CONCEP en 2014, escoltados 
por la Fuerza Pública y con total hermetismo42 en el territorio. Contemplaban el pre-diseño 
de las diferentes obras hidráulicas tanto en el cauce como en las orillas, para “mejorar la 
navegabilidad y/o mitigar los problemas de interrupción en la navegabilidad y el deterioro 
del cauce en los puntos críticos identificados” (DGP-CONCEP, 2014, p. 18) (ver figura 4-
7). Aunque este documento es información pública, no ha estado disponible para consulta 
ni es de conocimiento público. Es más, ni siquiera la Inspección Fluvial de Puerto Asís, el 
ente territorial del Ministerio de Transporte, tiene conocimiento sobre los resultados del 
estudio, a pesar de haberlos solicitado en repetidas ocasiones al Invias43. 
 
Figura 4-7: Área geográfica del proyecto de navegabilidad del río Putumayo. 
 
                                                 
 
41 En diciembre de 2011, el Instituto Nacional de Vías – Invias, adjudicó al Consorcio DGP – 
CONCEP (integrado por Diseño y Gerencia de Proyectos S.A.A y Construcciones Civiles Estudios 
y Proyectos S.A.S) el contrato Nº 2250 para los “Estudios de fase II para la navegabilidad del río 
Putumayo (Peñasorá-Puerto Asís-Puerto Leguízamo-Puerto Alegría). 
42 Entrevista a miembro de la Organización Zonal Indígena del Putumayo (2017).  
43 Entrevista a directora de la Inspección Fluvial de Puerto Asís, diciembre 2016. Los resultados del 
estudio entregado por el Consorcio DGP-CONCEP al Invias en 2014, me fueron entregados 
personalmente por un funcionario de la Subdirección Marítima y Fluvial en diciembre 2017, pero 
con la condición de no difundirlos ni compartirlos, a pesar de ser información pública. 
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Fuente: DGP-CONCEP, 2014. Estudio Fase II para la navegabilidad del río Putumayo, 
2014. El proyecto iría desde la vereda Peñasorá de Puerto Asís en el Putumayo hasta el 
corregimiento departamental Puerto Alegría en el Amazonas. 
 
De acuerdo con el Certificado Número 945 del 5 de agosto de 2013, el Ministerio del Interior 
certifica que se registra la presencia de 21 resguardos indígenas en el área geográfica 
donde se propone realizar el proyecto. Estos son: Resguardo Predio Putumayo, 
Resguardo Santa Rita, Resguardo Aguas Negras, Resguardo Jirijiri, Resguardo El 
Progreso, Resguardo Witora o Huitora, Resguardo Lagarto Cocha, Resguardo Tukanare, 
Resguardo Cecilia Cocha, Resguardo El Tablero, Resguardo La Paya, Resguardo Agua 
Negra, Resguardo Bajo Casacuente, Resguardo El Hacha, Resguardo Calarcá, 
Resguardo La Perecera, Resguardo Consara-Mecaya, Resguardo Buenavista, Resguardo 
Santa Cruz de Piñuña Blanco, Resguardo La Italia y Resguardo Agua Blanca. 
 
Con base en lo anterior, en este apartado se problematiza la posible implementación del 
proyecto de navegabilidad del río Putumayo, considerando sus efectos sobre los ciclos 
hidrosociales del departamento del Putumayo, donde el agua será el eje central del 
análisis. Para empezar, es necesario mencionar que el mismo Estudio Fase II considera 
que la carga que entra a Puerto Asís y Puerto Leguízamo satisface las necesidades vitales 
de sus habitantes tales como alimentación, vestuario, vivienda, salud (2014, p. 46).  Si bien 
esta afirmación es cuestionable en relación a cifras que afirman que la tercera parte de la 
población del departamento del Putumayo vive en situación de pobreza, déficit de vivienda 
y desempleo (Umaic, 2017), plantea claramente que la carga que ahora se quiere 
transportar por el río no es para el beneficio de sus pobladores, sino que escapa de la 
escala local.  
 
Las obras propuestas para “mejorar la navegabilidad del río Putumayo” incluyen 
espolones, obras de dragado y obras de regularización mediante control de caudales. Los 
espolones son obras de encauzamiento que pretenden controlar los procesos erosivos 
mediante el “direccionamiento de las líneas de flujo hacia el centro del cauce” (DGP-
CONCEP, 2014, p. 89). Según el Estudio, la principal “desventaja en este tipo de 
protección” es la reducción del ancho del cauce principal, es decir que habría una invasión 
del 28,3% del río Putumayo.  
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En segundo lugar, las obras de dragado serían de relimpia y de mantenimiento, y 
consistirían en “extraer los sedimentos que se han depositado en lecho sobre el 
alineamiento del canal de navegación” (DGP-CONCEP, 2014, p. 129), con el propósito de 
alcanzar una profundidad mínima de 2,10 metros. Y, en tercer lugar, las obras de control 
de caudales, pretenden aumentar la duración de los dragados de relimpia y la permanencia 
de un “canal navegable estable y con la profundidad necesaria”. Además, se estipula que, 
aunque las estructuras planteadas estabilizan de manera adecuada la zona, se requieren 
dragados de mantenimiento (adicionales a los dragados de relimpia) de manera periódica 
para “asegurar un canal navegable estable una vez terminado el ciclo hidrológico” (2014, 
p. 132). 
  
Los impactos que tendrían estas obras en cada uno de los medios abiótico, biótico y 
socioeconómico en la fase de construcción del proyecto se muestran a continuación (ver 
tabla 4,1 y 4,2).  
 
Tabla 4-1: Impactos en la fase de construcción del Proyecto de navegabilidad del río 
Putumayo 
Impacto ambiental 
Cambio en las formas del cauce del río Putumayo 
Cambio en las características fisicoquímicas y/o bacteriológicas del río Putumayo  
Modificación de la estructura y composición de las comunidades hidrobiológicas 
Cambio en la cobertura vegetal y ecosistemas terrestres 
Modificación de hábitat terrestre y acuático para la fauna silvestre 
Cambio en la riqueza de especies y la composición florística 
Alteración en la dinámica de las especies ícticas migratorias 
Modificación en la distribución de la fauna silvestre terrestre y acuática 
Alteración de la calidad del aire y niveles de presión sonora 
Cambio en las propiedades físico-químicas del suelo  
Modificación en el acceso y la movilidad fluvial 
Modificación del hábitat, estructura y composición de la ictiofauna en el cauce principal del río 
Putumayo 
Cambio en la generación de ingresos 
Afectación a predios e infraestructura  
Generación de expectativas 
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Alteración de la dinámica de las comunidades étnicas 
Generación y potenciación de zonas inestables 
Posible generación de accidentes 
Cambios en la susceptibilidad a la erosión 
Fuente: DGP-CONCEP, 2014. 
 
Así pues, la ejecución de obras de dragado, así como la disposición de los excedentes del 
dragado en el mismo río Putumayo, tendrían, a excepción de uno, solo impactos negativos 
en el río, pues incidiría en la calidad del agua (cambio en las características fisicoquímicas 
y/o bacteriológicas del río Putumayo), en la fauna y flora. Además, las transformaciones 
del ciclo hidrológico del río Putumayo tendrían como consecuencia la transformación en 
las relaciones sociales y de poder entre los distintos intereses de los actores en el territorio; 
es decir, de las comunidades campesinas e indígenas a la ribera del río, por un lado, y el 
Estado, las instituciones internacionales financiadoras como el BID, el BNDES y/o 
empresas privadas, por el otro, para quienes la idea del río como entidad explotable y 
controlable, justifica la intervención material sobre él; se habla en últimas de la 
transformación del ciclo hidrosocial de este territorio.  
 
Dentro de este último grupo de actores, también se deben incluir a los países que se verán 
beneficiados con la navegabilidad del río para barcos de gran calado, pues, como se ha 
planteado desde el principio de la investigación, estos proyectos están enfocados a suplir 
necesidades que superan lo local y responden a las demandas del mercado internacional.  
 
Ya que en Puerto Asís y en gran parte del sur del país ha aumentado al exploración y 
explotación de hidrocarburos, el transporte de estos productos derivados del petróleo ha 
aumentado significativamente en los modos tanto carretero como fluvial, hasta un 823% 
en el total de toneladas entradas a Puerto Asís por modo fluvial desde 2008 a 2012 (DGP, 
2014). Los hidrocarburos son llevados hasta Puerto Asís por río para luego ser transferidos 
a carro tanques que transportarán estos productos hacia el interior del país. Y dentro de 
las proyecciones del Estudio Fase II, para el año 2035, el terminal de Puerto Asís movilizará 
un total de 646.991,61 toneladas, de los cuales 559.840,35 serán toneladas de 
hidrocarburos entrando y 48.284,41 saliendo. 
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Por esto, se propone profundizar este y otros mercados de exportación a través de esta 
nueva ruta: el río Putumayo. El Consorcio DGP-CONCEP propone la vía Puerto Asís – 
Puerto Alegría para el comercio de carbón con Brasil, en reemplazo de las vías 
tradicionales de Bucaramanga – Aguachica – Fundación – Ciénaga, y de Bogotá – 
Buenaventura. Según el Estudio, en la actualidad se mueven 3,56 millones de toneladas 
de carbón hacia Brasil que se generan mayoritariamente en Cundinamarca en un 43,26%, 
Guajira 31,28%, y Magdalena 20,18%, y la propuesta es que el carbón metalúrgico que se 
produce en Cundinamarca – Boyacá y que actualmente se exporta a Brasil vía el Atlántico, 
podría ser “atraído a este corredor Putumayo-Amazonas para transportarse en camión por 
el corredor Bogotá-Girardot-Mocoa-Santa Ana hasta Puerto Asís y desde allí vía el río 
Putumayo a los puertos del Brasil en el Amazonas (Manaos, Itacoatiara, Santarém) (...) De 
esta forma, el carbón del centro del país será competitivo si se invierte en mejorar la vía 
Putumayo-Puerto Alegría” (DGP-CONCEPT, 2014, p. 53), pues podría salir a precio más 
competitivo al mercado teniendo en cuenta los altos costos del transporte vía el Atlántico. 
Esta misma vía se plantea para las importaciones de cereales (maíz y soya) desde Brasil 
hasta el interior de Colombia. 
 
Entonces, estas obras de infraestructura asociadas a redes de comunicación y transporte, 
son vistas como símbolo de modernización para los mercados y elemento civilizador del 
Estado, donde la región se convierte en “campos de expansión de los procesos de 
acumulación privada de ganancia a partir de actividades extractivistas fundadas en la 
explotación intensiva y el deterioro sistemático de las fuentes de agua y de los 
ecosistemas” (Ulloa y Romero-Toledo, 2018, p. 14).  
 
Esto ha llevado a que varios autores expongan cómo esta iniciativa responde sobre todo 
a intereses brasileros convocados por el acceso al Pacífico de empresas brasileras, 
especialmente las dedicadas a la agroindustria y la exportación de patrimonios naturales 
hacia los grandes compradores asiáticos (Fajardo, 2013; Florez, 2007 y Zibechi, 2012). Es 
más, el BNDES está financiando empresas brasileñas para construir grandes proyectos 
hidráulicos en la cuenca del Amazonas, sobre todo, en la Amazonía Andina, donde Brasil 
está respaldando docenas de nuevas presas para que la mayor parte de la energía 
producida sea exportada a este país para alimentar las industrias extractivas y de aluminio. 
También hay planes para negociaciones de este tipo con Bolivia, Ecuador, Guyana, 
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Paraguay y Venezuela (Branford, 2016). Y en perspectiva histórica, el Banco había 
financiado ya megaproyectos de infraestructura como la Represa Hidroeléctrica Itaipú 
(Brasil-Paraguay), el Gasoducto Brasil-Bolivia y la carretera BR-174 de vinculación entre 
Brasil y Venezuela (Cerdas, 2015).  
 
En lo que respecta a los proyectos de IIRSA/Cosiplan, el BNDES concentra el 43% del 
valor de la cartera de proyectos desde la creación de la IIRSA (US$191.420 millones) 
(Falen, 2017). Entonces, vale la pena cuestionar el papel hegemónico de Brasil en la región 
y hasta qué punto está reproduciendo las mismas relaciones de poder que un país del 
Norte o una empresa transnacional, con una agresiva internacionalización del capital 
brasileño, pues la cadena sería la siguiente: “se solicita financiamiento al gobierno 
brasileño, el BNDES apunta una disponibilidad de recursos, los contratos con el país 
vecino prevén servicios de consultoría o equipamiento brasileños, las empresas acceden 
a los recursos de BNDES en condiciones ventajosas y establecen consorcios con 
empresas originarias de los países donde tienen lugar las obras” (Vargas, 2015, p. 96-97). 
 
Así, la IIRSA/Cosiplan muestra que el espíritu integrador, y en este caso, regionalista de 
los planes de infraestructura, termina en la entrada de grandes capitales transnacionales 
corporativos, el aumento de negocios con instituciones multilaterales como el BM y el BID, 
la llegada de nuevos actores internacionales como China y la reproducción de relaciones 
de explotación en otros países de la misma región, como con el rol de Brasil y su BNDES, 
que configura una relación desigual de poder con los demás países con los que comparte 
los proyectos44.  
 
Como ya se mencionó, estas relaciones de poder asimétricas pueden tener como 
consecuencia procesos de despojo hídrico, como profundización del enlace nacional-
internacional-transnacional en los procesos de acumulación, desposesión y contaminación 
del agua. Es así como otro aspecto fundamental incluido en los estudios del proyecto, es 
                                                 
 
44 Esta situación cuestiona las apuestas de una nueva forma de cooperar, a través de la 
Cooperación Sur-Sur, que aunque es una alternativa, en tanto descentra el debate de la 
cooperación y crea nuevas alianzas estratégicas que no dependan de las grandes potencias, no 
es posible decir que esta cooperación sí es “entre iguales y de carácter horizontal” (principios de 
la cooperación Sur-Sur), donde los países actúen como socios, buscando una alternativa 
complementaria al método de la ayuda económica Norte-Sur. 
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la reubicación de asentamientos y comunidades que habitan las zonas aledañas o 
puntuales donde se planean los trabajos de obras civiles. De hecho, se plantea el estudio 
de predios que se necesiten “negociar” y/o adquirir, basándose en que son motivos de 
utilidad pública o interés social (DGP, 2014, p. 234). 
 
De esta forma, los procesos de despojo estarían definidos no sólo por la contaminación de 
las aguas y las transformaciones en cuanto al control, acceso, uso y manejo del río por 
parte de las comunidades, sino por los procesos legales de compra de predios. Y son 
comunidades campesinas e indígenas que ya han sido víctimas de otro tipo de despojos45 
asociados al conflicto interno armado y la explotación petrolera46 , y por una militarización 
de sus territorios. 
 
Y una vez más, las comunidades están en riesgo de la militarización de sus territorios, 
gracias a lo planteado para el proyecto de navegabilidad del río: 
 
“Mejorar la conectividad de la región con el resto del país, sin duda fortalecerá las 
actividades militares, productivas y turísticas del departamento, generando las 
condiciones para el desarrollo de los municipios ribereños y para el intercambio 
comercial con las poblaciones fronterizas. Pero esta acción por sí sola, no es 
suficiente y sostenible. Será necesario diseñar otras estrategias como la protección 
de la infraestructura, la cual constantemente presenta bloqueos e interrupciones 
                                                 
 
45 La cifra histórica de desplazamiento forzado por el conflicto armado en Putumayo hasta 2018 es 
de 139.932 personas (Unidad de Víctimas, 2018). 
46 En el Putumayo, narcotraficantes, los frentes 32 y 48 de las Farc, paramilitares y fuerza pública 
se han envuelto en disputas armadas por el control de los centros poblados y corredores 
estratégicos (pasos de frontera internacional, especialmente con Ecuador), lugares donde se 
trafica y se comercializan insumos para la producción de hoja de coca y pasta base de cocaína 
(CNMH, 2015), cuyos resultados han sido el aumento del desplazamiento forzado, abandono de 
predios, asesinato y desaparición forzada de la población de este departamento, particularmente 
de la rural. Por otro lado, en la década de 1960, “la industria petrolera protagonizaría uno de los 
episodios más importantes del despojo de territorios indígenas en Putumayo” (Ramírez, 2012), en 
el momento en que Texaco expulsó a los grupos indígenas (del Pueblo Siona y Kofán) de las 
tierras de Orito, donde el desalojo de gran parte de sus territorios ancestrales se dio tanto por la 
acción directa de la compañía petrolera como por la presencia de colonos. Y en este intento de 
alejarse de la explotación petrolera y la colonización, muchas familias sionas de Orito-Pungo y de 
los kofanes del Guamuez, abandonaron sus espacios tradicionales y migraron hacia otros 
asentamientos de sus propias etnias (Ramírez, 2012), en especial a las comunidades del 
municipio de Puerto Asís. 
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poniendo en riesgo las operaciones de las empresas petroleras localizadas en la 
zona” (DGP-CONCEPT, 2014, p. 244). 
 
Esto responde a la complicidad de los planes de desarrollo de los gobiernos Uribe y Santos 
que impulsaron el resurgimiento del extractivismo petrolero en el Putumayo a partir de 
200447, y que coincidió con el declive de la economía de la coca producido por la 
erradicación forzada de cultivos de uso ilícito y la incursión de la Fuerza Pública en el 
marco del Plan Colombia. Putumayo fue el experimento.  
 
Dicho plan se basaba en el aumento y la modernización del armamento y la doctrina 
militar48, y le permitió al Estado colombiano “asegurar” zonas de Putumayo que contaban 
con reservas petroleras. Este proceso se fortaleció con la política de Seguridad 
Democrática de los gobiernos de Uribe Vélez (CNMH, 2015). Esta situación ha sido 
denunciada por parte de distintas organizaciones sociales en el departamento, en donde 
la Fuerza Pública presta protección a la infraestructura de empresas petroleras 
transnacionales, con afectaciones por prácticas de polígono en áreas cercanas a fincas y 
otros bienes de la población, y sobrevuelo de helicóptero militar sobre las viviendas de la 
comunidad49. 
 
De esta forma, el proyecto de navegabilidad del río Putumayo significaría no sólo la 
contaminación de las aguas, la profundización del modelo de exploración y explotación de 
hidrocarburos, el despojo de comunidades, sino la militarización de sus territorios. Es decir, 
es la profundización de la neoliberalización de la naturaleza en esta zona para transformar 
                                                 
 
47 Entre 2005 y 2012, la ANH firmó 34 nuevos contratos con empresas petroleras en Putumayo, de 
los cuales 27 eran de exploración y explotación de hidrocarburos y 24 habían sido contraídos con 
empresas privadas (CNMH, 2015). 
48 De acuerdo con el informe “Petróleo, coca, despojo territorial y organización social en Putumayo” 
del Centro Nacional de Memoria Histórica (2015), en el departamento “existen dos batallones del 
ejército creados especialmente para proteger la industria petrolera: los Batallones Plan Especial 
Energético y Vial Número 9 y Número 11. El segundo ha instalado dos bases militares en el corredor 
Puerto Vega-Teteyé (Puerto Asís); una en el campo petrolero Cohembí y otra en el campo petrolero 
Quillacinga. Sin embargo, no son las únicas unidades militares encargadas de esa tarea y ubicadas 
en zonas de explotación petrolera”. Para ver el informe completo en: 
http://www.centrodememoriahistorica.gov.co/descargas/informes2016/petroleo/petroleo-coca-
despojo-territorial.pdf 
49 Entrevista integrante de la Mesa de Organizaciones Sociales – Meros (2017).  
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los flujos del agua en flujos de ganancias para el capital y el mercado internacional, 
afectando las relaciones de las comunidades con el río y su habitar en el territorio.  
4.2 Visión comunitaria frente a los discursos 
desarrollistas  
Este apartado se centrará entonces en las posiciones y visiones comunitarias en el 
departamento del Putumayo, en especial en los municipios de Puerto Asís y Puerto 
Leguízamo, y su posición frente a la cooperación internacional, las formas de integración 
y articulación institucionales, y su relación con el manejo de las aguas en el territorio. Se 
seleccionó esta zona de trabajo pues es el área geográfica contemplada para la 
implementación del proyecto de navegabilidad del río Putumayo.  
 
▪ El río Putumayo: fuente de integración entre pueblos 
 
“En el río hay historias que bajan, historias que suben” 
Arnulfo Morales  
 
Fuente: Proyecto Vital, 201750. 
                                                 
 
50 El proyecto ‘Vital: análisis de conflictos, acciones y alternativas ambientales sobre las gestiones 
del agua en Colombia’ nace de una iniciativa de investigación del Instituto de Estudios 
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Desde su nacimiento en el macizo colombiano, en el cerro de Bordoncillo, el río Putumayo 
recorre un total de 2000 km, hasta su desembocadura en el río Amazonas. Colombia 
comparte este río como frontera natural con Ecuador y Perú (Imani, 2001). Para las 
comunidades campesinas e indígenas del departamento, el río Putumayo ha representado 
históricamente la unidad y la fuente de comunicación entre pueblos.   
 
Sobre este territorio recaen discursos de integración y de construcción simbólica del 
desarrollo instrumentalizados por articulaciones como la OTCA o la IIRSA/Cosiplan, con 
su propia definición del manejo de las aguas, a través de proyectos como el GEF-
Amazonas o la navegabilidad del río Putumayo. 
 
La visión y posición de estos actores locales frente al proyecto de navegabilidad del río 
Putumayo y en general, frente a estas articulaciones institucionales de cooperación 
internacional sobre la Amazonia colombiana, está atravesada por una crítica al 
debilitamiento comunitario en términos de participación popular en la definición de la 
política pública y a la captura institucional sometida a las definiciones de la cooperación 
internacional y en este caso materializada a través de la IIRSA/Cosiplan. 
 
La inquietud y preocupación que se ha generado ante el desconocimiento de las 
estrategias de intervención territorial de la IIRSA/Cosiplan y sus diferentes escalamientos, 
ha llevado a una separación evidente de las agendas políticas de movilización social entre 
el Valle del Sibundoy y Puerto Asís, marcadas por la coyuntura de los proyectos mineros, 
petroleros y viales de intervención específicos del territorio, y esto se debe a la silenciosa 
forma de accionar de la IIRSA.  
                                                 
 
Ambientales de la Universidad Nacional de Colombia, con el objetivo de profundizar en los 
abordajes académicos y audiovisuales de los conflictos ambientales que tienen como eje 
transversal el agua. Con base en el trabajo de tesis de los cinco maestrantes participantes y el 
apoyo del Fondo de Investigación de la Facultad de Ciencias Económicas Jesús Antonio 
Bejarano, se realizó un estudio comparativo de cinco casos en el país denominados: 1. Zizuma, 
disputa territorial en el Parque Nacional Natural El Cocuy por la afectación del turismo sobre las 
fuentes hídricas. 2. Conflictos ambientales en torno a los territorios indígenas de Puerto Gaitán, 
Meta. 3. Desviación del Río Bogotá generada por el Aeropuerto Internacional Eldorado, 4. 
Territorialidades, ordenamiento y geopolíticas del mar en el Golfo de Tribugá y 5. Cooperación 
internacional para el desarrollo en la gestión del agua del río Putumayo. Este último corresponde a 
la presente tesis. 
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En el Valle del Sibundoy, la construcción de la variante San Francisco – Mocoa, y las 
concesiones paralelas a empresas mineras transnacionales, ha provocado una importante 
movilización del pueblo Kamëntzá e Inga en defensa de su territorio. Las autoridades 
tradicionales han emprendido acciones legales, pero también medidas de hecho como 
cierre de vías y caminatas en los centros urbanos y principales vías, así como toma de 
obras51. Por otro lado, en Puerto Asís, se empezó a escuchar de la IIRSA desde el año 97 
o 98, por personas allegadas a los procesos organizativos, pero nunca por el Gobierno 
Nacional, pues nunca ha habido una socialización del proyecto. Las comunidades a la 
ribera del río se enteraron “de unas personas que estuvieron midiendo la profundidad del 
río, más o menos hace cinco años (2014)”52, escoltados por la Fuerza Pública, pero sin 
conocer que esto correspondía a los estudios previos para la navegabilidad del río.  
 
Casi al mismo tiempo que hicieron estos estudios, un inversionista chino visitó la vereda 
La Rosa en el municipio Puerto Asís y convocó a una reunión. Esta persona, de la que 
nadie sabe quién es ni de qué empresa o entidad venía, se presentó con el alcalde de ese 
momento y manifestó su interés en invertir para hacer un muelle en esa vereda53. Y esto 
no es coincidencia, en La Rosa hay dos pozos petroleros de la empresa británica Amerisur 
Exploración Colombia, el bloque Platanillo (ver figura 4-8 y 4-9). Empresa que ha abierto 
sus propias vías para sacar el petróleo, pues, por un lado, construyó en 2015 una parte de 
la carretera que conecta Puerto Asís con La Rosa (ver figura 4-10), y, por otro lado, tiene 
pasos de oleoductos subacuáticos de alto riesgo desde Colombia —donde es extraído en 






                                                 
 
51 Entrevista a miembro de la Organización Zonal Indígena del Putumayo, diciembre 2016.  
52 Entrevista a lideresa de la Zona de Reserva Campesina La Perla Amazónica, agosto 2017.  
53 Entrevista a lideresa de la Zona de Reserva Campesina La Perla Amazónica, agosto 2017.  
54 Entrevista a miembro del Pueblo Siona Resguardo Buenavista, diciembre, 2016.    
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Figura 4-8: Bloque Platanillo. Pozo 1. Vereda La Rosa, Puerto Asísi. Empresa 
Amerisur Exploración Colombia. 
 
Fuente: Proyecto Vital, 2017. 
 
Figura 4-9: Bloque Platanillo. Pozo 2. Vereda La Rosa, Puerto Asís. Empresa 
Amerisur Exploración Colombia. 
 
Fuente: Proyecto Vital, 2017. 
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Figura 4-10: Carretera Puerto Asís – Vereda La Rosa. 
 
Fuente: Proyecto Vital, 2017. 
 
Frente a estos discursos, las comunidades reclaman su apropiación del “desarrollo”, para 
configurar otros espacios y otras formas de cooperación en el territorio. Una de estas 
formas, ha sido la consolidación del Plan de Desarrollo Integral Andinoamazónico – Pladia 
2035, proceso producto de las marchas cocaleras de 1996 que interpela el ordenamiento 
del territorio institucional, alejado de las realidades del territorio. Es un diagnóstico 
detallado de toda la región andinoamazónica, seguido de un plan de desarrollo propio con 
planteamientos y presupuesto hasta 2035, municipio a municipio. Esto con el objetivo que 
sea la hoja de ruta con la que se tomen las decisiones de planeación y ordenamiento de 
la región55. 
 
Esta propuesta recoge tanto los procesos de resistencia del Valle del Sibundoy frente a la 
variante San Francisco – Mocoa, como frente al planteamiento del proyecto de 
navegabilidad del río Putumayo. Además, se reconoce la OTCA como instancia 
                                                 
 
55 Ver Mesa Regional de Organizaciones Sociales del Putumayo, Baja Bota Caucana y Cofanía 
Jardines de Sucumbíos (Nar) -MEROS-; Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural. MADR (2017). 
Plan de Desarrollo Integral Andinoamazónico 2035. Puerto Asís, Colombia. 
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internacional en la que los países miembros manifestaron su voluntad por centrar 
esfuerzos para la protección y preservación del ecosistema amazónico; sin embargo, 
expresan su inconformidad ante la inexistente participación de todas las comunidades 
presentes en el territorio. Y plantean también que, para lograr reducir problemáticas como 
la deforestación y contaminación (principios de la OTCA), primero es necesario que el 
Estado colombiano logre dar tratamiento a situaciones como la expansión de cultivos de 
hoja de coca con fines ilícitos, la promoción de la ganadería extensiva, la extracción de 
hidrocarburos, expedición de licencias de explotación minera, entre otros; actividades 
productivas con graves efectos sobre la selva amazónica (Meros, 2017). Esta fue una 
iniciativa de la Mesa Regional de Organizaciones Sociales del Putumayo, Baja Bota 
Caucana y Cofanía Jardines de Sucumbíos (Nariño) – Meros, que, entre distintos espacios, 
fue socializada en el Foro Minero-Energético y Ambiental por la Defensa de la Región 
Andino Amazónica, realizado en Puerto Ospina en agosto de 2017. Este Foro buscaba 
impulsar instrumentos de resistencia, propuestas, alternativas y rutas colectivas para 
enfrentar la política minero-energética impuesta en la región andinoamazónica, y en 
especial, buscaba empezar una articulación entre organizaciones sociales campesinas y 
pueblos indígenas, pues ante las pocas concesiones petroleras, ha sido un municipio sin 
movilización social (ver figura 4-11). 
 
Figura 4-11: Foro Minero-Energético y Ambiental por la Defensa de la Región Andino 
Amazónica. 
Fuente: Proyecto Vital, 2017. 
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De esta forma, la principal reivindicación en la denuncia por los impactos ambientales de 
los proyectos mineros y petroleros es el agua, tanto por el secado de humedales como por 
la contaminación por derrames. Así pues, ante la no materialización del proyecto de 
navegabilidad del río, en este momento, la defensa y gestión del agua está en directa 
relación con las actividades extractivas.  
 
Hacerles frente a transnacionales, como Amerisur, ha sido la principal lucha de las 
comunidades de Puerto Asís, en especial del Pueblo Siona del Resguardo Buenavista, 
cuyo territorio está en límite con la plataforma petrolera. El Pueblo ZioBain, es un pueblo 
bifronterizo que se encuentra en Colombia y en la comunidad de San José de Wisuyá en 
Ecuador, y de acuerdo con la Corte Constitucional, mediante Auto 004 de 2009, el Pueblo 
se encuentra en peligro de exterminio cultural y físico por el conflicto armado interno Ver 
figura 4-12). 
 
Figura 4-12: Mensaje Pueblo Siona en el Resguardo Buenavista. 
 
Fuente: Proyecto Vital, 2017. 
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En 2003, llegó Amerisur al Putumayo, permitiendo que la explotación petrolera en la zona 
intensificara la presencia militar, los enfrentamientos armados y, como consecuencia, las 
muertes, los desplazamientos y la contaminación ambiental (León, 2018). En 2012, levantó 
una plataforma mucho más cerca al resguardo Buenavista, la cual también intensificó la 
violencia en este territorio: “Cuando llega la petrolera, llega el Ejército para proteger los 
intereses de la compañía” (León, 2018), y desde ese momento, recrudecieron los 
enfrentamientos entre los grupos armados regulares e irregulares, con minas antipersonal, 
confinamiento, asilamiento y desplazamiento. 
 
A partir de 2013, la empresa Amerisur decide empezar acciones de prospección sísmica 
para el ‘Programa de Adquisición Sísmica 2D dentro del plan Bloque PUT- 12’ dentro del 
territorio Siona. Para eso, se abrió un proceso de consulta previa que inició a finales de 
2013 y terminó en diciembre de 2014, en la que la decisión del Pueblo Siona fue NO. En 
2015, la empresa contacta de nuevo a la comunidad argumentando que ellos no tienen 
derecho al veto, y que la consulta es un trámite que busca formalizar la menor cantidad de 
impactos posibles en el territorio y llegar a acuerdos de indemnización y compensación 
con las comunidades, y que, por disposición del Ministerio del Interior, la empresa va a 
ingresar al territorio a hacer la actividad de exploración sísmica56. 
 
Ante el inicio de actividades sísmicas, una delegación de autoridades del Pueblo Siona 
hicieron presencia en Bogotá del 21 al 25 de noviembre de 2016 para denunciar ante 
distintas autoridades57 los impactos que esto supone, entre ellos el desplazamiento forzado 
del que la comunidad ya ha sido víctima y puede volver a serlo por la intromisión de la 
Fuerza Pública y otros actores para resguardo de la infraestructura petrolera. La 
comunidad denunció que, en el año 2011, Amerisur instaló una tubería en el pozo Platanillo 
5, ubicado en la vereda La Rosa, que en las noches disponía descargas al río Putumayo, 
produciendo no sólo la contaminación de las aguas del río, sino afectaciones de piel y 
                                                 
 
56 Entrevista a miembro del Pueblo Siona Resguardo Buenavista, agosto, 2017. 
57 La delegación del Pueblo Siona se reunió con miembros de El Senado, la Cámara de 
Representantes, la Defensoría del Pueblo, el Ministerio de Ambiente, Consejería Presidencial para 
los Derechos Humanos, Unidad Nacional de Protección, Procuraduría, Agencia Nacional de 
Tierras, Unidad de Restitución de Tierras, Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas. 
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enfermedades en niños y niños y adultos, y enfermedades uterinas en mujeres. Igualmente 
denunciaron el derrame de crudo de 2016 que afectó las quebradas de la vereda La Rosa 
y que desembocan en el río Putumayo (Justicia y Paz, 2016). 
 
A este proceso de resistencia se unieron varias organizaciones sociales, quienes en marzo 
de 2017 denunciaron, ante el Embajador Británico, las afectaciones ambientales por la 
exploración sísmica y la explotación dentro de los Bloques PUT-12 y PUT-8, y la 
comercialización y ampliación del bloque Platanillo, e hicieron responsable a la empresa 
de la integridad física de los líderes y lideresas de las comunidades campesinas e 
indígenas, ante los hostigamientos, estigmatización y amenazas de las que habían sido 
víctimas. Las organizaciones sociales que se unieron a la denuncia fueron  la Zona de 
Reserva Campesina de la Perla Amazónica, representada en la Asociación de Desarrollo 
Integral Sostenible Perla Amazónica – ADISPA, la Asociación Sindical Agroecológica de 
Trabajadores Campesinos del Putumayo – ASIAGROTCP del corregimiento de Piñuña 
Blanco, la Asociación Campesina agrícola del Putumayo – ASCAP  del corregimiento de 
Piñuña Negro, el Representante del Pueblo Nasa Cabildo Kwes’x Kiwe, las Autoridades 
Ancestrales y Políticas del Resguardo Buenavista del Pueblo Ziobain, el presidente de la 
Asociación de Cabildos Indígenas del Pueblo Siona – ACIPS, el representante del Pueblo 
Murui, así como el presidente e integrantes de la Directiva de la Comunidad Indígena 
Kichwa y Siona de San José de Wisuya de Ecuador (Justicia y Paz, 2017).  
 
Este proceso de resistencia popular e indígena llegó el 10 de mayo de 2018 a la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, en donde el Gobernador del Resguardo 
Buenavista, denunció la presión que reciben por parte de la empresa petrolera Amerisur 
para realizar actividades de exploración y explotación de petróleo dentro de sus territorios, 
la amenaza de nuevos actores armados realizando acciones de control territorial y de 
población, y la situación de confinamiento a la que se enfrentan por la existencia de minas 
antipersonal en varios de sus resguardos58. Según la Asociación de Cabildos Indígenas 
del Pueblo Siona (2018a), en al menos diez comunidades Siona se presentan ataques 
indiscriminados, las extorsiones, el confinamiento, presencia de diversos actores armados, 
                                                 
 
58 Ver Audiencia CIDH presentación – casos Pueblos indígenas. Pueblo Siona en: 
https://www.youtube.com/watch?v=FSHxdqo9JMk 
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quienes, a través de acciones como el control de movilidad, el patrullaje en el territorio 
ancestral, la ocupación de domicilios, el uso de enseres domésticos y medios de 
movilización, han impedido el desarrollo de actividades de espiritualidad y control territorial; 
además de la estigmatización y amenaza a líderes y lideresas indígenas. 
 
Ante esta denuncia, el 14 de julio de 2018, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos ordenó al Estado colombiano adoptar las medidas culturalmente adecuadas 
para garantizar la vida e integridad de los y las integrantes del Pueblo Siona y dispone 
también que se investiguen los hechos denunciados (CIDH, 2018). Sin embargo, a 
diciembre de 2018 este proceso aún no había iniciado y los riesgos denunciados persistían 
e iban incrementando (ACIPS, 2018b).  
 
Estos procesos le han permitido tanto al Pueblo Siona como a las demás organizaciones 
sociales entender la relación entre las actividades petroleras y la infraestructura en su 
territorio, y sobretodo, desmentir el discurso de las instituciones al presentar obras como 
la carretera Pasto-Mocoa, o los muelles en Puerto Nariño y Leguízamo como soluciones 
aisladas y de beneficio a la comunidad; pues se ha empezado a articular cada una de las 
obras a un proyecto más devastador: La IIRSA/Cosiplan. Entonces, así no haya certeza 
de la avanzada del proyecto de navegabilidad, hay una fuerte oposición a este: “Lo que 
primero hemos hecho es organizarnos, y como le hemos hecho frente a la petrolera, 
asimismo, pensamos que debemos hacerle frente a cualquier multinacional que venga en 
contra de nuestra vida, de nuestro territorio. Lo que pasa en el río, nos afecta la vida”59.   
 
Este panorama permite también una comprensión de las implicaciones y efectos de estos 
discursos desarrollistas desde sus posibilidades futuras, y como se mencionó 
anteriormente, permite problematizar la posible implementación del proyecto. En primer 
lugar, retomando las categorías teóricas que ofrece la ecología política, la navegabilidad 
del río Putumayo configuraría la privatización tanto de la gestión como de las fuentes de 
agua, al ser un proceso que se concibe como la negación del acceso a este bien común 
por parte de agentes privados. Por un lado, la privatización de la gestión se daría en tanto 
el concesionario, al asumir las obligaciones contractuales de realizar las obras, tendría 
                                                 
 
59 Entrevista a Gobernador del Resguardo Buenavista, agosto 2017.  
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como contraprestación el cobro de tarifas de peajes y servicio de muellaje, es decir, se 
estaría concesionando el río a una empresa privada para realizar constantemente las obras 
de dragado de mantenimiento60. Y por el otro lado, la privatización de las fuentes se daría 
por apropiación y contaminación derivada de las obras de encauzamiento, control de 
caudales y dragado.  
 
En segundo lugar, se ha potenciado la intervención sobre este territorio a partir de la 
dejación de armas de las Farc y de la implementación del Acuerdo de Paz firmado entre el 
Gobierno de Juan Manuel Santos y esta guerrilla en noviembre de 2016. Esto, pues la 
presencia y agenda política de las Farc en ese momento, limitó el accionar de los estudios 
del proyecto de navegabilidad, con base en su control territorial y de las rutas de 
distribución de mercancías del río. Es por esto que el Consorcio solamente pudo 
desarrollar los trabajos de topografía y batimetría desde Puerto Asís hasta cerca de Puerto 
Ospina, y desde Montclart hasta Puerto Alegría, pues las Farc no le permitieron el ingreso 
a todo el territorio61. 
 
La preocupación de la posible destrucción de los lugares que mantienen condiciones 
ambientales propicias gracias a la presencia que tuvo las Farc se profundiza con los 
planteamientos de la ONU acerca de la aplicación de esquemas de economía verde para 
el posacuerdo, girando regresivamente a un modelo que, como se mostró, desde la década 
de los 90 reforzó la injusticia social y ambiental en Colombia bajo la falacia del desarrollo 
sostenible. Lo pactado entre el Gobierno y las Farc giró en torno al ordenamiento territorial, 
pero pensado desde el reconocimiento de la biodiversidad en términos de capital natural, 
procurando con esto la mercantilización de la naturaleza; al desarrollo local y la producción 
sostenible, con una propuesta de innovación en el “aprovechamiento de la biodiversidad”, 
que incluye un desarrollo industrial rural62 asociado a los capitales y controles 
                                                 
 
60 Además, este tipo de obras no requieren de licencia ambiental (Entrevista funcionaria del 
Departamento Nacional de Planeación, 2018).  
61 Entrevista a lideresa de la Zona de Reserva Campesina La Perla Amazónica y a la directora de 
la Inspección Fluvial de Puerto Asís. Además, los estudios previos realizados por el Consorcio DGP-
CONCEP argumentan no poder haber realizado los estudios de topografía y batimetría en el tramo 
Puerto Ospina – Montclart por presencia de las Farc. 
62 La Reforma Rural Integral del Acuerdo reconoce el papel del desarrollo rural “en coexistencia y 
articulación complementaria con otras formas de producción agraria”, así que deja margen para que 
coexistan diferentes formas productivas, como las Zonas de Interés de Desarrollo Rural Económico 
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transnacionales, y la redefinición de las relaciones campo – ciudad expresadas en el pago 
por servicios ambientales, a la actividad extractiva; y finalmente giró en torno al 
fortalecimiento de la institucionalidad y gobernanza colombiana a través del presupuesto 
producto de los PSA y REDD (Urrea, 2016). Y como se mencionó en el primer capítulo, 
estas premisas están en la base de la noción de crecimiento verde que el Gobierno de 
Santos implementó como eje trasversal del Plan Nacional de Desarrollo 2015.  
 
La preocupación por esta intervención no es sólo en términos ambientales sino en la 
presencia de nuevos actores armados que retoman el control del territorio. Como se 
mencionó, el Pueblo Siona es nuevamente víctima del conflicto colombiano. Desde 
principios de 2017, un año después, empezó una disputa violenta para llenar el vacío de 
poder dejado por las FARC. Empezaron a circular panfletos amenazantes formados por 
grupos paramilitares que anunciaban su llegada, se identificaron disidencias de las FARC, 
denominado La Constru, y “a inicios de 2018 los grupos más pequeños se han condensado 
en dos organizaciones: uno que se autodenomina FARC y el otro Mafia” (León, 2018); 
como asegura la ACIPS (2018a) “vivimos un contexto de reparamilitarización de nuestros 
territorios”, en donde incluso tienen prohibido transitar por tierra o por el río entre las 6 de 
la tarde y las 6 de la mañana, bajo la advertencia de disparar a quien no acate la orden. 
 
Con este complejo panorama enfrente, queda entonces la sensación de incertidumbre ante 
la planificación y los efectos potenciales del proyecto de navegabilidad del río Putumayo. 
Si bien, en este momento están suspendidas las conversaciones y acciones entorno a la 
IIRSA/Cosiplan por la salida de Colombia de la Unasur63, espacio debilitado y herido de 
muerte, no significa que este proyecto pierda importancia en la geopolítica de los “recursos 
naturales”, pues en cuanto a las grandes obras de desarrollo para la región “existió y existe 
una comunidad de intereses que proceden de distintas orillas ideológicas y las 
                                                 
 
y Social – Zidres, figura que permite la entrega, sin límite de extensión, de tierras baldías a personas 
jurídicas nacionales o extranjeras, a quienes se les otorga el control sobre el uso del territorio –
principalmente en la altillanura o en el Magdalena Medio (Urrea, 2016a). 
63 En febrero de 2018, Colombia decide suspender actividades dentro de la Unasur por el “desorden 
institucional” al interior de esta organización. Entrevista a funcionaria del Departamento Nacional de 
Planeación (2018) y el 27 de agosto de 2018, el presidente Iván Duque, envió a la Unasur la carta 
con la que, de manera oficial, anuncia la salida del país del organismo internacional (Ministerio de 
Relaciones Exteriores, 2018). 
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determinaciones que se toman se ajustan a una propuesta de modelo de desarrollo en el 
que se dan coincidencias notables” (Flórez, 2018, p. 12).  
 
Además, es sabido que las necesidades de explotación territorial – acompañadas 
generalmente del despojo – estaban a la orden del día de la visión de país del Gobierno 
de Colombia de Santos. El potencial de explotación que aseguraría la construcción de la 
infraestructura y la ocupación territorial en esos espacios, se mantiene intacto. El Gobierno 
Nacional, con el apoyo del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo – PNUD, creó 
en 2013 la Estrategia Territorial para la Gestión Equitativa y Sostenible del Sector 
Hidrocarburos, en donde se priorizaron 33 municipios del país que requieren “una atención 
integral por parte de la Estrategia” (ANH, 2017). Esta priorización de territorios y municipios 
se realizó teniendo en cuenta su importancia estratégica en materia de producción y 
exploración, los niveles de conflictividad y las prioridades del Gobierno Nacional. Entre los 
municipios están cuatro del departamento del Putumayo: Orito, Mocoa, Puerto Asís y 
Villagarzón. Adicionalmente, de acuerdo con la Agencia Nacional de Minería (2017), en el 
Putumayo existen 47 títulos mineros vigentes y 81 propuestas de contrato y solicitudes de 
autorización temporal por modalidad: 5 de autorización temporal y 76 de contrato de 
concesión.  
 
Y en continuidad con las formas de explotación y de crecimiento económico del país, se 
puede decir que la necesidad de infraestructura para la explotación petrolera en el 
Putumayo y de llegar a territorios no explorados o con potenciales probados de 
yacimientos, también es una de las lecturas del actual Gobierno Nacional de Iván Duque. 
Por tanto, la continuidad del proyecto analizado en esta investigación es inmanente, pero 
con el componente de la inversión extranjera directa y la participación del sector 
corporativo transnacional.  
 
La preocupación es entonces mayor, pues la posibilidad de continuación de las obras sobre 
el río, representaría un cambio en los usos y condiciones de vida de los pobladores de la 
región en términos del acceso y gestión del río en su vida cotidiana, en tanto medio de 
transporte, fuente de agua y alimento, recreación y control territorial. Tanto el dragado 
como el encauzamiento afectan la base material de la cual subsisten los habitantes de la 
ribera, pues los impactos ambientales directos serían el secado de caños, cananguchales, 
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humedales, que son irrigados por el río, de donde se obtiene agua y se pesca. De igual 
manera muchos de estos ecosistemas son sala cuna de ciertas variedades de peces, 
fuente de agua y alimentación de fauna silvestre y de plantas que hacen parte de la dieta 
y/o medicina tradicional, principalmente de los pueblos indígenas64. 
  
Como cuenta el Gobernador del Resguardo Buenavista, “en este momento navegamos 
libremente el río Putumayo y eso nos permite comunicarnos, salir a pescar. Si se vuelve 
navegable para barcos de gran calado, se perdería el sustento de la familia, que es el 
pescado. Se volvería imposible navegar en nuestras canoas, porque se irían perdiendo los 
sitios estratégicos para la pesca que vienen desde los abuelos. El territorio nuestro se 
debilitaría, porque el río empezaría a cambiar su forma de ser”65.  
 
Esto configuraría un proceso de neoliberalización del río, como estrategia que pretende 
venderse como una situación de gana-gana, en donde las comunidades indígenas y 
campesinas de las riberas, así como el Estado, salen ganando. Se transformarían los flujos 
materiales y los significados del río, así como las relaciones y prácticas de las comunidades 
con el agua. El proyecto de navegabilidad del río se vuelve un instrumento simbólico de 
modernización e integración, el cual está atravesado por los intereses y relaciones de 
poder entre el Estado y sus políticas públicas, los agentes de cooperación internacional, 
bancos de desarrollo como en BID y BNDES, y su influencia en la transformación de los 










                                                 
 
64 Entrevista a funcionario del Parque Nacional Natural La Paya y a miembros de la Mesa Regional 
de Organizaciones Sociales – Meros.  
65 Entrevista a Gobernador del Resguardo Buenavista, agosto 2017. 
130 Cooperación internacional para el desarrollo en la gestión del agua. El caso del 
Putumayo en la región amazónica 
 
Figura 4-13: Río Putumayo. 
 
Fuente: Proyecto Vital, 2017. 
 
Entonces se está de nuevo ante una paradoja: El río Putumayo ha representado 
históricamente la integración entre pueblos y la fuente de comunicación entre tres 
fronteras, la de Colombia, Ecuador y Perú. Y esta unidad se ve amenazada por un proyecto 
que aboga precisamente por una integración sudamericana. Por esto, es evidente que este 
discurso integracionista de la IIRSA/Cosiplan no defiende una integración entre pueblos, 
sino una integración del capital. 
 
Es así como, desde la ecología política, se problematiza la posible implementación del 
proyecto de navegabilidad del río putumayo, poniendo en evidencia las narrativas y 
discursos del desarrollo y del control, acceso, uso y manejo del agua de los diferentes 
actores involucrados.  
 
La alteración del ciclo hidrológico del río Putumayo tendría como consecuencia la 
transformación en las relaciones sociales y de poder entre los distintos agentes socio-
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políticos del territorio y de estos con el río. Por un lado, lo actores decisores de la 
cooperación internacional en tanto financiadores del proyecto de integración, como los 
organismos multilaterales, como el BID y/o el BM; los países del Sur como Brasil y China, 
y sus bancos nacionales; y el Estado colombiano, priorizando una geopolítica de los 
“recursos naturales”; para quienes la idea del río como entidad explotable y controlable, 
justifica la intervención material sobre ella. Por otro lado, las comunidades y pueblos que 
han habitado históricamente las riberas del río Putumayo, para quienes el río es no sólo 
un medio de transporte, sino fuente de agua y alimento, recreación y control territorial. Y 
para quienes la apropiación y transformación de flujos materiales del agua, implicaría una 









5. Conclusiones y recomendaciones 
5.1 Conclusiones  
A lo largo de esta investigación se ha presentado la forma en que la cooperación 
internacional ha instrumentalizado el discurso del desarrollo, con una creencia falsa en que 
la ciencia, la eficiencia y el progreso pueden resolver los problemas del deterioro ambiental. 
Por el contrario, este discurso ha consolidado las formas de dominación actuales y ha 
generado otras lógicas de manejo de los bienes comunes en los territorios que no 
necesariamente se corresponden con el mejoramiento de condiciones de vida y desarrollo 
productivo de los territorios y de los sujetos que los han producido históricamente.   
 
La ecología política, como campo de estudio que indaga las relaciones de poder en la 
problemática ambiental, permite analizar la forma en que la cooperación internacional se 
ha entendido como una política a favor del desarrollo, planteado en los términos de 
crecimiento económico y ahora de economía verde, que, en su intento de reconciliar la 
economía y el ambiente, da paso a la integración de los bienes comunes a la economía y 
al mercado. ). Además, permitió analizar, a través de una línea de tiempo (ver figura 5-1), 
las transformaciones de las narrativas del desarrollo y el agua, y sus incidencias 
territoriales, permitiendo una identificación de los actores y sus interrelaciones, para que 
el lector pueda ubicarse fácilmente en el desarrollo de estos sucesos. 
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Figura 5-1: Línea de tiempo. 
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Fuente: Elaboración propia, 2019. 
 
Estos discursos desarrollistas de la cooperación internacional y su análisis desde la 
ecología política ubican al agua como uno de los bienes comunes que más ha sido 
afectado por las políticas de privatización, mercantilización y financiarización. De hecho, el 
agua, como actante que fluye y modifica la sociedad, permite un análisis diferenciado 
dentro de la ecología política, poniendo en diálogo las categorías como ciclos y territorios 
hidrosociales, en tanto escenarios específicos en las relaciones entre la sociedad y la 
naturaleza, donde se pone en evidencia ecologías políticas propias asociadas a la 
interacción de los ciclos hidrológicos y la reproducción social y territorial de los diferentes 
agentes socio-políticos. 
 
La financiarización del agua, y en general de la naturaleza, requiere que sus funciones 
sean previamente mercantilizadas y privatizadas, a través de la elaboración de un marco 
económico para dichas funciones, que las asimile a servicios; se establezca un precio para 
cada servicio; se formalice derechos de propiedad sobre los servicios o los territorios que 
los contienen; y se creen instrumentos de mercado para su intercambio. 
 
La cooperación internacional para el desarrollo ha dejado una proliferación discursiva 
sobre la sostenibilidad, al tiempo de unas políticas transnacionales de ocupación y 
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devastación de los territorios y sus bienes comunes. La retórica multilateral trae conceptos 
como ecodesarrollo, desarrollo sostenible y economía verde, los cuales crearon una ilusión 
de estar tomando medidas ante la crisis ambiental, sin cuestionar la lógica de acumulación 
y el modelo de sociedad industrial. Así, lo “verde” está en el centro del discurso político, 
cuyos instrumentos y políticas de privatización y mercantilización, en relación al agua, la 
reconocen como bien económico y le dan un valor de mercado.  
 
Se configura entonces un circuito entre Instituciones Financieras Internacionales, agencias 
de cooperación, Estado y entidades nacionales. En Colombia, la política en materia de 
agua, aunque plantea un análisis integral de todos los aspectos del agua (cantidad, calidad, 
fases, escalas) que tengan influencia en sus usos y usuarios; también plantea un grave 
riesgo por el papel que le da a la inversión privada versus un limitado papel del Estado. Y 
además de la política pública del Estado, que define acciones sobre un territorio, los 
discursos de los proyectos de cooperación también generan dinámicas territoriales con 
fuertes impactos en los usos, control, acceso, toma de decisiones de las relaciones de las 
comunidades en relación al agua. 
 
Particularmente, la región amazónica ha sido apropiada tanto ideológica como 
materialmente, en cuyo territorio se han materializado estos discursos desarrollistas de la 
cooperación internacional. En un intento de proteger la Amazonia y quitarle la etiqueta de 
“herencia de la humanidad”, los países que comparten la cuenca han creado una 
plataforma de integración sudamericana para, según sus mandatos, discutir, generar 
sinergias y promover soluciones a las preocupaciones que competen la región amazónica 
a través de la Organización del Tratado de Cooperación Amazónica. Sin embargo, la OTCA 
no logra ser el escenario para plantear una verdadera reflexión sobre las formas de gestión, 
privatización, mercantilización y financiarización del agua a través del extractivismo, las 
hidroeléctricas, las represas y/o los megaproyectos en el territorio amazónico. En cambio, 
se ha convertido en una articulación con retórica integracionista para suscribir acuerdos 
institucionales que han servido para articularse a instituciones financieras internacionales 
como el GEF o el BID, y han reproducido relaciones desiguales de poder entre los mismos 
países de la región, como el caso de Brasil y su BNDES con los demás países 
latinoamericanos. 
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Esto pues, por un lado, aboga por la protección del patrimonio natural amazónico, con un 
fuerte énfasis en las aguas, a través de proyectos como el de ‘Manejo Integrado y 
Sostenible de los Recursos Hídricos Transfronterizos de la Cuenca del río Amazonas 
considerando la variabilidad y el cambio climático – GEF Amazonas’, y, por otro lado, 
apoya el discurso integracionista que da vía libre a grandes obras de infraestructura, como 
la Iniciativa de Integración Regional Sudamericana – IIRSA. 
 
De hecho, en el proyecto GEF Amazonas se reconocen los megaproyectos de 
infraestructura, entre ellos específicamente la IIRSA/Cosiplan, como una de las principales 
causas del deterioro del patrimonio natural de la cuenca, en especial de sus aguas. Sin 
embargo, las medidas propuestas no van más allá del discurso de mitigación o adaptación 
provenientes de la misma retórica de las instituciones internacionales. Asimismo, este 
proyecto también incluye la homogeneización de los lineamientos legales y operativos de 
acceso al agua, y la posibilidad de programas de inversión privada en los países. 
 
La IIRSA, que en 2009 pasó al Consejo Sudamericano de Planificación e Infraestructura, 
de la Unasur, plantea un nuevo orden territorial, basado en la interconexión vial, fluvial, 
eléctrica, petrolera y gasífera; que finalmente busca extraer bienes naturales y llevarlos al 
mercado global, atravesando los procesos sociales y culturales existentes. De esta forma, 
la implementación de los proyectos que componen la iniciativa ha fomentado procesos de 
liberalización y privatización de bienes comunes, como el agua, y ha incidido en la 
proliferación de conflictos ambientales en las comunidades asentadas en las zonas de 
influencia de los proyectos.  
 
Colombia hace parte de los Ejes de Integración y Desarrollo Andino y Amazónico, a través 
de 32 proyectos: 18 nacionales, 13 binacionales y uno multinacional. La utopía integradora 
del Eje del Amazonas se materializa en el corredor multimodal Tumaco – Puerto Asís – 
Belem do Pará, con una articulación terrestre y fluvial: la carretera Pasto-Mocoa y la 
navegabilidad del río Putumayo. 
 
Según los últimos estudios de este proyecto sobre el río Putumayo, los ‘Estudios de fase 
II para la navegabilidad del Río Putumayo (Peñasorá - Puerto Asís - Puerto Leguízamo - 
Puerto Alegría’, realizados por el Consorcio DGP-CONCEP en 2014, las obras propuestas 
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para “mejorar la navegabilidad” incluyen espolones, obras de dragado y obras de 
regularización mediante control de caudales. 
 
De esta forma, la navegabilidad del río Putumayo implicaría la privatización tanto de la 
gestión como de las fuentes de agua. Por un lado, la privatización de la gestión se daría 
en tanto el concesionario, al asumir las obligaciones contractuales de realizar las obras, 
tendría como contraprestación el cobro de tarifas de peajes y servicio de muellaje, es decir, 
se estaría concesionando el río a una empresa privada para realizar constantemente las 
obras de dragado de mantenimiento. Además, representaría un cambio en los usos y 
condiciones de vida de los pobladores de la región en términos del acceso y gestión del 
río en su vida cotidiana, en tanto medio de transporte, fuente de agua y alimento, 
recreación y control territorial. Y por el otro lado, la privatización de las fuentes se daría por 
apropiación y contaminación derivada de las obras de encauzamiento, control de caudales 
y la disposición de los excedentes del dragado en el mismo río Putumayo.  
 
Se darían entonces transformaciones del ciclo hidrológico del río Putumayo que tendrían 
como consecuencia la transformación en las relaciones sociales y de poder entre los 
distintos intereses de los actores en el territorio; es decir, de las comunidades campesinas 
e indígenas a la ribera del río, por un lado, y el Estado, las instituciones internacionales 
financiadoras como el BID, el BNDES y/o empresas privadas, por el otro, para quienes la 
idea del río como entidad explotable y controlable, justifica la intervención material sobre 
ella; llevando a una transformación del ciclo hidrosocial de este territorio.  
 
El proyecto propone también que estas obras deben ir acompañadas de estrategias de 
protección de la infraestructura y así asegurar las operaciones de las empresas petroleras. 
Así, el proyecto de navegabilidad del río Putumayo significaría no sólo la contaminación de 
las aguas, la profundización del modelo de exploración y explotación de hidrocarburos, el 
despojo de comunidades, sino la militarización de sus territorios. Es decir, es la 
profundización del neoliberalismo en esta zona para transformar los flujos de agua en flujos 
de ganancias para el capital y el mercado internacional, afectando las relaciones de las 
comunidades con el río y su habitar en el territorio. 
 
El proyecto de navegabilidad del río se vuelve un instrumento simbólico de modernización 
e integración, el cual está atravesado por los intereses y relaciones de poder entre el 
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Estado y sus políticas públicas, los agentes de cooperación internacional, bancos de 
desarrollo como en BID y BNDES, y su influencia en la transformación de los ciclos 
hidrosociales a nivel local. La posibilidad de llevar a cabo el proyecto plantea una paradoja, 
pues el río Putumayo ha representado históricamente la integración entre pueblos, como 
la fuente de comunicación entre tres fronteras, la de Colombia, Ecuador y Perú; y esta 
unidad se vería amenazada por un proyecto que aboga precisamente por una integración 
sudamericana. Por esto, es evidente que este discurso integracionista de la 
IIRSA/Cosiplan no defiende una integración entre pueblos, sino una integración del gran 
capital. 
5.2 Recomendaciones 
Como se mencionó en la introducción del documento, esta investigación pretendía abordar 
campos de investigación muy complejos, dejando temas sin concluir que pueden ser 
nuevas líneas de investigación para futuros trabajos. Para iniciar, el campo de la 
cooperación internacional es un campo de acción dinámico que se transforma de acuerdo 
a los intereses y relaciones de poder de los diferentes actores del sistema internacional. 
Actualmente, la cooperación internacional va más allá de la cooperación hegemónica y 
contra-hegemónica, pues dentro de la primera, hay Estados que ya no están de acuerdo 
con el modelo tradicional y empiezan a plantear nuevas posturas, como es el caso de 
China.  
 
Así, la cooperación internacional configura un área compleja y con diferentes matices. A 
pesar de las implicaciones nefastas en muchos casos en términos de privatización de 
bienes y territorios, dentro del análisis hay otros elementos a tener en cuenta. En Colombia, 
por ejemplo, el proceso negociación del Acuerdo de Paz entre el Gobierno y la guerrilla de 
las FARC no hubiera sido posible sin la cooperación internacional. Además, debates 
alrededor de la apropiación de los mecanismos REDD+ como defensa territorial por parte 
de diferentes comunidades merecen la pena ser explorados con más profundidad. Estos 
nuevos panoramas, ponen sobre la mesa cuál es el camino que seguirá Colombia en 
términos de su política exterior.  
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Con respecto al agua, esta investigación también deja abierta la posibilidad de ahondar en 
los análisis sobre las disputas por las diferentes nociones del agua como bien común. Y 
ya que esta investigación se centró en el Putumayo, vale la pena analizar cómo se 
transforman y cuáles son las luchas por la defensa del agua en las (sub) regiones que 
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1. ¿Qué quiere decir la gestión integrada del agua?  
2. ¿Cómo fue la formulación de la Política Nacional de Gestión Integrada de 
Recursos Hídricos? 
3. ¿Cómo es la inversión privada en la GIRH? 
4. ¿De dónde y cómo se incorporan los conceptos de economía verde y 
gobernanza?  
4.1 ¿Qué implicaciones tiene en términos de privatización? 
5. ¿Cuáles son los últimos avances en el Plan Estratégico de la Macrocuenca 
Amazónica? 
6. ¿Qué implica en la gestión del agua que la región sea transfronteriza? 
7. ¿Cómo es la articulación del Ministerio de Medio Ambiente con la Organización 
del Tratado de Cooperación Amazónica? 
8. ¿Cuáles son los últimos avances en el Plan de manejo integrado y sostenible de 
los recursos hídricos transfronterizos de la cuenca del río Amazonas 
considerando la variabilidad y el cambio climático, que hace parte de la 
Organización del Tratado de Cooperación Amazónica?  
8.1 Y sobre este, ¿de qué forma se piensan conciliar los impactos sobre el 
territorio amazónico por megaproyectos como el Cosiplan/IIRSA con el objetivo 
de la protección de las fuentes hídricas? 
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9. ¿Cuál es la relación de las políticas públicas en materia de agua en Colombia y 
el Fondo de Cooperación para Agua y Saneamiento de la AECID? 
10. ¿Cómo es la participación de las empresas españolas en el FCAS? 
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Guía de preguntas para entrevistas semi-estructuradas a organizaciones locales 





1. ¿Cuándo fue la primera vez que escuchó de la IIRSA? 
2. ¿En qué estado se encuentra la IIRSA en Colombia? 
3. ¿A qué estrategia de cooperación responde el proyecto de navegabilidad del río 
Putumayo? 
4. ¿Quién/es son los financiadores de estos proyectos? 
5. ¿Está incluido el proyecto en los planes de desarrollo? 
6. ¿Cuál es la visión y posición de los pueblos indígenas/organizaciones 
campesinas frente a la cooperación internacional para el desarrollo? 
7. ¿Cuál es la visión y posición de los pueblos indígenas/organizaciones 
campesinas frente a proyectos como la IIRSA, y en especial el proyecto de 
navegabilidad del río Putumayo? 
8. ¿Cuál es la articulación de los pueblos indígenas con espacios como la 
Organización de Tratado de Cooperación Amazónico? 
9. ¿Cuál es la relación de estas estrategias de cooperación con el manejo del agua? 
10. ¿Cuál es la relación entre la cooperación internacional para el desarrollo y las 
actividades extractivistas en el territorio? 
11. ¿Qué otros procesos de intervención del estado, de la cooperación o de actores 
privados han llegado al territorio? 
12. ¿Qué otras estrategias están asociadas a estas apuestas de defensa territorial? 
13. ¿Cuál es la apuesta organizativa de las organizaciones campesinas en relación 
con los pueblos indígenas en el departamento y municipio? 
Anexo A. Instrumentos Aplicados 145 
 
14. ¿Cuáles han sido los actores involucrados en la defensa territorial contra el 
modelo de desarrollo extractivista? 
15. ¿Cuáles han sido las acciones que la comunidad ha tomado en esta defensa en 
sus diferentes momentos? 
16. ¿Cuál es la apuesta de la Alcaldía, de la Gobernación y de las Farc respecto a 
las obras de infraestructura proyectadas en la región? 
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1. ¿Cuál ha sido la relación histórica de las comunidades con el río Putumayo?  
1.1 ¿Qué ha representado históricamente el río? 
2. ¿Cuáles prácticas de uso y representación del río expresan esta relación? 
3. ¿Qué implica en la gestión del agua que la región sea transfronteriza? 
4. ¿Cómo se ha transformado el río y las fuentes de agua con la llegada de las 
empresas extractivistas?  
5. ¿Conoce el proyecto de navegabilidad del río Putumayo?  
5.1¿En qué consiste?  
5.2 ¿Cuándo fue la primera vez que escuchó de este proyecto? 
6. ¿Qué relación tiene este proyecto con otras obras de infraestructura en el 
territorio? 
7. ¿Cuáles son los actores involucrados en estos proyectos de desarrollo? 
8. ¿Cuál es el papel del Estado y las entidades públicas frente a la implementación 
de este tipo de proyectos de infraestructura? 
9. ¿Qué implicaciones y/o efectos tienen los discursos de estos proyectos de 
desarrollo? 
10. ¿La navegabilidad del río sería una forma de privatización del agua?  
10.1 ¿De qué forma? 
11. ¿Cuáles serían las consecuencias de la implementación del proyecto de 
navegabilidad del río Putumayo? 
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12. ¿Qué otros procesos de intervención del estado, de la cooperación o de actores 
privados han llegado al territorio? 
13. ¿Qué otras estrategias están asociadas a estas apuestas de defensa territorial? 
14. ¿Cuál es la apuesta organizativa de las organizaciones campesinas en relación 
con los pueblos indígenas en el departamento y municipio? 
15. ¿Cuáles han sido los actores involucrados en la defensa territorial contra el 
modelo de desarrollo extractivista? 
16. ¿Cuáles han sido las acciones que la comunidad ha tomado en esta defensa en 
sus diferentes momentos? 
17. ¿Cuál es la apuesta de la Alcaldía, de la Gobernación y de las Farc respecto a 
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